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citado, en el presente trabajo se propone que los municipios adopten medidas 
tendientes a obtener compost a partir de los residuos orgánicos.  
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gestantes. Dicha falencia deja totalmente desprotegidas a dichas mujeres, 

especialmente a las que atraviesan una situación de vulnerabilidad, lo cual, a su vez, 

pone en riesgo la vida de sus hijos por nacer. En el presente trabajo, se proponen 

herramientas para que el Estado pueda brindarles la asistencia necesaria a las mujeres 
gestantes y evitar, de ese modo, que ocurran situaciones no deseadas como la 

interrupción de sus embarazos. 
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o departamentos de alquiler temporario. Debido a ello han surgido diversos conflictos, 
ya que el sector del alquiler vacacional, por lo general, no se encuentra regulado. Ello, 

puede derivar en una mala prestación del servicio a los turistas o en competencia 
desleal con otros actores del sector turístico. En base a lo antedicho, en el presente 

trabajo se propone que los municipios adopten medidas tendientes a regular el alquiler 
temporario y se analizan alternativas para ello. 
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Son muchos los motivos por los cuales las ferias, pese a la hegemonía de los 
supermercados, siguen siendo una opción viable para la adquisición de mercadería. En 

primer lugar porque ofrecen productos frescos a precios accesibles. En segundo 
término porque permiten la comercialización de productos orgánicos trazables a 

quienes optan por ese tipo de productos. En tercera instancia porque promocionan la 
producción de los agricultores locales. 

En el presente informe se ofrecen herramientas y ejemplos de utilidad para la 
implementación de ferias y mercados a nivel local. 

 
7.- Semillas y recursos fitogenéticos: estudios y propuestas para un cumplimiento 
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En el presente documento se propone un texto normativo que establezca una 

equilibrada y realista protección de la propiedad de las semillas y los recursos 
fitogenéticos, como así también un uso adecuado y legítimo por parte de aquellos que 

tengan derecho a hacerlo. 
La propuesta introducida por este trabajo procura dejar de lado discusiones estériles 

que no han logrado ningún avance legislativo, para poner especial énfasis en la 
búsqueda de procesos de fiscalización estatales más eficientes que los aplicados en la 

actualidad. 
La regulación propuesta se pone a consideración de las autoridades nacionales y 

locales, como así también de los sectores especializados y de la sociedad en general, 
deseando ordenar el debate y estimular un intercambio de ideas y políticas públicas, 

basadas en datos tangibles y en normativas que han funcionado eficientemente en 
distintos lugares del mundo. 

Por tal motivo, se incorpora al trabajo un estudio comparado de las normas que 
regulan esta materia, haciendo hincapié en la regulación del derecho de propiedad 

intelectual, los derechos de uso propio, y las facultades de las entidades reguladoras, 

especialmente en lo que respecta a su poder de fiscalización. 
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Deseamos que esta investigación sea un verdadero aporte a la discusión y elaboración 

de las políticas públicas que potencien el sector y promuevan mayor desarrollo 

sustentable. 
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Las herramientas con las que el Estado cuenta para transparentar y mejorar su gestión 

son aplicables también al sistema registral. Gracias a ello se puede brindar un mejor 

servicio a los contribuyentes y lograr un mayor control sobre los procesos que forman 

parte de la actividad de los registros de la propiedad automotor. No obstante las 
ventajas que acarrea la modernización, hay situaciones en las que se deben tomar 

ciertos recaudos para que no se vulnere el principio de legalidad, columna vertebral del 
derecho registral. En el presente trabajo se describen ciertas situaciones en las que las 

herramientas de la modernización, si no son utilizadas con cuidado, pueden afectar a 

dicho principio.  
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La instalación de sanitarios para el uso público es una medida que ha sido tomada en 

muchas ciudades en razón de las ventajas que ello reporta. Gracias a ellos, no 

solamente se benefician quienes requieren utilizaros, sino también los vecinos que 

padecen el uso del espacio público por parte de quienes no tienen donde realizar sus 
necesidades. 

En el presente trabajo se analizan las medidas implementadas por varios municipios y 
se propone una serie de recomendaciones de suma utilidad para la instalación de 

baños públicos en determinados puntos estratégicos de las ciudades. 
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Presentación del Programa de Políticas Públicas 

 

El programa de Políticas Públicas que llevan adelante la 

Fundación Nuevas Generaciones y la Fundación Hanns Seidel forma 

parte de un acuerdo de cooperación internacional celebrado entre 

ambas instituciones y está orientado a mejorar la calidad legislativa 

en la República Argentina. 

 

Con el fin de lograr niveles de legislación acordes a un país 

moderno, como el que pretendemos sea la Argentina, y desde una 

óptica con trasfondo conservador, el programa abarca gran cantidad 

de aspectos que hacen a optimizar el funcionamiento de la sociedad. 

Es así como con profesionalismo por parte de los investigadores 

dedicados al programa y gracias a la asistencia de un gran número de 

expertos en diversas materias, se han abordado temas de variada 

índole, tales como política económica; cultura; derechos humanos; 

recursos naturales; defensa y seguridad; transparencia y calidad 

institucional; medio ambiente; protección y seguridad social; 

educación; energía; política fiscal; industria; etc. 

 

La Fundación Nuevas Generaciones y la Fundación Hanns 

Seidel, a través del Programa de Políticas Públicas, colaboran 

activamente con los tomadores de decisión de los tres niveles de 

gobierno: nacional, provincial y municipal; brindando asesoramiento, 

recibiendo consultas y plasmando en trabajos concretos las 

propuestas que se le acercan. 
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 En la presente edición se publica una selección de los trabajos 

llevados a cabo por el equipo de Políticas Públicas durante el segundo 

semestre de 2018. 
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Introducción de la Fundación Nuevas Generaciones 

 

La Fundación Nuevas Generaciones es una institución de la 

política argentina que desde 2010 trabaja pensando en el mediano y 

largo plazo. Por ello, genera programas de gobierno consensuados, 

promueve acuerdos políticos que se sostengan en el tiempo, e 

invierte en la formación de los equipos de profesionales que serán 

esenciales para los gobernantes de los próximos años. 

 Nuevas Generaciones trabaja dentro de una concepción 

completamente innovadora que combina academia, juventud, 

vínculos internacionales, experiencia y voluntad transformadora. 

Elementos necesarios para desarrollar e impulsar las políticas 

concretas que llevarán a la Argentina a un mayor grado de desarrollo 

y bienestar social. 

 Uno de sus principales programas es el de Políticas Públicas, 

que se desarrolla en cooperación internacional con la Fundación 

Hanns Seidel. Los trabajos realizados bajo la órbita de este programa 

son distribuidos entre todos los funcionarios y legisladores nacionales, 

provinciales y municipales, como así también entre los formadores de 

opinión del país y la región. 

 Al final de cada semestre los documentos son compilados en la 

publicación Políticas Públicas que se envía a funcionarios, legisladores 

y entidades académicas, empresariales, fundaciones y medios de 

comunicación más relevantes de Argentina. 

 En todos los trabajos realizados dentro del Programa de 

Políticas Públicas se busca obtener propuestas realistas y viables. 
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Asimismo se desarrollan todos los instrumentos necesarios para su 

aplicación inmediata. Se trabaja en permanente consulta con las 

cámaras empresariales, los sindicatos, y otras organizaciones de la 

sociedad civil, intercambiando información y opiniones, para lograr 

propuestas que potencien a cada sector nacional. 

 En esta decimoséptima publicación, correspondiente a los 

trabajos llevados a cabo entre julio y diciembre de 2018, nuevamente 

abordamos temas relacionados a políticas públicas procurando 

promover su debate entre los líderes políticos y formadores de 

opinión, destacando el hecho de los consensos ya obtenidos y de la 

viabilidad política de su aplicación. 

 En la Fundación Nuevas Generaciones estamos convencidos de 

que el esfuerzo diario, la pasión política y la defensa de sólidos 

valores, combinados con el estudio y la investigación, son la base 

para lograr una exitosa agenda política que tenga efectiva influencia 

en las políticas públicas y en la conformación de los equipos de 

gobierno. 

 

Dr. Julián Martín Obiglio 

Director Ejecutivo 

Fundación Nuevas Generaciones 
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Introducción de la Fundación Hanns Seidel 

 

La Fundación Hanns Seidel (HSS), fundada en 1967 y cercana 

a la Unión Social Cristiana de Baviera / CSU, es una fundación política 

alemana con sede en Munich que trabaja al servicio de la democracia, 

la paz y el desarrollo, a través de la formación política en el ámbito 

nacional e internacional. Sus objetivos se orientan exclusiva e 

inmediatamente a la utilidad pública. 

 Desde hace más de 40 años, la HSS se ha comprometido con 

la cooperación al desarrollo y ejecuta actualmente cerca de 90 

proyectos en más de 60 países. 

 El objetivo de la actividad internacional, cuyo fundamento son 

los ideales sociales y cristianos, es apoyar a la consecución de 

condiciones de vida dignas y prestar un aporte al desarrollo 

sustentable, a partir del fortalecimiento de la paz, la democracia y la 

economía social de mercado. 

 El ámbito principal de las actividades en la República Argentina 

desde 1996, ha sido la capacitación de los gobiernos locales en 

materia de fortalecimiento de la auto-administración. A partir del año 

2010, cuando la HSS abrió una oficina propia en Buenos Aires, sus 

actividades se amplificaron por dos áreas adicionales: la asesoría 

parlamentaria, el trabajo con municipios y la formación de jóvenes 

dirigentes políticos. En dichas áreas la HSS coopera con la Fundación 

Nuevas Generaciones (FNG).  

 En el programa de Políticas Públicas la HSS y la FNG se 

adhieren a los valores de la democracia. El programa está dirigido 
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principalmente a funcionarios y legisladores, representantes del 

pueblo argentino, para que puedan prestar un mejor servicio a la 

gente, es decir legislar y controlar mejor. A la HSS, que además 

trabaja por misión del Parlamento Federal de Alemania (“Deutscher 

Bundestag”), le parece ideal apoyar el funcionamiento de las 

instituciones centrales de la democracia representativa y federal: el 

parlamento y los municipios. El compromiso común de las 

contrapartes está en su contribución a una consolidación de la 

democracia y del estado de derecho en la República Argentina. 

   

 Una vez más la Fundación Hanns Seidel tiene el agrado, junto 

con la Fundación Nuevas Generaciones, de presentar y compartir los 

frutos de los trabajos realizados con una gran diversidad de actores 

en la sociedad civil argentina.  

 Con esta decimoséptima publicación estamos seguros de 

poder contribuir no solo a la discusión legislativa, sino también a la 

elaboración de verdaderas políticas públicas.  

 

 

Dra. Mariella Franz 

Representante  de la Fundación Hanns Seidel en 

la República Argentina  
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1 

Creación de la Agencia de Atracción de Inversiones 
de la provincia de Entre Ríos 

 

Resumen ejecutivo 

Los organismos estatales de comercio exterior resultan esenciales para el desarrollo 

socioeconómico de un Estado, sea este nacional o provincial. Son muchas las 

provincias argentinas que, al igual que la Nación, han creado sus propias agencias para 

la atracción de inversiones. En el presente trabajo se propone la creación de la Agencia 

de Atracción de Inversiones de Entre Ríos. 

 

I) Importancia de las agencias de atracción de inversiones 

El entramado del mundo actual demuestra que ningún país puede estar 

aislado del resto de los jugadores globales para poder desarrollarse económica y 

socialmente. Dicha realidad es también aplicable en el nivel supranacional a los bloques 

de naciones como el MERCOSUR, la Unión Europea, etc. Lo mismo se puede decir a 

nivel infra nacional en el cual las regiones y las provincias que las conforman juegan de 

manera cada vez más activa en dicho entramado. Reconocer tal realidad y adaptarse a 

ella es la clave para acceder al progreso y el crecimiento que formar parte de este 

mundo híper vinculado en el que hoy vivimos. Dentro de dicha situación, las iniciativas 

que promueven dicha interacción son las que marcan la diferencia entre los proyectos 

de Estados exitosos y los que no lo son. Una de las herramientas con las que cuentan 

los gobiernos para facilitar sus relaciones comerciales con sus contrapartes son las 

agencias de atracción de inversiones y comercio exterior. 

 Nuestro país cuenta con la Agencia Argentina de Inversiones y Comercio 

Internacional (AAICI). Además de ella, ya hay provincias que tienen sus propios 

organismos, los cuales conforman la Red Federal de Agencias y Organismos de 

Inversión y Comercio Internacional. Dicha red está integrada por las diecisiete 

provincias que a la fecha cuentan con sus respectivas agencias: Jujuy, La Rioja, 

Neuquén, San Juan, Buenos Aires, Corrientes, Santiago del Estero, Salta, Tucumán, 

Mendoza, Chaco, Tierra del Fuego, Chubut, Córdoba, Misiones y Santa Fe y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. 
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II) Necesidad de replicar el modelo en Entre Ríos 

Como se puede apreciar, resulta crucial contar con una herramienta de 

utilidad para el estímulo, desarrollo y financiamiento de las inversiones y para la 

promoción de las exportaciones de los bienes producidos en nuestra provincia. Dicho 

instrumento deberá actuar en sintonía con la planificación del desarrollo sustentable 

entrerriano como así también con la de la Región Mesopotámica y el de la República 

Argentina. Para ello, entendemos, resulta necesario crear un organismo provincial cuyo 

foco esté puesto en los objetivos mencionados precedentemente. Dicho organismo se 

llamará “AGENCIA DE ATRACCIÓN DE INVERSIONES Y COMERCIO EXTERIOR DE 

ENTRE RÍOS” (AAICEER). 

 

III) Propuesta programática 

 La función de la AAICEER será promover las inversiones en Entre Ríos como 

así también promover las exportaciones. Gracias a lo antedicho, se generará empleo 

genuino y se impactará positivamente en el desarrollo sostenible provincial. Gracias a 

la creación de este organismo, se producirá un ámbito de participación público privada 

ya que la AAICEER será el punto de encuentro entre las el sector productivo, el 

científico y el Estado provincial dentro del cual se expandirá el potencial de cada uno 

de ellos pero trabajando en armonía. Tal asociación estratégica se verá reflejada en 

nuestra provincia a través de: 

 Incremento de la inversión extranjera directa. 

 Asistencia a las empresas entrerrianas productoras de bienes y servicios para 

que puedan exportar e insertarse competitivamente en el mundo. 

 Diseño de políticas públicas que, a través de la modernización del marco 

regulatorio expandan la potencialidad local, generen un clima estable de 

negocios en Entre Ríos. 

 Elaboración de informes estadísticos que divulguen la situación 

socioeconómica provincial y sean puestos al alcance de los potenciales 

inversores. 

 

 Como se puede apreciar en base a lo antedicho, los objetivos principales de la 

AAICEER serán la promoción del comercio exterior; el impulso a las exportaciones, el 
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incremento de la competitividad económica y provincial, el fomento de las inversiones 

y el fortalecimiento de la actividad productiva. Para lograr dichos cometidos, la 

AAICEER podrá llevar adelante acciones tales como diseñar estrategias y programas; 

interactuar con el sector privado; identificar oportunidades de inversión; vincular 

empresas entrerrianas con otras extranjeras; realizar estudios e investigaciones; 

analizar la viabilidad de proyectos; proponer medidas gubernamentales que fomenten 

y potencien las exportaciones; establecer vínculos con organismos nacionales e 

internacionales; organizar seminarios y actividades de divulgación y capacitación; etc. 

 

 Un aspecto a tener en cuenta sobre la AAICEER, como ya se ha mencionado, 

es su intención de aunar en su seno al sector público con el privado y el ámbito 

académico. Dicha intención se ve plasmada en la conformación de su directorio. En él 

deberán estar presentes el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el sector productivo. 

Por tal motivo, a nuestro entender, la composición del órgano directivo deberá 

asegurar la representatividad política y productiva de la provincia de Entre Ríos. 

 

 En cuanto a su financiamiento, en el presente trabajo se propone que la 

AAICEER funcione económicamente con las partidas que el presupuesto anual 

provincial le asigne. Podrá contar además con las partidas extraordinarias del Estado 

provincial y la toma de créditos. Asimismo, se prevé que reciba legados, donaciones y 

subsidios, como así también otros recursos legítimos con los que pueda llegar a contar. 

Para el primer año de ejercicio la AAICEER será administrada con las partidas que le 

correspondan, de acuerdo al ejercicio en curso, a la Coordinación de Promoción de 

Exportaciones del Ministerio de Economía Hacienda y Finanzas de la Provincia. 

 

 Gracias a la AAICEER Entre Ríos contará con una herramienta para promover 

con mayores éxitos los productos y servicios locales en el mundo y para mostrarse 

como una plaza atractiva en la cual invertir, con el propósito de generar empleo y 

potenciar su desarrollo socioeconómico. 

 

IV) Texto normativo propuesto 

CAPITULO I  
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CREACION, DENOMINACION Y NATURALEZA JURIDICA  

Artículo 1º.- Créase la “AGENCIA DE ATRACCIÓN DE INVERSIONES Y COMERCIO 

EXTERIOR DE ENTRE RÍOS” (AAICEER) como sujeto de Derecho Público, de acuerdo 

con las disposiciones emanadas de la presente ley. 

 

OBJETIVOS Y FUNCIONES 

Artículo 2º.- Los objetivos de la AAICEER son: 

a) Promover, formular e implementar las estrategias necesarias dirigidas a la 

promoción del comercio exterior la atracción de inversiones en la provincia; 

b) Impulsar las exportaciones de los bienes y servicios producidos en la 

provincia; 

c) Incrementar la competitividad económica y comercial de la provincia 

d) Instrumentar las acciones para acceder financiamiento y la inversión en la 

provincia 

e) Generar  las condiciones para el desarrollo y el fortalecimiento de la actividad 

productiva provincial; 

f) Contribuir en la organización y mejoras de los procesos planificación, 

ejecución y evaluación de programas y proyectos científico-tecnológicos y de 

investigación e innovación que favorezcan la atracción de inversiones en la 

provincia.  

Artículo 3º.- Para alcanzar los objetivos enumerados en el artículo precedente, las 

funciones la AAICEER son: 

a) Planificar, diseñar y proponer la estrategia, políticas, programas y los 

instrumentos para la expansión de la inversión provincial y la atracción de 

inversión extranjera directa hacia actividades, sectores o áreas de desarrollo. 

b) Preparar y presentar recomendaciones sobre empresas con intención de 

establecerse en la provincia. 
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c) Identificar y proponer proyectos específicos de inversión con alto impacto en 

el desarrollo sostenido y sustentable de la provincia. 

d) Proponer alianzas estratégicas entre las compañías locales y extranjeras. 

e) Dirigir y promover estudios de inversión e investigaciones especializadas. 

f) Realizar investigaciones en materia de ventajas comparativas y 

competitividad. 

g) Realizar estudios de viabilidad de proyectos de inversión. 

h) Llevar un registro de los inversores de capital nacional y extranjero. 

i) Analizar y proponer medidas que faciliten la expansión de la inversión, de la 

exportación y la internacionalización de las empresas entrerrianas. 

j) Fomentar las exportaciones de los bienes y servicios producidos en la 

provincia. 

k) Realizar informes sobre el impacto de los procesos de integración en el 

MERCOSUR y de otras negociaciones comerciales en el ambiente de inversión 

y en la evolución de la inversión en la provincia. 

l) Efectuar el seguimiento de las inversiones realizadas con asistencia de la 

AAICEER y del cumplimiento de los compromisos acordados, estableciendo los 

indicadores que permitan medir su impacto en las actividades, sectores o 

áreas de desarrollo como así también en la generación de empleo en la 

provincia. 

m) Colaborar en los aspectos que son de incumbencia con otros órganos de 

gobierno de la provincia, tanto del Poder Ejecutivo como del Legislativo; 

n) Establecer relaciones con los organismos provinciales, nacionales e 

internacionales de cooperación y  el financiamiento; 
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o) Planificar, ejecutar y evaluar las estrategias para el desarrollo y la 

internacionalización de los sectores productivos entrerrianos. 

p) Desarrollar estudios e informes las materias de incumbencia de la AAICEER; 

q) Organizar congresos, convenciones, foros, seminarios,  talleres,  cursos  y  

otras  modalidades  de  formación,  capacitación  y  actualización sobre  

temas  relativos  al desarrollo productivo y la atracción de inversiones en la 

provincia y  realizar  una  difusión   periódica de los avances logrados. 

r) Elaborar  su  propio  presupuesto  anual,  memoria  y  balance,  debiendo  

elevarlo  al  poder ejecutivo para su inclusión, aprobación y consolidación. 

s) Designar y remover a los funcionarios y empleados, con excepción de los 

designados por la legislatura provincial de conformidad con lo dispuesto por la 

presente ley. 

CAPITULO II 

PARTICIPACION EN PERSONAS JURIDICAS 

Artículo 4º.- Para el cumplimiento de sus objetivos, la  AAICEER  puede, previa  

autorización  del  Poder  Ejecutivo  provincial,  realizar toda clase de acto jurídico y 

celebrar todo tipo de contratos con personas humanas y/o jurídicas de conformidad 

con las normas vigentes, a fin de dar cumplimiento a los objetivos y funciones 

descriptos en los artículo 2 y 3 de la presente ley, debiendo para ello notificar 

fehacientemente a la legislatura provincial. 

 

CAPITULO III 

PRESUPUESTO 

Artículo 6º.-  La  AAICEER  deberá  confeccionar  su  presupuesto,  que  se  

incorporará  al presupuesto  provincial de  cada  ejercicio  contemplando  los  recursos  

necesarios  para  la  ejecución  de  sus programas y proyectos. Estos podrán ser 

prestaciones  de servicios,  medidas  promocionales,  acciones  de difusión, 

capacitación de recursos humanos, participación en emprendimientos innovadores, y 

todo aquello que requiera su pleno funcionamiento y de acuerdo con los principios  
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rectores  de  la  política  de  atracción de inversiones de la provincia. Dicho 

presupuesto deberá contener las previsiones anuales y plurianuales requeridas para la 

ejecución de las estrategias, programas, proyectos y acciones aprobados por el 

directorio o de aquellos que sean demandados por el plan estratégico de desarrollo 

productivo provincial o a pedido de otras áreas gubernamentales. 

 

Artículo 7º.- Son recursos de la AAICEER: 

a) Las  sumas  que  anualmente  establezca  el  Presupuesto  aprobado  por  la 

legislatura provincial,  que  deberá conformar un anexo separado del 

presupuesto general de gastos del poder ejecutivo. 

b) Los  aportes,  subvenciones,  fondos  u  otra  clase  de  aportes  del  Estado  

Nacional  o  Provincial,  sea directamente  o  a  través  de  sus  organismos  

descentralizados,  sociedades  de  Estado  u  otros  legalmente constituidos. 

c) Los aportes, fondos u otra clase de aportes del ámbito privado, sean personas 

físicas o jurídicas. 

d) Los legados, donaciones o contribuciones que se efectuaren a su favor. 

e) Las ganancias producidas  de  la  venta  de  publicaciones,  informaciones  y  

estudios  especiales  que  fueran  elaborados  a solicitud del sector privado. 

f) Los  préstamos,  transferencias,  subsidios  y  cualquier  otro  aporte  que  

reciba  de  entidades  y  organizaciones intermedias nacionales, provinciales y 

extranjeras. 

g) Las  ganancias  y  distribuciones  obtenidas  por  su  participación  en  

sociedades  constituidas  con  el  sector privado y/o público, con el objeto de 

ejecutar las estrategias, programas, proyectos y acciones definidos por el 

directorio de la AAICEER. 

h) Los  recursos  no  invertidos  al  término  de  cada  ejercicio,  cuando  causas  

debidamente  fundadas  hayan imposibilitado su inversión. 
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i) Los fondos provenientes de eventos, actividades o servicios que organice o 

preste la AAICEER. 

j) Amortizaciones de préstamos, intereses y tasas de toda índole devengadas 

por los dineros que se generen de la administración de la AAICEER. 

k) Otros recursos provenientes de fuente legítima de financiación. 

  

Artículo 8º.- Los recursos de la AAICEER  serán depositados en una cuenta especial a 

su nombre y serán administrados de conformidad con las normas de derecho público 

provincial. 

  

CAPITULO IV 

AUTORIDADES DEL ENTE 

Artículo 9º.- La  estructura  orgánica  funcional  la AAICEER estará compuesta por un 

Directorio integrado por once (11) miembros: 

Un (1) Presidente, que será designado por el Poder Ejecutivo quien tendrá funciones 

permanentes en la Agencia; 

Dos (2) representantes del sector privado cuya duración en el cargo es de dos (2) años 

y serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las organizaciones locales de 

base productiva: empresariales, sociales, creativas y tecnológicas; 

Un (1) representante del sector científico y/o académico designado por el Poder 

Ejecutivo a propuesta de la Legislatura provincial; 

Un (1) representante del Poder Ejecutivo; 

Tres (3) representantes del Senado de la Provincia a saber: Dos (2) por la mayoría o la 

primera minoría y uno (1) por la segunda minoría 

Tres (3) representantes de la Cámara de Diputados de la Provincia a saber: dos (2) por 

la mayoría o la primera minoría y uno (1) por la segunda minoría; 

El Directorio deberá sesionar al menos una vez por mes. Formará su quórum con la 

presencia de seis (6) de sus miembros. Las decisiones se adoptan por simple mayoría. 

En caso de empate el voto del Presidente se contabilizará doble. 
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Artículo 10.- El  Presidente  ejercerá  la Dirección  y  Administración  de  la  AAICEER  

y  podrá designar  un  Gerente Ejecutivo para que lo asista en sus funciones.  

  

Artículo 11.- El  Presidente  y  los  integrantes  del  Directorio,  con excepción de 

aquellos que representan al Poder Legislativo, permanecerán  en  sus  funciones  

hasta  la  finalización  del mandato del gobernador que los hubiere designado o hasta 

su remoción o renuncia. Los representantes del Poder Legislativo permanecerán en el 

Directorio por el plazo en que ocupen sus cargos. 

 

ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE 

Artículo 12.- Son atribuciones del Presidente de la AAICEER: 

a) Ejercer  la  representación  legal  de la AAICEER,  cumpliendo  y  haciendo  

cumplir  la  leyes,  ordenanzas,  decretos  y resoluciones vigentes; 

b) Adoptar todas las disposiciones de carácter organizativo, administrativo, 

operativo y disciplinario pertinentes, a los efectos de optimizar el 

funcionamiento de la AAICEER; 

c) Administrar los recursos de la AAICEER establecidos en la presente ley; 

d) Gestionar ante las autoridades nacionales y provinciales la  contratación  de  

personal,  profesionales,  equipos  y  elementos  necesarios  para  llevar  a  

cabo  su labor, así como celebrar contratos con entidades públicas o privadas, 

conforme a las materias de su incumbencia. 

DEL DIRECTORIO 

Artículo 13.- Son atribuciones del Directorio: 

a) Dictar  su  reglamento  de  funcionamiento  interno y dictar las 

reglamentaciones internas necesarias para su desenvolvimiento; 

b) Aprobar  la  estructura  orgánica,  misiones  y  funciones  de  la AAICEER 

c) Confeccionar el cálculo de Recursos y Presupuesto de Gastos y presentar la 

Rendición de Cuentas 
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d) Ceder,  rentar  y  contratar  instalaciones  útiles  o  elementos  a  su  cargo  

para  el  acabado  cumplimiento  de  sus objetivos  específicos,  con  las  

limitaciones  y  exigencias  de  la  Constitución de la provincia de Entre Ríos  

y  demás legislación vigente. 

SEGUIMIENTO DE GESTIÓN 

Artículo 14.- El Presidente del Directorio de la AAICEER podrá ser convocado por la 

Legislatura provincial en los mismos términos que para los ministros establece el 

artículo 116 de la Constitución de Entre Ríos. 

 

CLAUSULA TRANSITORIA 

Artículo 15.- A los efectos de los Artículos 7° y 8° de la presente ley, el Poder 

Ejecutivo deberá asegurar  el  correcto  funcionamiento  de  la  AAICEER adecuando  

las  previsiones  presupuestarias  asignadas durante el presente ejercicio a la 

Coordinación de Promoción de Exportaciones del Ministerio de Economía Hacienda y 

Finanzas de la Provincia .  La  presente  cláusula  transitoria  caducará  de  pleno  

derecho  a partir del momento en que  sus  recursos económicos y gastos de 

funcionamiento sean contemplados dentro del Presupuesto Anual de la provincia de 

Entre Ríos. 

 

Artículo 16.- Comuníquese. 
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2 

Producción de compost a nivel municipal  

 

Resumen ejecutivo 

En los últimos tiempos, las principales ciudades del mundo han dado una especial 

importancia a la reducción de los residuos que en ellas se generan. Ello se debe a los 

beneficios económicos, medioambientales y sociales que ello conlleva. Por dicho 

motivo, se han desarrollado políticas públicas que no solo ayudan a reducir la cantidad 

basura que se genera y se dispone, sino que además se han dado pasos para 

transformarla en algo útil, sea mediante su reutilización o su transformación. En base a 

lo precedentemente citado, en el presente trabajo se propone que los municipios 

adopten medidas tendientes a obtener compost a partir de los residuos orgánicos. 

 

Introducción:  

 El aumento de la población lleva irremediablemente al incremento de la basura 

que día tras día se dispone, en el mejor de los casos, en los rellenos sanitarios, pero 

que por lo general es arrojada en sumideros a cielo abierto o, peor aún, es incinerada 

sin control alguno. Ello, lógicamente, genera impactos negativos en el medio ambiente 

y en la salud de las personas. Tal situación hace que reducir la generación de residuos, 

aprovecharlos económicamente y acotar las cantidades que se disponen, sea una 

necesidad global. Para ello, las políticas públicas que atacan integralmente este 

problema ponen su norte en la aplicación del principio de la Triple R: reducir, reutilizar 

y reciclar. En tal sentido dichas políticas comienzan por la transformación de los hábitos 

de consumo y marketing, siguen por la valorización de los bienes desechados y 

culminan con prácticas de disposición final que ocasionan el menor impacto negativo en 

el ambiente.  Entre los modelos de gestión de residuos que últimamente se han 

diseñado, se destacan aquellos en los que se plantea e un modelo de economía circular 

y no lineal, es decir, que promueven y facilitan el aprovechamiento de la mayoría de 

materiales desechados1 para llegar al tan ansiado objetivo de “basura cero”. 

 En el presente trabajo se ha puesto el foco en un solo aspecto de la 

problemática de la gestión de residuos: los desechos orgánicos. Esta categoría de 

                                                             
1
 Fuente: Sotenibilidad.com https://www.sostenibilidad.com/medio-ambiente/generacion-gestion-residuos/  

https://www.sostenibilidad.com/medio-ambiente/generacion-gestion-residuos/
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residuo abarca a aquellos que son biodegradables y provienen principalmente de los 

restos de comida, forraje y poda que diariamente se generan. Los residuos orgánicos 

pueden a su vez clasificarse en domiciliarios (los que las personas generan en sus 

hogares), comerciales (provenientes de restaurantes, hoteles y otros establecimientos 

similares) e industriales (de mayor escala y producto de la transformación de otros 

bienes o servicios). Cuando dichos residuos son arrojados a los basurales producen la 

emanación de olores desagradables en las inmediaciones, la emisión de gases de efecto 

invernadero,2 contaminación de cursos de agua, propagación de enfermedades 

infecciosas y la superpoblación de alimañas, entre otros efectos adversos. Una de las 

maneras de reducir la cantidad de residuos orgánicos es su transformación en compost 

o compostaje. El compost es el producto obtenido mediante la descomposición 

bioquímica de materiales de origen orgánico3. Dicho producto sirve, principalmente, 

como un fertilizante rico y natural para huertas, parques y jardines.  

 Por todas las razones mencionadas anteriormente, en diversas ciudades del 

mundo se han llevado a cabo iniciativas para promover la transformación de los 

residuos orgánicos en compost, ya sea mediante la instalación de plantas de 

compostaje, o bien incentivando su producción a nivel domiciliario. Gracias a esas 

iniciativas, los municipios no solamente logran reducir la cantidad de residuos que de 

otra manera deberían arrojar en los basurales, con los gastos e impacto ambiental 

negativo que ello conlleva, sino que además, obtienen un bien con valor económico en 

el mercado.  

 

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I) Experiencia internacional  

II) Experiencia local  

III) Propuesta  

IV) Conclusión  

 

I) Experiencia internacional 

Edmonton, Canadá 

                                                             
2
 Principalmente metano. 

3
 Fuente: Real Academia Española, http://dle.rae.es/?id=A2THKVu  

http://dle.rae.es/?id=A2THKVu
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 La ciudad de Edmonton, Canadá, cuenta con uno de los centros de compostaje 

más grandes de América del Norte. Dicho centro, llamado Instalación de Compostaje 

Edmonton (ECF por su nombre en inglés) fue construido en el año 2000 por medio de 

una asociación entre la ciudad de Edmonton y la Universidad de Alberta.  

 Desde ese entonces, el ECF produce 160.000 toneladas de compost al año a 

partir de desechos orgánicos. El compost transformado por EFC es de gran calidad y es 

utilizado por las explotaciones agrícolas orgánicas y en horticultura.4. 

 Dentro del esquema que se ha planteado para el buen funcionamiento de la 

EFC, el primer paso es la separación en origen de residuos que los vecinos de 

Edmonton realizan de acuerdo con las normas de la ciudad. Una vez separados de los 

demás residuos, los orgánicos son recogidos de manera diferenciada y son 

transportados a las instalaciones de la EFC donde son procesados y convertidos en 

compost. Asimismo, para lograr que dicha política fuera exitosa, el gobierno local llevó 

en paralelo varios programas educativos para crear conciencia ciudadana. Además del 

programa local para el aprovechamiento de residuos orgánicos, en Edmonton se han 

implementado estaciones ecológicas, centros de reúso y de reciclaje destinados a 

lograr que la menor cantidad posible de desechos llegue a los basurales5.  

 

 San Francisco, Estados Unidos de Norteamérica 

 San Francisco ha desarrollado iniciativas para la gestión sustentable de 

residuos desde comienzos del siglo XX6. Esta ciudad californiana se ha autoimpuesto el 

objetivo de llevar a cero la cantidad desperdicios que se disponen en los basurales para 

20207. Ello ha llevado a que allí se diseñara un plan de acción destinado a reducir el 

consumo, reciclar, reutilizar y compostar para que nada vaya al vertedero ni sea 

incinerado. Por tal motivo no es de extrañar que cuente con uno de los programas más 

exitosos que hoy existen en el mundo para la valorización de los desechos orgánicos. 

En 2009, San Francisco aprobó la primera ordenanza obligatoria de compostaje de los 

                                                             
4
Fuente: Ciudad de Edmonton, 

 https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/edmonton-composting-facility.aspx  
5
Fuente: Ciudad de Edmonton, 

 https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/garbage-drop-off-facilities.aspx  
6
Fuente: Diario CNBC, https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-leader-in-

waste-management.html  
7
Fuente: Ciudad de San Francisco, https://sfenvironment.org/es/zero-waste/recycling-and-composting  

https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/edmonton-composting-facility.aspx
https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/garbage-drop-off-facilities.aspx
https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-leader-in-waste-management.html
https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-leader-in-waste-management.html
https://sfenvironment.org/es/zero-waste/recycling-and-composting
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Estados Unidos de América. Dicha norma obliga a  los residentes y a las empresas de 

la ciudad a que separen su basura en materiales reciclables, residuos orgánicos 

utilizables para obtener compost y basura no valorizable. Para ello, el ayuntamiento ha 

instalado contenedores con diferentes colores según su finalidad: azul para reciclables, 

verde para materiales orgánicos y negro para aquellos que indefectiblemente 

terminarán en el relleno sanitario8. 

 Actualmente, San Francisco es la ciudad estadounidense que menos cantidad 

de basura envía a los vertederos. Gracias a las políticas públicas adoptadas y a las 

iniciativas educativas que las acompañan, el 80 por ciento de los desechos que allí se 

generan (aproximadamente 1,5 millones de toneladas al año) no son arrojados en los 

rellenos sanitarios. Debido al éxito de dichas políticas públicas, San Francisco no 

solamente es más limpio, sino que además, es la ciudad estadounidense más amigable 

con el medioambiente, y los lugares donde antes había basurales son en la actualidad 

utilizados para otros fines con mayor valor social y cultural9.  

 

Legazpia, Reino de España   

 El ayuntamiento de Legazpia ha sido uno de los primeros de España en 

elaborar una ordenanza municipal para regular la obtención de compostaje.10 El 

objetivo de dicha ordenanza es reducir la generación de residuos, incrementar la 

valorización de los desechos orgánicos y conseguir que el compostaje comunitario sea 

realizado de un modo ordenado y controlado. Para ello, el ayuntamiento de Legazpia 

ha tomado medidas a fin de promover el “auto compostaje” y el compostaje colectivo 

de los residuos orgánicos domiciliarios11.  

 Tras estudiar varios modelos de instalaciones, procesos de funcionamiento, 

resultados y reglamentos de diferentes Estados, el ayuntamiento de Legazpia ha 

optado por los modelos de área pequeña de compostaje, dotados de compostadoras y 

                                                             
8
Fuente: Ciudad de San Francisco, 

https://sfenvironment.org/sites/default/files/fliers/files/sfe_zw_mandatory_factsheet.pdf   
9
Fuente: Agencia de Protección Ambiental de los Estado Unidos de América,  

https://www.epa.gov/transforming-waste-tool/zero-waste-case-study-san-francisco  
10

Fuente: Departamento de Medio Ambiente, Planificación Territorial y Vivienda del Gobierno Vasco. 
http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-comunitario-en-el-ambito-territorial-de-
la-capv/web01-a2inghon/es/  
11

 Fuente: Ayuntamiento de Legazpi,  
http://www.legazpi.eus/files/ORDENANZA_COMPOSTAJE-behin_betikoa.pdf  

https://sfenvironment.org/sites/default/files/fliers/files/sfe_zw_mandatory_factsheet.pdf
https://www.epa.gov/transforming-waste-tool/zero-waste-case-study-san-francisco
http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-comunitario-en-el-ambito-territorial-de-la-capv/web01-a2inghon/es/
http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-comunitario-en-el-ambito-territorial-de-la-capv/web01-a2inghon/es/
http://www.legazpi.eus/files/ORDENANZA_COMPOSTAJE-behin_betikoa.pdf
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casetas, que se encuentran instalados en zonas verdes y a un mínimo de distancia de 

los edificios, e integrados totalmente en el paisaje. Entre las ventajas principales de 

esta iniciativa figuran el cierre del ciclo de la materia orgánica, la utilización del 

compost producido como abono natural y la sensibilización de la ciudadanía en relación 

con el medio ambiente. 

 

Rio de Janeiro, Brasil 

 La gestión pública de residuos en Río de Janeiro se realiza a través de la 

empresa pública municipal COMLURB (Companhia Municipal de Limpeza Urbana). Para 

llevar adelante sus labores cuentan con un presupuesto de 500 millones de Reales por 

año. 

 Dentro del esquema municipal para la gestión de los residuos, los vecinos y 

las empresas están obligados a separarlos en origen y la COMLURB se encarga de 

realizar los pasos subsiguientes (recolección, valorización, etc.) hasta llegar a la 

disposición final.  

Actualmente, 35 toneladas de residuos orgánicos son trasladados diariamente a una 

planta de biometanización en la cual se producen 10 toneladas de compost por día. 

Aproximadamente 9.5 toneladas son destinadas a los proyectos de forestación 

municipal y los 500 kilogramos restantes se venden en su totalidad a los particulares 

para ser usados en explotaciones agrícolas orgánicas. La venta de compost a los 

granjeros ha sido consistentemente y notablemente exitosa. La razón de ello fue una 

combinación de investigación de mercado y marketing por parte del gobierno de la 

ciudad.12. 

 

Gironde, Francia 

 A diferencia de los casos expuestos anteriormente, este municipio francés ha 

delegado la gestión de su programa de compostaje a una empresa privada. La gestión 

se lleva a cabo en un centro de reciclado y compostaje, construido en 1997, que 

cuenta con un área de recepción y control de los residuos, una unidad de compostaje, 

un área especial de almacén para los residuos inertes y una estación de transferencia 

                                                             
12

Fuente: World Bank Group, 
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487-WP-compostingnoweb-24-
PUBLIC.pdf?sequence=5  

https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487-WP-compostingnoweb-24-PUBLIC.pdf?sequence=5
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487-WP-compostingnoweb-24-PUBLIC.pdf?sequence=5
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para los residuos que no se tratan directamente en el centro13. Los residuos son 

recolectados por los domicilios de los ciudadanos una vez a la semana. Por su lado, los 

vecinos pueden llevar de forma voluntaria sus residuos de jardinería y demás residuos 

orgánicos a los contenedores localizados en zonas públicas. El producto final se somete 

a análisis regulares cada 4 o 5 meses en un laboratorio certificado independiente y se 

vende a parques, comunidades, particulares y empresas pequeñas de jardinería y 

vitivinícolas. Debido a la experiencia técnica de la empresa que gestiona el programa y 

a la calidad del compost producido, la delegación de un servicio público en una 

empresa privada es un ejemplo de que ello puede ser exitoso. Asimismo, el distrito ha 

colaborado para alcanzar dicho éxito realizando numerosas actividades de información 

y de comunicación tales como publicaciones de folletos, boletines, charlas en las 

escuelas y organización de visitas al centro de reciclado y compostaje. 

 En conclusión, el programa de Gironde logró disminuir la cantidad de residuos, 

aumentar el interés de la población por el compostaje y el cuidado del medioambiente 

y generar una fuente de ganancias a partir de los residuos que antes no se 

aprovechaban gracias al compost que se introduce de una manera exitosa al mercado.  

 

II) Experiencia local 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires  

 La Ciudad de Buenos Aires (CABA) ha dado curso a muchas iniciativas 

referidas a la gestión de los residuos sólidos urbanos. Entre dichas iniciativas están 

aquellas relacionadas a la transformación de desechos orgánicos en compostaje. En 

2014 comenzó a construirse la primera planta de compostaje en el Centro de Reciclado 

Varela14. Dicha planta cuenta con capacidad para tratar hasta 20 toneladas de residuos 

por día provenientes de la recolección diferenciada de locales gastronómicos y de 

grandes generadores. Paralelamente se ha implementado, en colaboración con la 

Asociación Civil Dedo Verde, un programa de compostaje en edificios públicos15. Hasta 

el momento se han colocado composteras en la sede central del Banco Ciudad de 

Buenos Aires, el Centro de Información y Formación Ambiental (CIFA), la Casona del 

                                                             
13

Fuente: Comisión Europea, http://ec.europa.eu/environment/waste/publications/pdf/compost_es.pdf  
14

 Fuente: Buenos Aires Ciudad, http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-
primera-planta-de-compostaje  
15

 Fuente: Buenos Aires Ciudad, http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-
publicos  

http://ec.europa.eu/environment/waste/publications/pdf/compost_es.pdf
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-primera-planta-de-compostaje
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-primera-planta-de-compostaje
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-publicos
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-publicos
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Parque Avellaneda, Palacio Lezama, Servicio Meteorológico Nacional, la Jefatura de 

Gabinete de Ministros de la Ciudad y en las sedes gubernamentales de las Comunas 2 

(Recoleta), 4 (Barracas, Boca, Nueva Pompeya y Parque Patricios), 5 (Almagro y 

Boedo), 6 (Caballito), 7 (Flores y Parque Chacabuco), 11 (Villa Devoto, Villa Santa Rita, 

Villa del Parque y Villa General Mitre) y 14 (Palermo).  

 Además de los edificios públicos citados precedentemente, se han instalado 

centros de compostaje en varios parques y espacios verdes de la ciudad como parte de 

un programa piloto que ha resultado exitoso y que por tal motivo se encuentra en 

expansión. Los espacios verdes que hoy forman parte del programa de transformación 

de residuos orgánicos en compost son los siguientes: 

 Plaza República de Chile (Comuna 14) 

 Plaza Martín Fierro (Comuna 3) 

 Plaza Rodríguez Peña (Comuna 2) 

 Parque Centenario (Comuna 6) 

 Parque Avellaneda (Comuna 9) 

 La CABA acompaña todas sus iniciativas ambientales con una fuerte campaña 

de educación. En tal sentido se lleva a cabo anualmente la semana del compostaje16, 

cuyo objetivo es difundir la práctica del compostaje y sus beneficios;  mostrar las 

experiencias de compostaje en la Ciudad de Buenos Aires; capacitar a los ciudadanos 

en su práctica domiciliaria y brindar a empresas y organizaciones de la sociedad civil la 

oportunidad de promocionar sus productos y difundir las experiencias relacionados con 

la transformación de los residuos orgánicos en abono natural.  

 

Quilmes, Provincia de Buenos Aires 

                                                             
16

 Fuente: Buenos Aires Ciudad,  
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-organicos-y-compostaje/semana-del-
compostaje-2017  

http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-organicos-y-compostaje/semana-del-compostaje-2017
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-organicos-y-compostaje/semana-del-compostaje-2017


POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 38 

En 2016, en la ciudad bonaerense de Quilmes, se inauguró la primera 

compostera en la Escuela Municipal de Jardinería “Enriqueta L. Deyá”17. Al mismo 

tiempo, en dicho municipio se ideó un plan destinado a crear entre los más jóvenes 

conciencia sobre la importancia de la valorización de los residuos. Para ello se ideó una 

agenda de eco-ferias18 en las cuales se llevan a cabo, entre otras actividades, talleres 

para la elaboración de compostaje domiciliario.  

 

Corral de Bustos, Provincia de Córdoba 

En ésta localidad cordobesa de 12.500 habitantes se desarrollan dos 

programas destinados a reducir la cantidad de desechos orgánicos que se arrojan al 

basural municipal mediante la obtención de compost. Uno de los programas consiste en 

la recolección diferenciada de residuos mediante la cual todo el material orgánico va a 

una planta de compostaje donde se elabora el abono para los espacios públicos de la 

ciudad. Además, a cambio de cinco kilos de residuos de papel o cartón, los vecinos 

pueden retirar un kilo de compost para su uso propio. El esquema se completa con la 

instalación de "puntos limpios" en espacios públicos en los cuales se dispone 

separadamente vidrio, latas y papel y cartón para su posterior valorización. Asimismo, 

en Corral de Bustos se promueve que los vecinos produzcan su propio compost 

domiciliario. El incentivo para que dicha iniciativa sea adoptada se logró por medio del 

llamado “Ecobono”. La idea surgió como una manera de que el municipio ahorre dinero 

en la recolección de residuos. A raíz de ello, la comuna decidió crear un registro de 

interesados en realizar compost domiciliario. Luego se les entregó a los inscriptos una 

caja compostera de madera o plástico y las lombrices californianas que se emplean en 

el proceso de compostaje19. Los vecinos inscriptos para hacer compostaje domiciliario 

reciben un taller del que también participa el INTI y periódicamente de realizan 

inspecciones destinadas a certificar que el proceso sea desarrollando adecuadamente. 

A cambio del compost obtenido, los vecinos reciben un bono que se puede usar para la 

cancelación  de tasas municipales o para aplicar a otros trámites locales como la 

renovación del carnet de conducir. 

                                                             
17

 Fuente: Diario Quilmes, https://fmsur889.com.ar/quilmes-inauguro-la-primera-compostera-municipal/  
18

 Fuente: Quilmes Municipio,  
http://www.quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=744  
19

 Fuente: Municipalidad de Corral de Bustos,  
http://www.corraldebustos.gov.ar/municipalidad.asp?id=184  

https://fmsur889.com.ar/quilmes-inauguro-la-primera-compostera-municipal/
http://www.quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=744
http://www.corraldebustos.gov.ar/municipalidad.asp?id=184
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La Plata, Provincia de Buenos Aires 

En el consejo deliberante de la capital de la Provincia de Buenos Aires se ha 

presentado un proyecto de ordenanza20 que propone la creación de una planta 

municipal de compostaje. El objetivo de dicha planta, de acuerdo a la iniciativa 

presentada, será receptar y seleccionar residuos orgánicos y transformarlos en 

compost. La aprobación del proyecto citado significará un avance en la gestión de 

residuos de La Plata ya que aproximadamente el 40% de la basura que se genera 

diariamente en los hogares de dicha ciudad está conformada por materia orgánica que 

puede ser convertida en compost. Lo antedicho cobra especial relevancia si además se 

tiene en cuenta que por cada 100 kilos de basura orgánica se obtienen 30 kilos de 

compost. 

 

III) Propuesta 

No hay dudas respecto de las ventajas que reporta a todo municipio la 

transformación de los desechos orgánicos en compostaje. Se trata de una manera 

sostenible y ambientalmente amigable de gestionar los residuos sólidos urbanos ya 

que, no solo evita que una gran parte de ellos sean arrojados a los basurales, sino que 

además, permite la obtención de un bien con valor económico en el mercado. Las 

ventajas precedentemente enumeradas requieren del rol del Estado local y de la 

voluntad política de las autoridades municipales para implementar las medidas 

necesarias. El motivo de la intervención municipal radica en que la gestión de los 

residuos corresponde a un área que le resulta propia de su competencia. Es decir que, 

en mayor o menor medida, el Estado local debe intervenir para sentar las bases dentro 

de las cuales la transformación de la basura orgánica en compost pueda producirse.   

El primer paso que los municipios deben dar para desarrollar compost a nivel 

local consistirá pues en tomar la decisión política de hacerlo, para luego pasar a 

estudiar las mejores maneras de llevar a la práctica las iniciativas. 

La manera en que cada municipio organice su gestión de residuos en general, 

y la producción de compost en particular, dependerá de varios factores. En ello 

influirán las características geográficas; el clima; el volumen diario de residuos y su 

                                                             
20

 Fuente: Integrar instituto de políticas y gobierno,  
http://www.integrarbuenosaires.org/index.php/2016-04-29-22-12-52/proyectos-de-ordenanza  

http://www.integrarbuenosaires.org/index.php/2016-04-29-22-12-52/proyectos-de-ordenanza
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composición; la colaboración del sector privado y las ONG locales; el potencial mercado 

al cual destinar el compost; las explotaciones locales que demanden su utilización y un 

sinnúmero de factores que deberán analizarse con anticipación.  

Los programas municipales podrán entonces ser ejecutados de diferentes 

maneras. Algunos se enfocarán en impulsar el compostaje domiciliario brindando a sus 

vecinos los elementos necesarios para producirlo individualmente u otorgándoles 

beneficios económicos o tributarios a cambio de ello, e incluso asegurándoles su 

compra una vez obtenido.   

Otros municipios optarán en cambio por la instalación de composteras 

municipales en determinados lugares de la ciudad, como ser parques, plazas o edificios 

públicos. De esta manera el ciudadano será quien se acerque a la compostera, y por 

dicho motivo, su éxito dependerá del grado de compromiso que el municipio haya 

generado en los vecinos. 

Cuando los volúmenes así lo permitan, la producción de compost podrá estar 

en manos de empresas mediante esquemas de participación público-privada. La 

empresa recogerá los desechos, los clasificará de acuerdo a su conveniencia y 

producirá el compost. La colaboración estatal pasará, por ejemplo, por la 

concientización ciudadana en torno a la obligación de separar los residuos orgánicos en 

sus domicilios; la concesión de un espacio específico para realizar las tareas; la compra 

asegurada del compost a un determinado precio; y cualquier otro mecanismo de 

contratación que brinda el derecho administrativo. 

Podrán también distinguirse los procedimientos a seguir dependiendo del 

volumen de residuos que genere. En tales casos se podrán tomar medidas que 

involucren por separado a los vecinos, los pequeños establecimientos y a las grandes 

empresas; o bien, que obliguen a todos por igual aunque distinguiéndolos en base a la 

magnitud de incentivos y/o castigos. 

En relación a los beneficios y los castigos que se apliquen se podrá prever lo 

que el criterio del legislador mejor dicte. El estímulo se podrá reflejar en una reducción 

de tasas municipales, en un pago por el compost producido o bien en la aplicación de 

sanciones pecuniarias. 

El éxito de los programas para la producción de compost a nivel municipal, sin 

importar el esquema que se adopte – domiciliario, público, privado o mixto – 

dependerá en gran medida del grado se concientización ciudadana que se logre. El 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 41 

primer eslabón de la cadena será siempre la separación que el vecino haga en origen. 

Si cada ciudadano sabe cómo separar sus residuos para que éstos sean luego 

valorizados de acuerdo a su naturaleza, lo que a posterioridad se haga con ellos 

dependerá de las posibilidades propias del lugar y de la creatividad de los tomadores 

de decisión. Por dicho motivo, la instrucción de la ciudadanía en cuanto a la parte que 

a ella le corresponda, será crucial para el éxito de las iniciativas para la obtención de 

compost a nivel municipal. En ello jugarán un papel importante la escuela; las 

herramientas de comunicación gubernamentales y el uso que de ellas se haga en las 

redes sociales; la capacitación periódica; el seguimiento constante y el premio al 

esfuerzo individual y colectivo como así también la aplicación de las sanciones 

correspondientes. 

Las normas que en cada lugar se dicten para la adopción de políticas públicas 

de índole ambiental deberán acogerse al principio de la gradualidad. De nada servirán 

las directivas que de la noche a la mañana le impongan al vecino la obligación de 

separar sus residuos sin reparar en la capacitación, concientización y motivación 

necesarias. Respecto de la motivación, deberán además las autoridades velar por la 

ejecución consecuente de las políticas adoptadas. Nada desalienta más al ciudadano 

que separa sus residuos, ni peor lo predispone para sumarse a futuras iniciativas, que 

ver cómo todos los desechos son introducidos en el mismo camión y arrojados 

conjuntamente en el basural.  

 

IV) Conclusión 

 La propuesta aquí presentada propicia la minimización de los residuos con el 

objetivo de promover un ambiente más sano y limpio para los ciudadanos. En virtud 

del análisis efectuado tanto a nivel nacional como internacional, se puede llegar a la 

conclusión de que es necesario brindar a los ciudadanos la posibilidad de involucrarse y 

gozar de los beneficios que conlleva la producción del compostaje. Por medio de la 

educación, los usuarios tendrán mayor comprensión del cuidado del medioambiente. 

Cuidado que no se limita solamente a la cantidad de residuos que dejan de depositarse 

en los basurales sino que se extiende en la utilización de un fertilizante natural, tanto 

para su uso agrícola como para la jardinería, libre de productos químicos y amigables 

con el entorno. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 42 

A fin de que la política implementada sea integral se requiere además generar 

adecuada información, comunicación y publicidad por parte de los municipios. 

 Por los motivos expresados anteriormente, la adopción de políticas que 

impulsen la transformación de los desechos orgánicos en compostaje beneficiará al 

medio ambiente del municipio, su economía y promoverá el bienestar general.  
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 Agencia de Protección Ambiental de los Estado Unidos de América:  

https://www.epa.gov/transforming-waste-tool/zero-waste-case-study-san-

francisco   

 Departamento de Medio Ambiente, Planificación Territorial y Vivienda del 

Gobierno Vasco:  

http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-

comunitario-en-el-ambito-territorial-de-la-capv/web01-a2inghon/es/  

 World Bank Group:  

https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487

-WP-compostingnoweb-24-PUBLIC.pdf?sequence=5   

 Comisión Europea: 

https://www.sostenibilidad.com/medio-ambiente/generacion-gestion-residuos/
https://www.sostenibilidad.com/medio-ambiente/generacion-gestion-residuos/
https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/edmonton-composting-facility.aspx
https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/edmonton-composting-facility.aspx
https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/garbage-drop-off-facilities.aspx
https://www.edmonton.ca/programs_services/garbage_waste/garbage-drop-off-facilities.aspx
https://sfenvironment.org/sites/default/files/fliers/files/sfe_zw_mandatory_factsheet.pdf
https://sfenvironment.org/sites/default/files/fliers/files/sfe_zw_mandatory_factsheet.pdf
https://sfenvironment.org/es/zero-waste/recycling-and-composting
https://www.epa.gov/transforming-waste-tool/zero-waste-case-study-san-francisco
https://www.epa.gov/transforming-waste-tool/zero-waste-case-study-san-francisco
http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-comunitario-en-el-ambito-territorial-de-la-capv/web01-a2inghon/es/
http://www.euskadi.eus/informacion/instalaciones-de-compostaje-comunitario-en-el-ambito-territorial-de-la-capv/web01-a2inghon/es/
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487-WP-compostingnoweb-24-PUBLIC.pdf?sequence=5
https://openknowledge.worldbank.org/bitstream/handle/10986/26286/113487-WP-compostingnoweb-24-PUBLIC.pdf?sequence=5


POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 43 

http://ec.europa.eu/environment/waste/publications/pdf/compost_es.pdf 

 Buenos Aires Ciudad: 

http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-primera-

planta-de-compostaje    

 Buenos Aires Ciudad: 

http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-

publicos  

 Buenos Aires Ciudad,: 

http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-

organicos-y-compostaje/semana-del-compostaje-2017  

 Diario Quilmes: 

https://fmsur889.com.ar/quilmes-inauguro-la-primera-compostera-municipal/   

 Quilmes Municipio: 

http://www.quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=744  

 Municipalidad de Corral de Bustos: 

http://www.corraldebustos.gov.ar/municipalidad.asp?id=184  

 Integrar instituto de políticas y gobierno: 

http://www.integrarbuenosaires.org/index.php/2016-04-29-22-12-

52/proyectos-de-ordenanza  

 Real Academia Española: 

http://dle.rae.es/?id=A2THKVu  

 Diario CNBC: 

https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-

leader-in-waste-management.html 

http://ec.europa.eu/environment/waste/publications/pdf/compost_es.pdf
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-primera-planta-de-compostaje
http://www.buenosaires.gob.ar/noticias/funcionara-en-la-ciudad-la-primera-planta-de-compostaje
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-publicos
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/compostaje-en-edificios-publicos
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-organicos-y-compostaje/semana-del-compostaje-2017
http://www.buenosaires.gob.ar/agenciaambiental/residuos/residuos-organicos-y-compostaje/semana-del-compostaje-2017
https://fmsur889.com.ar/quilmes-inauguro-la-primera-compostera-municipal/
http://www.quilmes.gov.ar/noticias/noticia.php?id_noti=744
http://www.corraldebustos.gov.ar/municipalidad.asp?id=184
http://www.integrarbuenosaires.org/index.php/2016-04-29-22-12-52/proyectos-de-ordenanza
http://www.integrarbuenosaires.org/index.php/2016-04-29-22-12-52/proyectos-de-ordenanza
http://dle.rae.es/?id=A2THKVu
https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-leader-in-waste-management.html
https://www.cnbc.com/2018/07/13/how-san-francisco-became-a-global-leader-in-waste-management.html
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3 

Adhesión de Entre Ríos a la ley nacional 27.440 de 
financiamiento productivo 

 

Resumen ejecutivo 

La sanción de la ley 27.440, comúnmente conocida como la “Ley de Financiamiento 

Productivo”, introdujo una serie de modificaciones en la ley 26.831 de “Mercado de 

Capitales”. Los principales cambios introducidos benefician a las pequeñas y medianas 

empresas (PyMEs) ya que promueve su capitalización y les quita presión fiscal. Más allá 

de las ventajas que esta ley incorpora su potencialidad se reduce en la medida en que 

las provincias no recepten sus postulados en la parte que a ellas les compete. Por tal 

motivo, en el presente trabajo se propone la adhesión de la provincia de Entre Ríos a 

dicha ley. 

 

I) Introducción 

En noviembre de 2017, bajo el número de expediente 19-PE-2017, el Poder 

Ejecutivo Nacional presentó ante el Congreso un proyecto proponiendo la reforma, 

principalmente, de la ley 26.831, popularmente conocida como la “Ley de Mercado de 

Capitales”. El proyecto proponía modificar también las leyes nacionales 24.441 (de 

Financiamiento de la Vivienda y la Construcción), 24.083 (de Fondos Comunes de 

Inversión), 20.091 (de Entidades de Seguros), 23.576 (de Obligaciones Negociables), 

25.246 (de personas obligadas ante la UIF), 27.264 (de Recuperación Productiva) y 

20.643 (de Régimen de Desgravación Impositiva de Títulos Valores Privados). 

El 22 de noviembre, el proyecto del Poder Ejecutivo obtuvo media sanción en la 

Honorable Cámara de Diputados de la Nación. En el Senado el proyecto fue 

sancionado, aunque con modificaciones, el 21 de marzo de 2018. Dichas 

modificaciones fueron, a su vez, revisadas y aceptadas por los diputados nacionales, 

quienes el 9 de mayo de 2018 sancionaron definitivamente la ley promulgada con el 

número 27.440. 

 

II) Cambios introducidos por la ley 27.440 
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Esta norma es de suma importancia para nuestro país y, por lo tanto, para 

todas las provincias. Por tal motivo se considera crucial que Entre Ríos adhiera a ella y 

adecúe su legislación para tornarla aplicable en el ámbito provincial. 

La ley nacional 27.440 significa un hito para la República Argentina en lo que al 

desarrollo, modernización y transparencia del mercado de capitales respecta. Nuestro 

país se encontraba rezagado en la materia, cuestión que era evidente si se lo compara 

con lo que ocurre en otros países de la región. Esta norma modernizó la legislación 

vigente y la colocó en un nivel similar a las que rigen en países vecinos como Chile y 

Brasil.  

Las reformas introducidas por la ley 27.440 son muy importantes para el 

desarrollo económico argentino gracias a las ventajas que ésta brinda a las empresas y 

a los inversores. Por tal motivo a dicha norma se le dio el nombre de “Ley de 

Financiamiento Productivo”.  

Gracias a sus disposiciones las empresas podrán: 

 Obtener recursos a costos competitivos. 

 Reducir los costos de intermediación gracias al uso de instrumentos propios, 

algo que no ocurre, por ejemplo, con el financiamiento bancario 

 Estructurar sus fuentes y mecanismos de financiación de acuerdo con las 

necesidades específicas (deuda, plazo, apertura, etc.). 

 Capitalizarse. 

 Optimizar su estructura financiera. 

 

Además del impulso a las empresas, la ley de financiamiento productivo, les 

brinda ventajas a los potenciales inversores. Entre dichas ventajas se encuentran las 

siguientes: 

 Elevar la rentabilidad y liquidez de sus inversiones. 

 Obtener precios de mercado público. 

 Contar con mayor transparencia. 

 

III) El foco puesto en las PyMEs 

Los cambios más significativos que esta ley brindará a Entre Ríos, como así 

también al resto de las provincias que a ella adhieran, son los que dotan de mayor 
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capacidad de financiamiento a las PyMEs. Vale destacar que el 97 % de las empresas 

de Entre Ríos pertenecen a ese segmento y, por lo tanto, se debe hacer todo lo posible 

para apuntalar y apoyar a esas empresas. No hacerlo es atentar contra el motor de la 

economía y el mayor generador de empleo genuino de la Provincia. 

Entre los beneficios que la ley  27.440 contempla para las PyMEs se destacan los 

siguientes: 

 Fomento al financiamiento de micro, pequeñas y medianas empresas en los 

mercados de capitales. 

 Eliminación de la doble imposición. 

La ley 27.440 facilita el acceso de las PyMEs al mercado de capitales gracias a la 

introducción de la “Factura de Crédito Electrónica MiPyME”. Estas facturas, una vez 

transcurridos quince días contados desde su emisión, y cumplidos determinados 

requisitos, serán títulos ejecutivos aptos para ser negociados en los mercados 

autorizados por la Comisión Nacional de Valores. Ello convierte a las facturas emitidas 

a una gran empresa, en un instrumento análogo a un cheque, ya que ellas podrán ser 

descontadas en un banco o en el mercado de capitales. Y si debiera ser ejecutada, 

permite una acción directa contra la gran empresa en lugar de contra la PyME. 

En cuanto a la eliminación de la doble imposición, la ley 27.440, en sus artículos 57 y 

199 invita a las provincias a eximir del pago de impuestos a los fondos de garantías y a 

los sellos sobre los valores negociables con oferta pública. Ello implica que en la 

adhesión provincial será un requisito eliminar los impuestos y los sellos hoy vigentes 

en Entre Ríos. Los artículos precedentemente citados son explicados a continuación: 

 Artículo 57: sustituye al artículo 45 de la Ley Nacional Nº 26.831, referido a 

los fondos de garantía que deberán constituir los mercados y las cámaras 

compensadoras para hacer frente a los compromisos no cumplidos por sus 

agentes participantes y originados en operaciones garantizadas. Esos fondos 

deberán organizarse bajo la figura fiduciaria u otra figura que apruebe la 

Comisión Nacional de Valores. Las sumas acumuladas en estos fondos deberán 

ser invertidas en la forma y condiciones que establezca la Comisión Nacional 
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de Valores, la cual determinará los criterios de seguridad, rentabilidad y 

liquidez adecuados. Las sumas destinadas a todos los fondos de garantía, así 

como sus rentas, están exentas de impuestos, tasas y cualquier otro 

gravamen fiscal. 

 El artículo 199, a su vez, invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, en la medida en que ellas no cuenten con la exención del 

impuesto de sellos sobre los valores negociables con oferta pública, a hacerlo 

en el ámbito de sus jurisdicciones. 

 Otro aspecto que hay que tener en cuenta para la adhesión a la ley 27.440 es 

el referido a la notificación a los deudores prendarios cuyos pasivos sean 

cedidos a un tercero. Tal disposición está prevista en su artículo 144 en el cual 

se establece que: 

 Se incorpora al artículo 3º de la ley 23.576 que, para los casos en que se 

hubieren constituido garantías prendarias de créditos presentes y futuros, la 

notificación a los deudores cedidos, a los efectos de la oponibilidad de dichas 

garantías respecto de terceros (artículo 1.620 del Código Civil y Comercial de 

la Nación), se las tendrá por practicadas mediante la publicación en el Boletín 

Oficial de la República Argentina. Agrega además que tal disposición también 

será aplicable para las garantías prendarias y cesiones fiduciarias en garantía 

de créditos presentes y futuros que garanticen valores negociables emitidos 

por el Estado nacional, las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

los municipios y los entes autárquicos. 

 Los requerimientos que la ley 27.440 hace a las provincias están reflejados en 

el texto normativo de adhesión que a continuación se propone. Gracias a dicho texto, 

Entre Ríos, al igual que las demás provincias que adhieran, aportará su parte en pos de 

la mejora del mercado de valores argentino. Ello repercutirá positivamente en el 

financiamiento de las PyMEs que motorizan la economía de la provincia, incentivando el 

desarrollo local y generando empleo genuino para todos los entrerrianos. 
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IV) Texto normativo propuesto 

Artículo 1º - Adhiérase la provincia de Entre Ríos a la Ley Nacional N° 27.440, Ley de 

Financiamiento Productivo. 

Artículo 2° -  Quedan exentas del pago de impuesto las sumas que, en virtud al 

artículo 45 de la Ley Nacional Nº 26.831, sean destinadas a los fondos de garantía que 

deberán constituir los mercados y las cámaras compensadoras para hacer frente a los 

compromisos no cumplidos por sus agentes participantes y originados en operaciones 

garantizadas. Dicha exención alcanzará también a las rentas que resulten de la 

inversión de los fondos de garantía precedentemente citados. 

Artículo 3° - Toda vez que la constitución de garantías prendarias de créditos 

presentes y futuros sea emitida por el Estado provincial y los municipios de la provincia 

de Entre Ríos, la notificación a los deudores cedidos, a los efectos de la oponibilidad de 

la garantía prendaria y cesión respecto de terceros en los términos del artículo 1.620 

del Código Civil y Comercial de la Nación, se tendrá por practicada mediante la 

publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Entre Ríos. 

Artículo 4° - Los valores negociables con oferta pública están exentos del pago del 

impuesto provincial a los sellos. 

Artículo 5° - Invítese a los municipios de la Provincia de Entre Ríos a adherir a la 

presente ley. 

Artículo 6° - Comuníquese, etc. 
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4 

Herramientas para la protección de la mujer 
gestante y el niño por nacer 

 

Resumen ejecutivo 

El debate parlamentario sobre la interrupción voluntaria del embarazo, dejó al 

descubierto la falta de políticas públicas destinadas a brindar contención a las mujeres 

gestantes. Dicha falencia deja totalmente desprotegidas a dichas mujeres, 

especialmente a las que atraviesan una situación de vulnerabilidad, lo cual, a su vez, 

pone en riesgo la vida de sus hijos por nacer. En el presente trabajo, se proponen 

herramientas para que el Estado pueda brindarles la asistencia necesaria a las mujeres 

gestantes y evitar, de ese modo, que ocurran situaciones no deseadas como la 

interrupción de sus embarazos. 

 

I) La necesidad de proteger a la mujer gestante 

 En el presente trabajo se proponen los lineamientos básicos que, a nuestro 

entender, son esenciales para brindar protección integral a la mujer embarazada y a 

los niños por nacer, en especial a aquellos que se encuentren en situaciones de 

vulnerabilidad. Entendemos que es una obligación del Estado, en todos sus niveles, 

velar por la tutela efectiva de los derechos de las mujeres embarazadas y los niños por 

nacer. Por ello, es el Estado quien debe brindar una alternativa de contención a la 

mujer gestante y facilitarle las herramientas necesarias para pueda elegir como vivir el 

desarrollo de su embarazo. 

 Tanto la mujer embarazada como el niño por nacer son sujetos de derecho en 

virtud de diversos tratados internacionales suscriptos por la República Argentina. 

Dichos tratados revisten jerarquía constitucional en virtud de lo establecido por el 

artículo 75 inciso 2221 de nuestra Carta Magna. Tales instrumentos del derecho 

internacional son: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

                                                             
21

Constitución Nacional de la República Argentina: http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-
4999/804/norma.htm  

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/0-4999/804/norma.htm
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(arts. 1 y 722); la Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 25 inc. 223) la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (Art. 10 y siguientes24) y  la Convención sobre los 

Derechos del Niño25. Las normas precitadas establecen en sus articulados la protección 

del derecho a la vida, otorgando un amparo especial a la mujer embarazada y a los 

niños. 

 

II) Herramientas del Estado para proteger a la mujer gestante 

 Con el fin de lograr que los derechos enumerados precedentemente sean 

ejercidos de manera efectiva, es necesario que el Estado brinde las herramientas 

requeridas para que así suceda. Es por ello que resulta imperativo establecer 

mecanismos que permitan a las autoridades sanitarias actuar de manera prácticamente 

automática ante la toma de conocimiento de embarazos, en especial cuando ellos se 

den en un entorno de vulnerabilidad. 

 La creación de un Registro Nacional de Mujeres Gestantes, tal como se 

propone en el presente proyecto de ley, será de suma utilidad para que el Estado 

pueda cumplir con su labor de cuidar la salud de quienes habitan en suelo argentino. 

Por medio de la creación de dicho registro, se podrá poner mayor atención a las 

mujeres embarazadas y realizar un análisis de aquellos casos en que se detecte la 

existencia de vulnerabilidad social. 

 Actualmente, un embarazo puede resultar difícil de sobrellevar, principalmente 

cuando las circunstancias sanitarias, económicas, culturales, familiares o psicológicas 

de la mujer gestante y su entorno no son las adecuadas. Por ello, es obligación del 

Estado intervenir para reducir los efectos negativos que producen tales circunstancias 

sobre la mujer embarazada y el niño por nacer.  

 La inclusión de la mujer gestante en un registro ad hoc activará un protocolo 

que le permitirá llevar de mejor manera su embarazo, especialmente cuando ella se 

encuentre en estado de vulnerabilidad. A través de dicho registro, la mujer 

embarazada podrá contar con la asistencia de un trabajador social o un psicólogo para 

                                                             
22

 Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp  
23

 Naciones Unidas: http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/  
24

 Naciones Unidas: https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx  
25

 UNICEF: https://www.unicef.org/paraguay/spanish/py_convencion_espanol.pdf  

http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
https://www.unicef.org/paraguay/spanish/py_convencion_espanol.pdf
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que se encarguen de realizar una evaluación de vulnerabilidad social. A partir de lo que 

dichos profesionales determinen, cada caso podrá ser tratado de manera especial para 

que los embarazos se desarrollen de la mejor manera posible tanto para la madre 

como para su hijo. 

 A los efectos del presente trabajo se considera que una mujer embarazada se 

encuentra en situación de vulnerabilidad toda vez que ésta requiera de cuidados 

especiales a su salud; cuando el embarazo fuere producto de una violación; cuando 

viva en circunstancias económicas, culturales y familiares tales que le hagan dificultoso 

llevar el embarazo adelante; o cuando posea una discapacidad. 

 En caso de ser detectada la vulnerabilidad, una vez determinado su grado, 

deberá establecerse el tipo de ayuda que el Estado deberá brindar a la mujer gestante. 

A partir de dicho momento, ella tendrá derecho a acceder a todos los medicamentos 

que le hicieren falta. Asimismo, si así lo deseare también podrá contar con la ayuda 

médica y psicológica de un equipo interdisciplinario. Dicho equipo deberá estar 

conformado por profesionales expertos en nutrición, ginecología, obstetricia, 

neonatología, psiquiatría, psicología y asistencia social. De ese modo se asegurará la 

salud física y psicológica tanto de la madre como del niño por nacer. La frecuencia del 

seguimiento que el equipo interdisciplinario deba realizar será establecida de acuerdo a 

las particularidades de cada embarazo y a la situación de vulnerabilidad en que la 

mujer se encuentre inmersa. 

 Las tareas que equipo interdisciplinario deberá llevar a cabo son múltiples. Su 

asistencia estará disponible durante las veinticuatro horas del día, los siete días de la 

semana, para asesorar a la mujer gestante y ayudarla a superar cualquier conflicto que 

se le pueda presentar durante el embarazo. Asimismo, el equipo interdisciplinario 

deberá brindar a la mujer gestante información acerca de los programas asistenciales 

con los que ella cuenta a fin de que pueda llevar a buen término su embarazo. 

También efectuará el debido seguimiento de cada caso a fin de gestionar la derivación 

a las especialidades que de acuerdo a las particularidades sean necesarias. Asimismo, 

prestará especial atención a las gestantes adolescentes mediante programas de 

educación para la maternidad y brindando apoyo psicológico a centros escolares a los 

que asistieren estudiantes embarazadas. De la misma manera, deberán hacer un 

seguimiento periódico a la mujer gestante.  
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 En caso de que se detectare alguna situación que pueda poner en peligro la 

salud de la mujer gestante o de su niño por nacer, el equipo interdisciplinario tendrá la 

obligación de derivarla al especialista correspondiente. 

 Como se puede apreciar, la labor de los equipos interdisciplinarios será de 

sumo valor para brindar la contención necesaria a la que, de otra manera, la mujer 

gestante en situación de vulnerabilidad no podría acceder. Gracias a ello disminuirá la 

brecha social y se logrará que el acceso a la salud sea realmente universal, 

permitiéndole a la mujer gestante llevar adelante su embarazo con dignidad.  

 Mención aparte merece el Registro Nacional de Mujeres Gestantes. Dicho 

registro contará con la historia clínica en la cual los profesionales que intervengan en la 

atención de mujeres gestantes plasmarán toda actividad, tratamiento o intervención 

que se realice en las pacientes. Gracias a ello el Estado podrá brindar una mejor 

asistencia a la salud de las mujeres embarazadas. 

 Asimismo, y más allá de que el aborto no es legal en nuestro país, toda vez en 

que la mujer gestante manifestara o dejara entender a un profesional de la salud su 

intención de interrumpir su embarazo de manera clandestina, sería deseable que a 

quien se le manifestare dicha decisión pueda brindarle toda la información referida a 

las consecuencias legales, físicas y psicológicas que dicha intervención puede causarle.  

  

III) Conclusión 

 Entendemos que la creación de una política pública como la que aquí proponemos 

resulta crucial para asegurar que el derecho a la salud sea realmente universal y 

accesible. Asimismo, se promueve que el Estado Argentino cumpla efectivamente con 

los tratados internacionales que ha suscripto y brinde a todas las mujeres gestantes y 

a los niños por nacer la protección de todos los derechos que se corresponden con su 

dignidad humana. 

 

IV) Texto normativo propuesto 

Artículo 1º.- El objeto de la presente ley es la protección integral de la mujer 

embarazada y del niño por nacer. 
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Artículo 2º.- Créase el Registro Nacional de Mujeres Gestantes bajo la órbita de la 

autoridad de aplicación de la presente ley. La función principal de dicho registro dar 

seguimiento y acompañamiento a la mujer gestante para el apropiado desarrollo de su 

embarazo. La autoridad de aplicación de la presente ley definirá la información referida 

a las mujeres gestantes que deberá constar en el Registro Nacional de Mujeres 

Gestantes. Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires podrán crear sus 

propios registros de mujeres gestantes o valerse del Registro Nacional de Mujeres 

Gestantes. 

 

Artículo 3º.- Toda vez que, a través de una consulta, atención domiciliaria, atención 

en guardia o similar sea en un centro de salud, hospital, sanatorio, dispensario públicos 

y/o en un domicilio mediante el servicio público médico de emergencias se tome 

conocimiento acerca de la situación de gestante de una mujer, se deberá notificar al 

Registro Nacional de Mujeres Gestantes de acuerdo a los procedimientos y plazos que 

establezca la autoridad de aplicación y dar cumplimiento a lo dispuesto por la presente 

ley y demás normas vigentes. 

 

Artículo 4º.- Ante cada incorporación en el Registro Nacional de Mujeres Gestantes un 

asistente social o psicólogo deberá realizar una evaluación del grado de vulnerabilidad 

social de la mujer gestante. A partir de aquella se determinará la necesidad de cada 

paciente. 

 

Artículo 5º.- A los efectos de la presente ley se entiende por mujer embarazada en 

situación de vulnerabilidad a:  

 aquella cuyo estado de salud requiera de cuidados especiales.  

 aquella cuyo embarazo fuere resultado de una violación.  

 aquella cuyas circunstancias económicas, culturales y familiares le hagan 

dificultoso llevar el embarazo adelante.  

 aquella que posea una discapacidad. 
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La autoridad de aplicación podrá agregar otras causales a las enumeradas 

precedentemente. 

 

Artículo 6º.- La mujer gestante tendrá derecho a acceder a los medicamentos 

necesarios para su salud y la de su/s hijo/s por nacer. Asimismo la mujer gestante 

tendrá derecho a contar con ayuda médica y psicológica de un equipo interdisciplinario 

si así lo deseare. El equipo interdisciplinario deberá intervenir de oficio cuando los 

resultados de la evaluación de vulnerabilidad social así lo recomienden. 

 

Artículo 7º.- Cada equipo interdisciplinario deberá estar conformado por profesionales 

médicos en las especialidades de ginecología y obstetricia, neonatología y psiquiatría; 

por nutricionistas, psicólogos y trabajadores sociales y por todos aquellos que, a 

criterio de la autoridad de aplicación, se determine. 

 

Artículo 8º.- Las funciones de los equipos interdisciplinarios serán las siguientes: 

 Atención directa durante las 24 horas, los 7 días de la semana,  con el objeto 

de asesorar a la mujer gestante para superar cualquier conflicto que se le 

presente durante el embarazo. 

 Brindar información a la mujer gestante sobre los programas asistenciales con 

los que cuenta a fin de que puede llevar a buen término su embarazo. 

 Efectuar el debido seguimiento de cada caso y gestionar la derivación a los 

especialistas que en cada caso en particular sean necesarios. 

 Brindar especial atención a las gestantes adolescentes mediante educación 

para la maternidad y apoyo psicológico 

 Brindar asistencia a centros escolares para la contención y apoyo de los casos 

de embarazo adolescente. 

 Hacer un seguimiento periódico a la mujer gestante cuya frecuencia se 

establecerá de acuerdo a las particularidades de su embarazo y a su situación 

de vulnerabilidad social. 
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 Derivar el paciente al especialista necesario en caso de detectarse una 

anomalía durante el embarazo o una situación que ponga en riesgo la salud de 

la mujer gestante y/o su hijo por nacer. 

En ningún caso podrán pasar más de 30 días entre cada intervención y/o asistencia 

que los equipos interdisciplinarios presten a la mujer gestante. 

 

Artículo 9º.- Toda actividad e intervención que los equipos interdisciplinarios lleven a 

cabo sobre una mujer gestante deberá quedar plasmada en el Registro Nacional de 

Mujeres Gestantes o en los registros que las provincias y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires creen a tal fin. 

 

Artículo 10º.- La autoridad de aplicación será designada por el Poder Ejecutivo 

Nacional 

 

Artículo 11.- Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 

adherir a la presente ley. 

 

Artículo 12.- Comuníquese
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5 

Alquiler temporario de inmuebles y su regulación a 

nivel local 

 

Resumen ejecutivo 

En los últimos tiempos ha habido un cambio en el desarrollo de actividades turísticas y 

hoteleras de todo el mundo a causa de un aumento en la comercialización de las casas 

o departamentos de alquiler temporario. Debido a ello han surgido diversos conflictos, 

ya que el sector del alquiler vacacional, por lo general, no se encuentra regulado. Ello, 

puede derivar en una mala prestación del servicio a los turistas o en competencia 

desleal con otros actores del sector turístico. En base a lo antedicho, en el presente 

trabajo se propone que los municipios adopten medidas tendientes a regular el alquiler 

temporario y se analizan alternativas para ello. 

 

Introducción 

La tecnología y la innovación facilitaron nuevas opciones en materia de 

alojamiento. La manera más difundida de contratación hotelera en la actualidad es la 

web. Esta situación ha generado cuestionamientos por parte de los prestadores de 

servicios tradicionales, fundadas principalmente en las exigencias regulatorias respecto 

de los nuevos proveedores. 

 En la normativa vigente no están contempladas las plataformas de 

contratación de servicios on line de alquiler temporario de viviendas, y si bien esta 

nueva modalidad de hospedaje cuenta con grandes ventajas respecto a las 

comodidades que pueden ofrecer, la aparición de este tipo de alquileres ha traído sus 

problemas. Para empezar, al no existir regulación sobre la actividad, los turistas que 

alquilan bajo esta modalidad, carecen de las garantías que ofrecen los alojamientos 

tradicionales. Por lo tanto, no se puede asegurar que aquellos cumplan con las 

normativas edilicias, de higiene, de seguridad, etc. lo que puede generar desde un mal 

servicio hasta serios daños a quienes los alquilan. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 60 

 En segundo lugar, el crecimiento de esta tendencia ha generado grandes 

tensiones con otros actores del sector, como ser los hoteles, hostales, hosterías, 

campings etc. En la actualidad, la industria turística esta alcanzada por un sinnúmero 

de regulaciones que van desde las referidas a la construcción hasta las vinculadas a la 

seguridad de los pasajeros. Por ejemplo, los hoteles deben cumplir con obligaciones 

impositivas (pago de ingresos brutos, impuestos de sellos, impuestos al valor 

agregado, impuesto a créditos y débitos bancarios, derecho de registro e inspección) y 

laborales (deben registrar a su personal y tributar cargas sociales). Los hoteles de 

Argentina además se ven obligados a abonar derechos de autor a SADAIC, AADI CAPIF 

y ARGENTORES por la música y los contenidos audiovisuales que los pasajeros ven y 

escuchan en las habitaciones. En cambio, en el caso de quienes ofrecen sus inmuebles 

en alquiler temporario, no pagan prácticamente ninguna de las cargas que deben 

soportar los hoteles ni cumplen con las estrictas medidas de seguridad e higiene que 

estos deben afrontar. 

 Asimismo, los hoteles están obligados a llevar un registro de pasajeros en los 

que se asienta la identidad de cada persona que en ellos se aloja. En el caso de los 

departamentos y casas de alquiler temporario se da una situación de anonimato de las 

personas alojadas que puede generar, entre otras consecuencias negativas, la 

posibilidad de que las personas que pretenden cometer algún delito utilicen esta 

modalidad de hospedaje irregular. 

 Estas diferencias e inequidades, como muchas otras propias de la informalidad 

que genera el vacío legal actual, crean una situación de competencia irregular para los 

actores formales del mercado, ya que se les hace sumamente dificultoso competir en 

materia de precios.  

 Cabe destacar como ejemplo la situación análoga que se produjo en diversas 

ciudades del planeta con la irrupción de la plataforma UBER para el transporte 

particular de pasajeros. En muchas ciudades, Buenos Aires entre ellas, el servicio está 

prohibido debido a la situación de competencia desleal que genera, la falta de 

normativa y los riesgos en la seguridad para los pasajeros y demás transeúntes.  

 Por todas las razones mencionadas anteriormente, en diversas ciudades del 

mundo se han llevado a cabo iniciativas destinadas a regularizar y trasparentar la 

situación de los departamentos y casas de alquiler temporario. Gracias a dichas 

iniciativas, los municipios no solo lograron garantizar la seguridad de los turistas que 
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optan por utilizar dicha modalidad, sino que además se incrementó la recaudación 

impositiva municipal.  

 

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I) Experiencia internacional  

II) Experiencia local  

III) Propuesta  

IV) Conclusión 

 

I) Experiencia Internacional 

Madrid, Reino de España 

 El ayuntamiento de Madrid aprobó, en 2018, el plan especial para la 

regulación de los alojamientos turísticos26. El principal objetivo de dicho plan es 

preservar el uso residencial del centro urbano y evitar que las viviendas del casco de la 

ciudad se conviertan en alojamientos temporales para turistas. Gracias a ello, se busca 

además que los servicios hospedaje se extiendan a otras zonas de la ciudad, 

redistribuyendo así la actividad económica y descomprimiendo el centro histórico 

madrileño. Para lograr dicho cometido, en primer lugar, el ayuntamiento exigió que 

para prestar servicios de alojamiento es necesario contar con una licencia y pagar las 

cargas tributarias correspondientes. En segunda instancia, se estableció que los 

edificios de viviendas ofrecidos con fines turísticos deben tener una recepción común y 

un acceso independiente para cada unidad habitacional. 

 

Key Biscane, Estados Unidos de América 

 En 2011 el concejo deliberante de Key Biscane, Florida, promulgó una 

ordenanza27 destinada a corregir los daños que la competencia desleal generada por 

los alquileres temporarios estaba ocasionando en el mercado hotelero. Dicha norma 

                                                             
26

 Ayuntamiento de Madrid, 
https://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/Actualidad/Noticias/Aprobado-el-Plan-Especial-
para-la-regulacion-de-los-alojamientos-
turisticos/?vgnextfmt=default&vgnextoid=62455e01556d4610VgnVCM2000001f4a900aRCRD&vgnextchann
el=a12149fa40ec9410VgnVCM100000171f5a0aRCRD  
27

 Municipio de Key Biscane, 
http://keybiscayne.fl.gov/clientuploads/Clerk/ordinances/ORDINANCE_NO_2011-5.pdf  

https://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/Actualidad/Noticias/Aprobado-el-Plan-Especial-para-la-regulacion-de-los-alojamientos-turisticos/?vgnextfmt=default&vgnextoid=62455e01556d4610VgnVCM2000001f4a900aRCRD&vgnextchannel=a12149fa40ec9410VgnVCM100000171f5a0aRCRD
https://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/Actualidad/Noticias/Aprobado-el-Plan-Especial-para-la-regulacion-de-los-alojamientos-turisticos/?vgnextfmt=default&vgnextoid=62455e01556d4610VgnVCM2000001f4a900aRCRD&vgnextchannel=a12149fa40ec9410VgnVCM100000171f5a0aRCRD
https://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/Actualidad/Noticias/Aprobado-el-Plan-Especial-para-la-regulacion-de-los-alojamientos-turisticos/?vgnextfmt=default&vgnextoid=62455e01556d4610VgnVCM2000001f4a900aRCRD&vgnextchannel=a12149fa40ec9410VgnVCM100000171f5a0aRCRD
https://www.madrid.es/portales/munimadrid/es/Inicio/Actualidad/Noticias/Aprobado-el-Plan-Especial-para-la-regulacion-de-los-alojamientos-turisticos/?vgnextfmt=default&vgnextoid=62455e01556d4610VgnVCM2000001f4a900aRCRD&vgnextchannel=a12149fa40ec9410VgnVCM100000171f5a0aRCRD
http://keybiscayne.fl.gov/clientuploads/Clerk/ordinances/ORDINANCE_NO_2011-5.pdf


POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 62 

exige que todos quienes se dediquen al alquiler temporario de inmuebles con fines 

turísticos deben pagar los impuestos comerciales correspondientes. Asimismo, se 

establecen los siguientes requisitos:  

 Alquiler por un período mínimo de 15 días. 

 Dejar constancia en los contratos de  las normas y las restricciones que rigen 

al alquiler temporario. 

 Cumplir con las regulaciones de desarrollo, salud, seguridad y bienestar del 

municipio. 

 

París, Francia 

 En París, el alquiler temporario con fines turísticos se encuentra regulado. Para 

poder desarrollar dicha actividad se exige una autorización municipal. Dicha 

autorización no es necesaria cuando la vivienda sea la residencia principal del 

arrendador. Como la ley dispone además que la explotación de un apartamento con 

fines turísticos supone un cambio de uso urbanístico, se establecen los siguientes 

requisitos28: 

 Obtener un permiso para alquilar el inmueble por menos de un año. 

 Obtener un permiso para el cambio de uso del inmueble (residencial a 

turístico) 

 Pago de tasas especiales para dicha actividad 

 Mediante dichas normas, el municipio de París intenta equiparar las 

condiciones entre los servicios de alquiler turístico y los que brindan hoteles, hosterías, 

hostales, etc. Gracias a ello se evita que toda la carga tributaria recaiga solamente 

sobre éstos últimos, generándose distorsión comercial y la competencia desleal entre 

los diversos actores del mercado.  

                                                             
28

 Ayuntamiento de París, 
 http://www.ithotelero.com/wp-
content/uploads/2014/02/IdentificacionBuenasPracticasInternacionalesOctubre2013.pdf    

http://www.ithotelero.com/wp-content/uploads/2014/02/IdentificacionBuenasPracticasInternacionalesOctubre2013.pdf
http://www.ithotelero.com/wp-content/uploads/2014/02/IdentificacionBuenasPracticasInternacionalesOctubre2013.pdf
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II) Experiencia local 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires  

 La Ciudad de Buenos Aires ha legislado sobre la materia de los alquileres 

temporarios mediante la ley 4.632 y su decreto reglamentario 227/1429. Su autoridad 

de aplicación es el Ente de Turismo de la Ciudad de Buenos Aires. Dicha norma creó el 

Registro de Alquileres Turísticos Temporarios en el cual deben inscribirse quienes 

administren, gestionen, intermedien o actúen como oferentes, bajo cualquier título, de 

inmuebles en la modalidad de alquiler temporario con fines turísticos en la Ciudad de 

Buenos Aires. La inscripción en el registro es obligatoria para los propietarios o 

comercializadores con más de cuatro propiedades en locación bajo tal modalidad. 

Cuando la cantidad de inmuebles es menor, la inscripción es voluntaria. Al inscribirse 

en el registro, el locador se compromete a presentar un acta con carácter de 

declaración jurada30 en la que asegura que ha cumplido con los siguientes requisitos: 

 Cumplir con las disposiciones de seguridad y las referidas a la accesibilidad de 

las personas con discapacidad y/o movilidad reducida. 

 Exhibir una copia del certificado de inscripción del inmueble en el registro. 

 Informar al huésped los servicios ofrecidos y las condiciones en que son 

prestados. 

 Brindar a los huéspedes las comodidades y servicios en las fechas y 

condiciones pactadas. 

 En las unidades se deberá exhibir: 

 Condiciones y políticas de los servicios ofrecidos, propios y/o tercerizados con 

sus correspondientes precios vigentes. 

                                                             
29

 Buenos Aires Ciudad, https://turismo.buenosaires.gob.ar/es/article/alquileres-tur%C3%ADsticos-
temporarios  
30

 Ley 4632, https://turismo.buenosaires.gob.ar/sites/turismo/files/Ley%204632.pdf  

https://turismo.buenosaires.gob.ar/es/article/alquileres-tur%C3%ADsticos-temporarios
https://turismo.buenosaires.gob.ar/es/article/alquileres-tur%C3%ADsticos-temporarios
https://turismo.buenosaires.gob.ar/sites/turismo/files/Ley%204632.pdf
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 Plano de evacuación para caso de incendio o catástrofes. 

 Plano del sistema de iluminación auxiliar del inmueble cuando correspondiere. 

 Listado de números telefónicos para llamados de emergencias. 

 Notificar al consorcio de propietarios que el inmueble es dado en locación 

temporaria con fines turísticos. 

 Informar al locatario el reglamento de copropiedad del edificio. 

 En el caso de que quien explotare comercialmente el inmueble incumpliere con 

lo antedicho se aplicarán las sanciones estipuladas en el Régimen de Faltas de la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

 

Gualeguaychú, Entre Ríos 

Gualeguaychú recibe grandes cantidades de turistas durante todo el año, 

especialmente en la temporada veraniega previa al carnaval. Gracias a ello, en dicha 

ciudad ha crecido mucho el alquiler temporario de casas y departamentos. Con el fin de 

regular dicha actividad, el Concejo Deliberante de Gualeguaychú sancionó la ordenanza 

municipal Nº 12163/201731. Dicha ordenanza exige la habilitación de los alojamientos 

temporarios previo a su puesta en el mercado y les fija una tasa municipal. Asimismo, 

impone a quienes explotan dichos inmuebles el cumplimiento de determinadas 

condiciones de seguridad, higiene y calidad32. La autoridad de aplicación que ejerce el 

poder de policía sobre la actividad es el Consejo Mixto Gualeguaychú Turismo33. Dicho 

organismo está conformado por el sector público y el sector privado y tiene entre sus 

atribuciones la optimización del desarrollo turístico de la ciudad. 

 

                                                             
31

 Gualeguaychu Ciudad;  
http://www.gualeguaychu.gov.ar/ordenanzas/turismo/creaci%C3%B3n-del-registro-municipal-de-casas-y-
departamentos-tur%C3%ADsticos  
32

 Gualeguaychú Ciudad, http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/5101-se-creo-un-marco-regulatorio-para-
alojamientos-turisticos-en-casas-y-departamentos  
 
33

Gualeguaychú Ciudad  http://www.gualeguaychu.tur.ar/institucional/  

http://www.gualeguaychu.gov.ar/ordenanzas/turismo/creaci%C3%B3n-del-registro-municipal-de-casas-y-departamentos-tur%C3%ADsticos
http://www.gualeguaychu.gov.ar/ordenanzas/turismo/creaci%C3%B3n-del-registro-municipal-de-casas-y-departamentos-tur%C3%ADsticos
http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/5101-se-creo-un-marco-regulatorio-para-alojamientos-turisticos-en-casas-y-departamentos
http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/5101-se-creo-un-marco-regulatorio-para-alojamientos-turisticos-en-casas-y-departamentos
http://www.gualeguaychu.tur.ar/institucional/
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Mina Clavero, Córdoba 

En ésta localidad cordobesa recibe una gran cantidad de turistas a lo largo del 

año. Ello ha llevado a que se desarrolle ampliamente el alquiler temporario con fines 

turísticos. Por dicho motivo se presentó ante su Concejo Deliberante un proyecto de 

ordenanza34 destinada a regular esa actividad. El objetivo del proyecto es diversificar y 

ampliar la oferta turística en la localidad, como así también garantizar la calidad de los 

servicios que se brindan. El proyecto establece la creación del Registro Único de 

Alojamientos Turísticos Alternativos Temporarios bajo la órbita de la Secretaría de 

Turismo de la Municipalidad de Mina Clavero. En el registro, según surge del proyecto, 

se deberán inscribir los interesados en ofrecer sus inmuebles bajo la modalidad del 

alquiler temporario. Todos los inmuebles que allí se inscriban deberán ser habilitados 

previamente por la municipalidad. En caso de incumplimiento, el proyecto establece 

multas y sanciones que pueden llegar concluir en la inhabilitación del inmueble de 1 a 

6 meses y la inhabilitación para operar como prestador de alquiler temporario de 

inmuebles con fines turísticos. 

El proyecto se encuentra actualmente en tratamiento por el cuerpo legislativo 

local. 

 

Rosario, Santa Fe 

En Rosario se ha producido en el último tiempo un gran crecimiento de la 

oferta de inmuebles bajo la figura del alquiler temporario. Por tal motivo se promulgó 

la ordenanza municipal 8.543/201035. Dicha ordenanza tiene como finalidad regular la 

prestación del servicio de alquileres temporarios. Con ello se busca garantizar mejores 

servicios y terminar con la competencia desleal que genera la actividad en desmedro 

de los actores formales. 

La ordenanza 8.543/10 define el concepto de “Alojamiento Turístico 

Temporario” e impone que los inmuebles deban estar previamente habilitados por las 

autoridades correspondientes para poder operar. Asimismo, la norma establece un 

régimen tributario destinado a equiparar las cargas aplicables a este tipo de alquileres 

                                                             
34

 Concejo Deliberante de Mina Clavero, http://sd-1264766-h00001.ferozo.net/admin/wp-
content/uploads/2016/10/ORDENANZA-1060.2013-Regimen-de-regulacion-alojamiento-temporario-de-
hasta-dos-unidades-habitacionales-.pdf  
35

 Municipalidad de Rosario, https://www.rosario.gov.ar/normativa/verArchivo?tipo=pdf&id=70498  

http://sd-1264766-h00001.ferozo.net/admin/wp-content/uploads/2016/10/ORDENANZA-1060.2013-Regimen-de-regulacion-alojamiento-temporario-de-hasta-dos-unidades-habitacionales-.pdf
http://sd-1264766-h00001.ferozo.net/admin/wp-content/uploads/2016/10/ORDENANZA-1060.2013-Regimen-de-regulacion-alojamiento-temporario-de-hasta-dos-unidades-habitacionales-.pdf
http://sd-1264766-h00001.ferozo.net/admin/wp-content/uploads/2016/10/ORDENANZA-1060.2013-Regimen-de-regulacion-alojamiento-temporario-de-hasta-dos-unidades-habitacionales-.pdf
https://www.rosario.gov.ar/normativa/verArchivo?tipo=pdf&id=70498
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con las de los hoteles, hostales, hosterías, etc. y evitar de ese modo, la competencia 

desleal entre ellos.  

 

III) Propuesta 

No hay dudas acerca de la necesidad de regular el alquiler temporario, 

actividad que hoy se desarrolla de manera, por lo general, informal. Para ello, los 

municipios deben crear marcos normativos destinados a garantizar la competencia 

equitativa entre todos los actores de la industria hotelera y a asegurar la prestación de 

buenos servicios a los turistas. 

El primer paso que los municipios deben dar para regular dicha actividad 

consiste en tomar la decisión política de hacerlo, para luego estudiar las mejores 

opciones de regulación. La manera en que cada municipio decida hacerlo dependerá de 

la cantidad de turistas que lo visiten, de la oferta hotelera disponible, de la cantidad de 

inmuebles destinados al alquiler temporario y del impacto que éstos generen en dicho 

lugar.  

Los programas municipales podrán entonces ser ejecutados de diferentes 

maneras. Algunos de esos programas, como se ha enunciado precedentemente, se 

enfocarán en dividir el municipio por zonas y permitir el alojamiento turístico 

temporario solamente en determinadas áreas.   

Otros municipios podrán optar además por exigir la habilitación municipal y el 

cumplimiento de ciertos requisitos para poder ofrecer un inmueble bajo la modalidad 

de alojamiento turístico temporario. En determinados casos no se puede descartar la 

obligación del pago de tasas y cargas municipales para desarrollar la actividad, y 

equiparar así los desequilibrios que de otra manera generan situaciones de 

competencia desleal con la industria hotelera formalizada.  

Una herramienta de mucha utilidad, como se ha visto, es la creación de un 

registro ad hoc en el cual se inscriban los interesados en llevar a cabo la actividad del 

alquiler turístico temporario. Gracias a dichos registros, resultará más sencillo para las 

autoridades ejercer el debido control, mediante la realización de inspecciones sobre las 

condiciones de seguridad e higiene de los inmuebles. Los registros sirven además para 

identificar a quienes no cumplan con las cargas tributarias pertinentes y las 

habilitaciones necesarias para ejercer la actividad y poder aplicar consecuentemente 
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las sanciones y multas que correspondan. En relación a los beneficios y los castigos 

que se apliquen, se podrá prever lo que el criterio del legislador mejor dicte. 

La regulación tributaria de los inmuebles de alquiler temporario generará 

además un aumento en la recaudación municipal que podría traducirse, por ejemplo, 

en una mejora de los servicios públicos que se brindan al turista, generándose de ese 

modo sinergia entre el sector público y el privado para potenciar el desarrollo local. 

 

IV) Conclusión 

La propuesta aquí presentada propicia la eliminación del vacío legal que coloca 

a los alquileres turísticos temporarios dentro de una nebulosa regulatoria y genera la 

competencia desleal con otros actores, al tiempo que pone en riesgo la calidad del 

servicio al turista. En virtud del análisis aquí efectuado, tanto a nivel nacional como 

internacional, se puede llegar a la conclusión de que es necesario brindar un marco 

legal a esta actividad comercial para promover la seguridad de los usuarios y 

establecer la responsabilidad de quienes explotan sus propiedades bajo la modalidad 

del alquiler temporario. Ello implicará además un incremento en la recaudación del 

fisco local. 

 Por medio de la creación de este tipo de normas, los usuarios se verán 

protegidos y se establecerán reglas claras entre todos los actores. 

 A fin de lograr la mejor aplicación de estas políticas públicas y potenciar su 

implementación, resulta crucial que ellas sean dadas a conocer por las autoridades 

municipales mediante los canales comunicación adecuados. De ese modo, sus 

postulados podrán ser aprovechados, no solamente por los usuarios y por quienes se 

dedican al alquiler temporario de inmuebles, sino que además, también lo sean por 

todos los actores turísticos del lugar, permitiendo así que los derechos y las 

obligaciones de unos y otros sean públicamente conocidos. 

 En conclusión, es necesario que el Estado municipal, cree las reglas que le 

permitan valerse de su poder de policía para asegurar el correcto ejercicio de esta 

valiosa actividad.  
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6 

Ferias Municipales 

 

Resumen ejecutivo 

Son muchos los motivos por los cuales las ferias, pese a la hegemonía de los 

supermercados, siguen siendo una opción viable para la adquisición de mercadería. En 

primer lugar porque ofrecen productos frescos a precios accesibles. En segundo 

término porque permiten la comercialización de productos orgánicos trazables a 

quienes optan por ese tipo de productos. En tercera instancia porque promocionan la 

producción de los agricultores locales. 

En el presente informe se ofrecen herramientas y ejemplos de utilidad para la 

implementación de ferias y mercados a nivel local. 

 

Introducción:  

 Según su definición, las ferias son mercados que se celebran al aire libre en 

fechas determinadas y en los que se compran y se venden todo tipo de productos, 

especialmente agrícolas y ganaderos36. Históricamente, las ferias y los mercados 

municipales fueron los primeros espacios en los que el hombre desarrolló sus 

actividades comerciales. En ellas, además tenía lugar gran parte de la vida social y 

política de las ciudades. Con el avance de la tecnología, el aumento de la población 

urbana y la producción en masa, las ferias desaparecieron y dieron lugar a los grandes 

súper e hipermercados. Asimismo, debido a la migración poblacional del campo a la 

ciudad, los productores se fueron alejando cada vez mas de sus consumidores, 

haciendo necesaria la participación de intermediarios (transporte, acopiadores, 

comercios mayoristas, distribuidores, comercios minoristas, etc.) en la cadena de 

distribución de los productos. Dichos intermediarios le suman costos a los productos en 

base a diversas variables tales la distancia recorrida, el combustible utilizado, la 

popularidad de un determinado comercio minorista, etc. Como resultado de ello, el 

producto llega al consumidor con un precio muy alto, mientras que el productor percibe 

un pago muy inferior al del precio de venta al público, quedando la mayor parte de las 

                                                             
36

 Real Academia Española, http://dle.rae.es/?id=HlfHahn  

http://dle.rae.es/?id=HlfHahn
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ganancias distribuida entre los eslabones intermedios de la cadena logística. Para 

solucionar tal problema, y poder asegurar que el consumidor pueda acceder a 

productos de calidad a precios más adecuados a la economía doméstica, se re-crearon 

en muchos pueblos y ciudades, de todo el mundo, las ferias municipales. Dichas ferias, 

tomando como referencia el modelo de los viejos espacios de comercio previos a la 

aparición de los supermercados, crean un espacio donde el productor local puede 

vender directamente sus productos a precios más accesibles. Las ferias sirven también 

para que los consumidores de determinados productos específicos, como por ejemplo 

los orgánicos, artesanales o “gourmet”, puedan acceder a ellos a menores costos. Vale 

mencionar además que las ferias barriales son un ámbito en el cual se puede incluso 

recurrir al trueque. 

 En base a lo previamente mencionado, en el presente trabajo se exponen 

diversos ejemplos internacionales y nacionales de mercados barriales para ser 

utilizados como guías por aquellos municipios que deseen implementar ferias en sus 

propias jurisdicciones. 

 

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I)  Experiencia internacional  

II) Experiencia local  

III) Propuesta  

IV) Conclusión  

 

I) Experiencia Internacional 

Bogotá, Colombia 

   La ciudad de Bogotá cuenta con varios programas de ferias o mercados 

destinados aumentar el consumo de productos locales. Entre dichos programas se 

destaca el de mercados itinerantes37 mediante el cual se instalan puestos de venta en 

diversos barrios de la ciudad en los cuales se ofrecen productos agrícolas provenientes 

de Cundinamarca, Boyacá, Tolima y Meta. 

                                                             
37

Municipalidad de Bogotá,  
http://www.desarrolloeconomico.gov.co/content/mercados-itinerantes  

http://www.desarrolloeconomico.gov.co/content/mercados-itinerantes
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   Por otro lado, la municipalidad de Bogotá ha creado el programa llamado 

Mercados Campesinos38. Dichos mercados forman parte de un plan integral de 

abastecimiento y seguridad alimentaria de la alcaldía distrital de Bogotá. El proyecto es 

liderado por la Secretaría de Desarrollo Económico, y su fin mejorar la gestión de la 

cadena local de suministro de alimentos. Para ello, el municipio creó un ámbito de 

interacción entre pequeños, medianos y grandes agricultores y las empresas 

distribuidoras y comercializadoras destinado a que los consumidores puedan acceder a 

los productos regionales. Los mercados campesinos se llevan a cabo todos los fines de 

semana en varios espacios públicos de Bogotá. Gracias a este programa los vecinos 

tienen acceso a productos de calidad a bajos precios. 

 

Santiago de Chile, Chile 

 A pesar de la modernidad y de la proliferación de los supermercados en 

Santiago de Chile prosperan las ferias en las cuales se comercializan productos 

agrícolas. Un ejemplo de ello es lo que periódicamente ocurre en la comuna de La 

Florida en la cual, mediante la ordenanza 10439, se han regulado las denominadas 

“Ferias Libres” a fin de establecer y coordinar las condiciones para su funcionamiento. 

Dicha norma define cómo deben construirse los puestos de las ferias comunales y 

dispone las medidas de higiene que deben primar en ellas. Asimismo, establece qué 

tipo de productos pueden ser comercializados en dicho ámbito. 

 

Santiago de Compostela, Reino de España 

 En Europa los mercados o ferias municipales existen desde la época medieval. 

Lo que han hecho muchos ayuntamientos es reconstruirlos para que funcionen como 

mercados municipales. En Santiago de Compostela funciona, desde el año 2000, el 

Mercado de Abastos. Dicho mercado es gestionado por una cooperativa conformada 

por más setenta operadores y cuenta con un órgano de administración integrado por 

nueve consejeros elegidos por los miembros de la cooperativa40. El Mercado de Abastos 

                                                             
38

Municipalidad de Bogotá, http://www.bogota.gov.co/temas-de-ciudad/desarrollo-economico/mercados-
campesinos-fechas-y-horarios  
39

 Biblioteca del Congreso Nacional de Chile,  
https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1088513  
40

 Ayuntamiento Santiago de Compostela,  
http://www.mercadodeabastosdesantiago.com/donde-estamos  

http://www.bogota.gov.co/temas-de-ciudad/desarrollo-economico/mercados-campesinos-fechas-y-horarios
http://www.bogota.gov.co/temas-de-ciudad/desarrollo-economico/mercados-campesinos-fechas-y-horarios
https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1088513
http://www.mercadodeabastosdesantiago.com/donde-estamos
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tiene como objetivo promocionar la venta de frutas, verduras y carnes de producción 

local. Se estima que el Mercado de Abastos de Santiago de Compostela recibe 

alrededor de 4000 visitantes por fin de semana. 

 

II) Experiencia local 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

 Las ferias itinerantes de abastecimiento barrial (FIAB) son puntos móviles de 

venta de alimentos y otros productos dentro de la Ciudad de Buenos Aires. Dichas 

ferias funcionan de manera itinerante en varias plazas y parques porteños. El objetivo 

de las FIAB es abastecer a los vecinos con los productos de la canasta familiar a 

precios accesibles, asegurando su calidad y variedad. Los productos que más se 

comercializan son las frutas y verduras, carnes, productos de granja, pescados y 

mariscos, lácteos y panificados. 

 El Gobierno de la Ciudad, a través de la Dirección General de Ferias, controla 

las habilitaciones, la bromatología y las condiciones de higiene de cada puesto, como 

así también la regularidad fiscal de los feriantes. 

 En la actualidad funcionan, en promedio, cinco ferias en cada comuna en 

ciudad41.  

 

Rosario, provincia de Santa Fe 

 El municipio de esta ciudad santafesina ha creado las llamadas Ferias de la 

Economía Social con el objetivo de promover la venta directa de los productos 

elaborados por emprendedores sociales de la ciudad bajo la premisa del comercio justo 

y solidario. Dichas ferias funcionan en diversos espacios públicos debidamente 

habilitados. Asimismo, los productos comestibles que en ellas se comercializan son 

sometidos a un proceso de evaluación y control por parte del gobierno local. De 

acuerdo a los datos suministrados por el municipio, en 2017 se llevaron a cabo en 

Rosario alrededor de 500 ferias de la economía social42. 

 

                                                             
41

 Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,  
http://www.buenosaires.gob.ar/ambienteyespaciopublico/espacio-publico/ferias/ferias-itinerantes-de-
abastecimiento-barrial  
42

 Municipalidad de Rosario, https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/mercados-y-ferias/ferias-de-la-
economia-social  

http://www.buenosaires.gob.ar/ambienteyespaciopublico/espacio-publico/ferias/ferias-itinerantes-de-abastecimiento-barrial
http://www.buenosaires.gob.ar/ambienteyespaciopublico/espacio-publico/ferias/ferias-itinerantes-de-abastecimiento-barrial
https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/mercados-y-ferias/ferias-de-la-economia-social
https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/mercados-y-ferias/ferias-de-la-economia-social
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Viedma, provincia de Río Negro 

Desde 1992, gracias a la sanción de la ordenanza municipal nº 282543, la 

capital rionegrina cuenta con un sistema de ferias municipales. El objetivo de dicha 

ordenanza es articular canales alternativos para la comercialización de los productos 

regionales y bajar los precios de los productos básicos de la canasta familiar. Los 

productos que se mayormente se comercializan en las ferias de Viedma son frutas, 

verduras, productos de granja, miel, vinos, frutos secos, etc. 

La ordenanza reglamenta el funcionamiento de las ferias estableciendo 

diversos requisitos, como por ejemplo, que los feriantes deban ser productores 

agropecuarios, microempresarios, artesanos, o bien, personas que acrediten su 

carácter de desocupados o discapacitados. La norma, asimismo, establece que los 

feriantes deben mantener una situación fiscal regular ante el municipio, la provincia y 

la nación, y contar con la libreta sanitaria. 

La ordenanza regula además la manera en que deben estar construidos los 

puestos de las ferias y las medidas que deben implementarse para evitar el contacto 

de la mercadería con el suelo. Finalmente establece las siguientes sanciones en el caso 

de incumplimiento: 

 Apercibimiento 

 Multa 

 Decomiso 

 Suspensión de la habilitación 

 Cancelación de la habilitación 

Tres de Febrero, provincia de Buenos Aires. 

 La municipalidad de Tres de Febrero, Provincia de Buenos Aires, cuenta con un 

programa de “Ferias Francas”44. El fin de dichas ferias es que los vecinos encuentren en 

ellas gran variedad de frutas, verduras, pescados, carnes, productos de granja, quesos 

y productos dietéticos. Gracias a las ferias francas se facilita el vínculo entre los 

productores y los consumidores sin la intervención de intermediarios, con lo cual se 

                                                             
43

 Honorable Concejo Deliberante de Viedma,  
http://www.concejoviedma.gov.ar/htdocs/concejo/digesto/rtf/2825.rtf  
44

Municipalidad de Tres de Febrero, https://www.tresdefebrero.gov.ar/desarrollo-economico/ferias-
francas/  

http://www.concejoviedma.gov.ar/htdocs/concejo/digesto/rtf/2825.rtf
https://www.tresdefebrero.gov.ar/desarrollo-economico/ferias-francas/
https://www.tresdefebrero.gov.ar/desarrollo-economico/ferias-francas/
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evita el aumento de los precios. La Secretaría de Desarrollo Económico municipal, a 

través de la Dirección de Habilitaciones y Permisos Comerciales, supervisa 

constantemente el funcionamiento de dichos mercados. 

 Para poder ser vendedor en dichas ferias, los interesados deben contar con un 

permiso del gobierno local. Dichos permisos se extienden de acuerdo a los cupos 

disponibles ya que las vacantes son limitadas. 

 

III) Propuesta  

No hay dudas acerca de los beneficios de contar con un sistema de ferias 

municipales. Gracias a ellas, no solamente se benefician los vecinos que pueden 

adquirir productos de calidad a precios accesibles, sino que además, se potencia la 

actividad de los agricultores locales. Para poder implementar estos canales de venta 

sin intermediarios, los municipios deben crear marcos legales y programas y a su vez 

promocionarlos entre los productores y los consumidores. 

El primer paso que los municipios deben dar para crear un marco legal sobre 

dicha actividad consistirá en estudiar las mejores maneras de llevar a la práctica las 

iniciativas. La forma en que cada municipio decida hacerlo dependerá de su población, 

de la cantidad de productores, consumidores y de la relación oferta-demanda dentro de 

dicho municipio. 

Los programas municipales podrán entonces ser ejecutados de diferentes 

maneras. Algunos se enfocarán en crear ferias itinerantes en espacios públicos y 

organizarlas y publicitarlas en determinados días de la semana para que el vecino sepa 

cuándo acercarse a ellas. Asimismo, hay municipios que podrán optar por tercerizar en 

cooperativas el desarrollo y control de las ferias municipales, mientras que en otras 

ciudades serán los gobiernos municipales los que asuman su organización. 

En todos los casos, el gobierno local deberá establecer los requisitos que tanto 

las ferias como quienes vendan sus productos en ellas, cumplan determinadas reglas y 

requisitos sanitarios, bromatológicos, fiscales, laborales, etc. El municipio deberá 

además ejercer el debido control de policía sobre las actividades que en las ferias se 

lleven a cabo y establecer un sistema de sanción de irregularidades e infracciones. 

Especiales recaudos deberán tomar las autoridades municipales para fiscalizar el origen 

y la procedencia de la mercadería que se comercialice en las ferias a fin de evitar que 
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en ellas se ofrezcan productos robados, adulterados o producidos por fuera de las 

normas vigentes de calidad y sanidad. 

En cuanto a los bienes que se ofrezcan en las ferias, lo ideal sería promocionar 

aquellos de estación y de producción local. De este modo, no solamente se garantizaría 

que dicha mercadería sea fresca, sino además, accesible económicamente hablando, al 

mismo tiempo que beneficiaría la colocación en el mercado de los productos de las 

zonas aledañas a la ciudad. 

En cuanto al espacio en las cuales desarrollarlas, las ferias podrán llevarse a 

cabo en distintos espacios como ser plazas, parques, galpones e incluso en calles que 

se cierren momentáneamente al tránsito vehicular para tal efecto. Lo ideal sería que, 

además de brindar comodidad a los feriantes y sus clientes, los espacios sean 

atractivos, adaptados a las necesidades de las personas con discapacidad y que 

cuenten con fácil accesibilidad a los medios de transporte. 

Por lo general, las ferias se celebran en determinados días de la semana, pera 

nada obsta a que en algunos casos sean permanentes, es decir, que abran sus puertas 

todos los días. Lo mismo se puede decir del horario en que dichos mercados se 

encuentren abiertos, ya que no estaría de más que se contemplara la diferente 

disponibilidad horaria en que los vecinos podrían concurrir a realizar sus compras. Por 

lo tanto, las ferias podrán variar sus horarios de apertura de acuerdo a las necesidades 

del público, es decir, tanto por la mañana como por la tarde. 

Otro aspecto que cabría analizar es que se relaciona a la economía del 

trueque. El intercambio de bienes como forma de pago ha sido sustituido hace miles de 

años con la aparición de la moneda. No obstante lo antedicho, las ferias son un ámbito 

dentro del cual, en determinados casos, cabría la posibilidad que entre los productores 

se estableciera al trueque como un medio más de pago. Como contracara de ello, 

podría fomentarse el uso de tarjetas de crédito y débito y de dinero electrónico. 

 

IV) Conclusión 

La propuesta aquí presentada propicia facilitar el acercamiento entre el 

productor y el consumidor reduciendo los precios, acotando la cadena de 

comercialización y garantizando la provisión de mercadería fresca. Asimismo, se 

favorece la producción rural local, especialmente de los cultivos de las pequeñas 
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quintas y huertas, propias de la llamada “agricultura familiar”, que en muchos casos 

circundan las grandes urbes.  

A fin de que la política pública aquí propuesta sea integral, se requiere además la 

información, comunicación y publicidad por parte de los municipios para que los 

ciudadanos y los productores participen de las ferias 

 En conclusión, es necesario que el Estado, en este caso municipal, produzca 

políticas activas para asegurar que sus vecinos accedan a productos de calidad, a 

precios razonable y que sus productores puedan obtener ganancias apropiadas. 
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7 

Semillas y recursos fitogenéticos: estudios y 
propuestas para un cumplimiento efectivo del rol 

estatal 
 

Resumen ejecutivo 

En el presente documento se propone un texto normativo que establezca una 

equilibrada y realista protección de la propiedad de las semillas y los recursos 

fitogenéticos, como así también un uso adecuado y legítimo por parte de aquellos que 

tengan derecho a hacerlo. 

La propuesta introducida por este trabajo procura dejar de lado discusiones estériles 

que no han logrado ningún avance legislativo, para poner especial énfasis en la 

búsqueda de procesos de fiscalización estatales más eficientes que los aplicados en la 

actualidad. 

La regulación propuesta se pone a consideración de las autoridades nacionales y 

locales, como así también de los sectores especializados y de la sociedad en general, 

deseando ordenar el debate y estimular un intercambio de ideas y políticas públicas, 

basadas en datos tangibles y en normativas que han funcionado eficientemente en 

distintos lugares del mundo. 

Por tal motivo, se incorpora al trabajo un estudio comparado de las normas que 

regulan esta materia, haciendo hincapié en la regulación del derecho de propiedad 

intelectual, los derechos de uso propio, y las facultades de las entidades reguladoras, 

especialmente en lo que respecta a su poder de fiscalización. 

Deseamos que esta investigación sea un verdadero aporte a la discusión y elaboración 

de las políticas públicas que potencien el sector y promuevan mayor desarrollo 

sustentable. 

 

I) Introducción 

 Cuando se inició el debate parlamentario sobre los proyectos de reforma a la 

“ley de semillas” - ley 20247 de 1973 -, la participación de los actores involucrados fue 

masiva y activa (mediados de 2016). Durante dos jornadas, los distintos referentes del 

sector agrícola (organismos estatales, entidades rurales, asociaciones empresarias, 
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ONG´s, universidades y varios especialistas en el tema) expusieron sus puntos de vista 

ante los diputados de las comisiones de Agricultura y Ganadería, Legislación General y 

Presupuesto y Hacienda. 

 A pesar de la repercusión que tuvo dicha etapa informativa, y pese a que la 

mayoría de los representantes coincidieron con la idea de que la legislación vigente en 

la materia precisa reformas que la adecúen a las necesidades y realidades de la 

actualidad, el tratamiento legislativo de los proyectos no logró avances ni acuerdos, y 

quedó suspendido. 

 Debido en gran medida a dichas cuestiones, la temática no fue incorporada en 

la agenda del nuevo año parlamentario (2017), por lo que la Fundación Nuevas 

Generaciones, mediante sus equipos de asesoría parlamentaria y políticas públicas, 

decidió realizar este trabajo, que procura ordenar y enriquecer el debate, para lograr 

finalmente una política más eficiente en la materia. 

 Asimismo, y atento que la parálisis del debate legislativo podría extenderse 

más de lo deseado, se ha trabajó en las opciones que podría presentar el Poder 

Ejecutivo para brindar mayor seguridad jurídica y comercial en materia de semillas y 

creaciones fitogenéticas. En tal sentido se han analizado las posibles resoluciones 

administrativas y decretos reglamentarios que podrían dictarse para cubrir los vacíos 

legales existentes y para aumentar la tasa de cumplimiento de la normativa vigente. 

 Asimismo, y a fin de generar propuestas vinculadas a la estricta realidad del 

sector, se ha analizaron las legislaciones vigentes en Argentina en diversos países con 

realidades similares a la nuestra, tanto de la región como de otros continentes. 

 En este mismo sentido, se relevaron las opiniones de los principales actores 

involucrados en la materia, analizando sus posiciones que habían quedado reflejadas 

en las versiones taquigráficas de los debates parlamentarios, como así también 

manteniendo entrevistas personales, en las cuáles se ampliaron y profundizaron los 

diversos temas que fueron objeto de estudio. 

 La puesta en común de la información relevada y las opiniones suministradas 

por los interlocutores, presentaron determinadas coincidencias que, con los matices de 

cada caso en particular, vale la pena destacar: 

 Se reconoce la propiedad intelectual sobre la biotecnología introducida en la semilla 

 Se acepta que el uso de semilla certificada debe ser pagado 
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 El pago de todo derecho por el uso de tecnología debe ser en la semilla y no en el 

grano y sus subproductos. 

 El control del uso de semilla corresponde al Estado y no a las empresas del sector 

 El INASE debe ser potenciado en su accionar de control 

 

 Ante dicho panorama de coincidencias básicas, creemos que la perspectiva de 

lograr sancionar una reforma de la ley vigente es, en principio, factible. No obstante 

dicha factibilidad, entendemos que gran parte de la instrumentación de la norma 

debería quedar librada a lo que posteriormente la autoridad de aplicación reglamente. 

Y dentro de dicha reglamentación, destacamos especialmente la regulación de las 

labores de control que el INASE deberá llevar a cabo para fiscalizar el uso de semillas 

certificadas. 

 

II) Fortalecimiento del control estatal 

 Como se verá a lo largo del presente trabajo, y pese a la prácticamente 

unánime vocación política de colocar al INASE en una posición central y predominante, 

en lo que al control respecta, dicho organismo no cuenta hoy con los recursos 

humanos, tecnológicos ni económicos necesarios para llevar adelante sus tareas. 

 En base a dicha realidad, el apoyo político se convierte en letra muerta, 

puesto que sin recursos, su accionar se torna ilusorio. El INASE debería contar con un 

presupuesto que le permita realizar con eficiencia sus tareas de fiscalización, 

combinando trabajo en el terreno con el uso de la tecnología moderna. 

 Y dichas tareas no solamente deberían estar orientadas a los cultivos 

principales, sino que además el INASE debería ampliar su accionar a todo el abanico de 

la producción vegetal de nuestro país. El foco que actualmente está puesto sobre la 

soja y el trigo debería extenderse a los demás cultivos de oleaginosas, hortalizas, 

frutas, ornamentales, legumbres y forestales. 

 Los recursos con los que el INASE financia hoy su accionar provienen del 

cobro de tasas por los servicios que presta, pero además de que ellos son muy 

escasos, se ven reducidos en un 30% que se derivan al Estado Nacional. Por lo tanto, 

aunque el INASE realice esfuerzos titánicos, hoy no se encuentra en condiciones 

presupuestarias para desarrollar un control que tenga un nivel de efectividad 

aceptable. 
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 Pero su debilidad no se concentra únicamente en la ausencia de recursos 

económicos para solventar los gastos que demandaría una adecuada fiscalización. 

También tiene otras necesidades que debería atender. En primer lugar, el INASE 

debería conformar su directorio y zanjar la discusión que se presenta por el hecho de 

tratarse de un organismo público en el cual se estableció que seis de sus ocho 

directores deben representar al sector privado (uno a los semilleros, uno a los 

obtentores, uno a los viveristas, uno para el comercio de semillas, y dos a los 

usuarios). Ello fue establecido así por la ley 25.845 de 2004, y todavía no ha sido 

superado. 

 En segundo término, el INASE debería recobrar la autarquía presupuestaria 

con la que estaba investido por el decreto 2817/91. El presupuesto asignado para el 

año 2017 apenas le alcanza para afrontar sus gastos corrientes y destinar una pequeña 

fracción para desarrollar sus actividades. Asimismo, de lo que recauda, debe destinar 

un aporte al Estado Nacional, lo cual atenta contra su fortalecimiento y desarrollo. 

 Para recobrar su autarquía, el INASE debería poder financiarse a través de 

tres vías: 1) Los recursos que recauda por las actividades y servicios prestados 

(multas, tasas y aranceles). 2) Las partidas presupuestarias que por ley del Congreso 

de la Nación en adición se le asignen. 3) Los fondos que obtenga a través de convenios 

que celebre con otros organismos estatales e internacionales o con entidades públicas 

o privadas tanto nacionales como extranjeras (como sucede en el caso de Uruguay). 

 Respecto de este último punto, el INASE podría contar con un ingreso ad hoc 

aportado por el sector privado, que solamente pueda ser destinado a las tareas de 

fiscalización de las semillas certificadas. De ese modo, los principales interesados en 

que se lleve a cabo la fiscalización sufragarían, aunque sea en parte, los costos que el 

control de semillas demanda. Un parámetro que podría resultar en un financiamiento 

adecuado para dichas tareas, sería el aporte de un 2 % del valor de cada bolsa de 

semillas que se venda en el mercado interno (en el caso de la soja ese aporte rondaría 

un dólar por bolsa). 

 En base a dicho aporte, la cantidad de bolsas de los tres principales cultivos 

vendidas en Argentina durante 2016, y el valor promedio de venta, podemos realizar el 

siguiente cálculo: 

 Soja: 7.100.000 bolsas (U$D 35 c/u.) = U$D 4.970.000.- 

 Maíz: 3.594.000 bolsas (U$D 150 c/u) = U$D 10.782.000.- 
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 Trigo: 3.396.000 bolsas (U$D 25 c/u) = U$D 1.698.000 

  

 En base a dichos precios de venta y al aporte propuesto, se puede calcular un 

incremento en el presupuesto del INASE de alrededor de U$D17.450.000, lo que al 

cambio actual rondaría los doscientos ochenta millones de pesos. Dicho monto 

permitiría duplicar los ingresos que percibió el INASE durante 2016, y debería ser 

aplicado pura y exclusivamente a modernizar y potenciar las tareas de fiscalización y 

control del organismo. Para ello, y a fin de preservar criterios de eficiencia y cumplir 

con parámetros de transparencia, sería ideal establecer una cuenta especial de 

administración o bien constituirse un fideicomiso cuyo objeto se circunscriba a tales 

efectos. 

 En esta misma línea, el Estado debería dotar al INASE de mejoras tecnológicas 

que modernicen sus herramientas informáticas, tanto hardware como software, para 

que el trabajo en el terreno sea suplido por el monitoreo a distancia y el 

entrecruzamiento de información. Respecto de lo primero, se puede pensar en el uso 

de imágenes satelitales, drones, GPS, etc. En lo que hace al manejo de la información, 

habría que pensar en el soporte que la AFIP podría brindarle al INASE para contrastar 

sus datos con los disponibles por el Instituto. Para ello, habría que realizar algunas 

modificaciones en la normativa sobre secreto fiscal, que no solamente beneficiaría al 

INASE, sino que también a la AFIP, que hoy pierde recaudación fiscal por cada bolsa de 

semilla que se vende en forma ilegal. 

 Finalmente, otra medida que el INASE debería adoptar para mejorar su 

recaudación y al mismo tiempo desalentar el uso de semilla ilegal, es el aumento de las 

multas. En la actualidad es mucho más barato pagar una multa por el uso de semilla 

ilegal (si es que se a dicha situación), que pagar la regalía correspondiente a la 

variedad que desea sembrar. Si la multa a pagar fuera en más elevada que la regalía, 

se invertirían los incentivos a la evasión que actualmente existen. Asimismo, si el 

INASE informara sistemáticamente a las industrias aquellas irregularidades que vaya 

detectando, quedará expedita la posibilidad para que aquellas accionen para reclamar 

el pago de las regalías correspondientes. De esta forma, el nudo se iría cerrando sobre 

los infractores, hasta llegar a un punto en que el pago de los derechos sobre la semilla 

resulte económicamente más conveniente que no hacerlo. 
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 En todo este proceso de fortalecimiento y hasta la normalización del INASE, 

podrían lanzarse campañas moratorias y la suscripción de acuerdos para el pago de 

multas pendientes o de derechos adeudados. 

 

III) Análisis de legislación comparada, sistemas de control y poder de policía. 

Países limítrofes, Australia, Israel, Estados Unidos de América, Sudáfrica y 

Canadá 

 

Brasil 

 Los varietales de plantas pueden ser protegidos por la Ley Nº 9456/97 de 

Protección de Cultivares (LPC) y el decreto Nº2.366/97.  

 El cultivar debe ser distinto, homogéneo, estable y novedoso. 

 Término de protección del cultivar: 18 años para vides, frutas y árboles 

ornamentales y forestales. 15 años para el resto. 

 Beneficios:  

 Servicio Nacional de Protección de Cultivares: garantiza que los 

desarrolladores disfruten de los derechos de propiedad sobre sus creaciones, y 

que reciban regalías por su venta. Previene que terceros produzcan el material 

de propagación del cultivar para fines comerciales, sin la autorización del 

dueño legítimo. 

 Registro Nacional de Cultivares: la registración aquí es un requisito ineludible 

para la producción, procesamiento y venta de todos los cultivares, no sólo de 

los protegidos. Otorga derecho a reproducirlo comercialmente dentro de 

Brasil. 

 Uso propio. Excepciones: 

 Reservarse y plantar semillas para uso personal en el establecimiento propio. 

 La venta de los productos que surgieran del cultivo de dichas semillas, 

siempre que no fuese con motivos reproductivos. 

 El uso del cultivar como fuente de mejora genética o de investigación 

científica. 

 La multiplicación de las semillas por parte de pequeños productores rurales a 

fin de donarlas o intercambiarlas, siempre que se cumplan ciertas condiciones. 

 Situación de los OGM:  
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 Brasil depende fuertemente de las tecnologías genéticas producidas por las 

empresas multinacionales. Así, podemos mencionar a Monsanto (15 eventos 

genéticos), Monsanto y Dow AgroSciences (1 evento), Syngenta (5 eventos), 

Bayer (8 eventos), Du Pont (2 eventos), y Du Pont con Dow AgroSciences (2 

eventos).45 

 Por otro lado, en Brasil hay un importante sector empresarial de productores 

de granos no transgénicos (ABRANGE), y de productores de soja transgénica 

que se niegan a pagar regalías por la compra de semillas. 

 

Chile 

 Conforme la ley 19.039 sobre Propiedad Industrial, no son patentables: las plantas, 

los animales, los procesos esencialmente biológicos46 para su producción, parte de 

los seres vivos tal como se encuentran en la naturaleza, los procesos biológicos 

naturales, las invenciones que atenten contra la salud de plantas y animales o el 

medio ambiente, y el material biológico existente en la naturaleza o aquel que 

pueda ser aislado, inclusive el genoma o germoplasma. 

 Excepción: los procedimientos que utilicen uno o más de los materiales biológicos 

antes enunciados y los productos directamente obtenidos por ellos, siempre que 

sean nuevos, tengan nivel inventivo y sean susceptibles de aplicación industrial. 

 Ley Nº19.342/94: reconoce la protección sobre su derecho al obtentor de una 

variedad vegetal. Para la constitución del derecho del obtentor se requiere la 

inscripción en el Registro de Variedades Protegidas. 

 La variedad debe ser novedosa, homogénea, distinta y estable. 

 Término de la protección de la variedad: 18 años para árboles y vides, y 15 años 

para las demás especies.  

 Beneficios: el derecho del obtentor de una variedad vegetal nueva consiste en 

someter a la autorización exclusiva de éste su comercialización, producción de 

material de multiplicación y el empleo repetido de la nueva variedad para la 

producción comercial de otra variedad. 

                                                             
45

 http://us.practicallaw.com/3-603-7265?q=&qp=&qo=&qe=#a1006389 

46
 Un procedimiento esencialmente biológico es el que consiste íntegramente en fenómenos naturales, 

como los de cruce y selección 

http://us.practicallaw.com/3-603-7265?q=&qp=&qo=&qe=#a1006389
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 El derecho del obtentor se puede ejercer sobre todos los géneros y especies 

botánicos y se aplica, en general, sobre la planta completa, comprendiendo todo 

tipo de flores, frutos o semillas y cualquier parte de la misma que pueda ser 

utilizada como material de multiplicación.  

 Uso propio: no se entenderá vulnerado el derecho del obtentor por la utilización que 

haga el agricultor, en su propia explotación, de la cosecha de material de 

reproducción debidamente adquirido. Sin embargo, este material no podrá ser 

publicitado ni transferido a cualquier título como semilla. 

 Sanciones: serán pasibles de sanciones de reclusión, multas y decomiso del 

material infractor 

 La postura de Chile frente a los GMO: política de “prudencia”. Prohíbe su cultivo 

para el consumo local, pero lo permite para exportar (quinto mayor productor de 

semillas transgénicas en el mundo). También permite la importación de alimentos 

transgénicos. 

 Legislación respecto a los OGM: Resolución del Servicio Agrícola y Ganadero (SAG) 

sobre Normas y Regulación de Liberación de Transgénicos. 

 

 

Uruguay 

 Ley N° 16.811: Regula la obtención, producción, circulación y comercialización 

interna y externa de semillas y las creaciones fitogenéticas. También crea el 

Instituto Nacional de Semillas (INASE) como autoridad de aplicación. 

 Ley Nº17.164 de patentes de invención: “No se considera invento: (…) b) Las 

plantas y los animales, excepto los microorganismos, y los procedimientos 

esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, con excepción 

de los procedimientos no biológicos o microbiológicos. g) El material biológico y 

genético, como existe en la naturaleza. (…)”. 

 Derecho del obtentor: La concesión y registro de un título de propiedad sobre una 

variedad vegetal nueva. La variedad debe ser novedosa, distinta, homogénea y 

estable. 

 Excepción: El cultivar objeto del título de propiedad podrá ser usado sin que 

otorgue derecho a una compensación a su tenedor cuando: 
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 Se use o se venda el producto obtenido del cultivo como materia prima o 

alimento. 

 Se reserve y siembre semilla para uso propio pero no para 

comercializar. Cuando quien reserve y siembre semilla para uso propio pero 

no para comercializar sea un pequeño agricultor, la presente norma es de 

orden público.  

 Cuando otros creadores lo usen con fines experimentales o como fuente de 

material genético para la creación de nuevos cultivares, a condición de que el 

cultivar protegido no sea utilizado en forma repetida y sistemática para la 

producción comercial de otros cultivares. 

 Duración de la protección: No podrá ser menor de 20 años ni mayor de 25 años, de 

acuerdo con la especie considerada y según lo que establezca la reglamentación. 

 Sanciones: Apercibimiento, multa, decomiso, destrucción de la mercadería, 

suspensión del infractor en el registro correspondiente, inhabilitación temporal o 

permanente, clausura parcial o total, temporal o permanente de los locales de la 

empresa. 

 Control: El Instituto Nacional de Semillas (autárquico) publicará periódicamente y 

por la vía que entienda pertinente, la nómina de infractores que hayan sido 

sancionados por la comisión de infracciones calificadas como “graves” o “muy 

graves” y cuyas resoluciones sancionatorias se encuentren firmes. En la publicación 

se individualizará al infractor, la infracción cometida y la sanción recaída.  

 

Paraguay 

 Ley Nº 1.630/2000 sobre Patentes de Invención: excluye de las patentes a “las 

plantas y los animales excepto los microorganismos, y los procedimientos 

esencialmente biológicos para la producción de plantas o animales, que no sean 

procedimientos no biológicos o microbiológicos”. 

 Ley Nº 385/94: regula el comercio de semillas y establece un sistema de propiedad 

intelectual de las semillas tipo UPOV 1997. 

 Autoridad de aplicación: la Dirección de Semillas y el Consejo Nacional de Semillas. 

 Registro Nacional de Cultivares Comerciales: habilita el cultivar a fin de ser utilizado 

comercialmente, siempre que sea distinguible, homogéneo, estable y novedoso. 
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 Registro Nacional de Cultivares Protegidos: salvaguarda el derecho del obtentor. 

Este derecho consiste en someter a la autorización previa del obtentor la 

producción y comercialización de la simiente de la variedad protegida. 

 Excepciones al derecho de protección: 

 Uso para fines experimentales o para la creación de un nuevo cultivar, 

siempre que el cultivar original no se utilice en forma permanente para 

producir al nuevo. 

 Uso propio o uso y venta como materia prima o alimento del producto 

obtenido de dicho cultivar. 

 Ensayo de la variedad. 

 Declaración de “uso público restringido“, cuando se determine que esa 

resolución es necesaria para asegurar un suministro adecuado de semillas, 

que el obtentor no está abasteciendo satisfactoriamente las necesidades 

públicas. 

 Inspección y control de la Dirección de Semillas: inspeccionar los campos de 

producción de semillas; extraer muestras, analizar documentos, efectuar ensayos 

de pre-control y post-control del sistema de certificación y/o fiscalización,  

 Sanciones por incumplimiento: 

 apercibimiento, si se tratase de un error u omisión simple; 

 multa; 

 decomiso; y,  

 clausura parcial o total, temporal o permanente de los locales. 

 

Bolivia 

 Constitución Política de Bolivia47: prohíbe la importación, producción y 

comercialización de organismos genéticamente modificados y elementos tóxicos 

que dañen la salud y el medio ambiente. 

 Ley Nº 144/11 de la Revolución Productiva Comunitaria Agropecuaria48: estimula la 

recuperación, conservación, mejoramiento, producción y difusión de semillas 

nativas provenientes de los pueblos indígenas originarios y campesinos. 

                                                             
47

 http://www.oas.org/dil/esp/Constitucion_Bolivia.pdf 
48

 http://www.wipo.int/edocs/lexdocs/laws/es/bo/bo042es.pdf 

http://www.oas.org/dil/esp/Constitucion_Bolivia.pdf
http://www.wipo.int/edocs/lexdocs/laws/es/bo/bo042es.pdf
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 Autoridad de aplicación: El Instituto Nacional de Innovación Agropecuario y 

Forestal. Para la producción de sus semillas y fertilizantes orgánicos, Bolivia cuenta 

con empresas estatales. 

 Postura frente a los OGM: Se opone contundentemente (Resolución Administrativa 

VRNMA Nº 135/05,  Ley Nº 71/10 de los Derechos de la Madre Tierra49, Ley Marco 

de la Madre Tierra y del Desarrollo Integral para Vivir Bien (Nº300/1250) 

 Uso de semilla fiscalizada: De acuerdo al último informe estadístico disponible del 

INIAF (año 201551) respecto a la fiscalización de las semillas, el uso de semilla 

certificada alcanza al 56% de la superficie comercial sembrada. 

 

Australia 

 Legislación: Las nuevas variedades de plantas pueden ser protegidas bajo el Plant 

Breeder’s Rights Act 1994 (PBRA). Una variedad de plantas puede incluir hongos y 

algas, pero no bacterias, bacterioides, mycoplamas, virus, viroides ni bacteriófagos. 

 Requisitos para su registración y protección: 

 poseer un obtentor; 

 ser distinta, uniforme y estable; y, 

 no haber sido explotada o haberlo sido solo recientemente. 

 El derecho de obtentor puede extenderse asimismo a variedades esencialmente 

derivadas52. Bajo ciertas circunstancias se acepta incluso que la tutela se transmita 

también al material cosechado y a sus productos derivados. 

 Derechos del obtentor. Otorga el derecho de excluir a terceros de: 

 producir o reproducir el material; 

 condicionar el material con el propósito de propagarlo; 

 vender el material; 

 acopiarlo; 

 importarlo o exportarlo. 

                                                             
49

 https://bolivia.infoleyes.com/norma/2689/ley-de-derechos-de-la-madre-tierra-071 
50

 http://www.harmonywithnatureun.org/content/documents/157Bolivia%20Ley%20300.pdf 
51

 http://www.iniaf.gob.bo/IMAGES/bajarINIAF/DISEMEstadistica2015.pdf 
52

 Estas son aquellas que derivan de otras protegidas, reteniendo características esenciales sin exhibir ningún 
rasgo importante que las diferencie de las protegidas. 

https://bolivia.infoleyes.com/norma/2689/ley-de-derechos-de-la-madre-tierra-071
http://www.harmonywithnatureun.org/content/documents/157Bolivia%20Ley%20300.pdf
http://www.iniaf.gob.bo/IMAGES/bajarINIAF/DISEMEstadistica2015.pdf
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 Término de la protección: se brinda por un máximo de 20 años, salvo el caso de los 

árboles y las vides, cuyo plazo es de 25 años. 

 Excepciones al derecho del obtentor: 

 uso privado sin fines comerciales 

 uso para fines experimentales 

 uso a fin de criar otras plantas  

 uso propio para los granjeros. Permite el uso gratuito, siempre que el 

agricultor compre legítimamente la variedad original protegida y pague la 

regalía correspondiente. Esta variedad podrá reproducirla para obtener nuevos 

cultivos. 

 Sistema de pago de regalías de punto final: el dueño del derecho sobre la variedad 

protegida cobra de acuerdo con el resultado final de la producción del cultivo. 

Mediante este modelo, obtentores y agricultores comparten los riesgos económicos 

de la venta del producto. El valor de las regalías se calcula sobre la cantidad de 

grano producido por el agricultor. 

 Patentes sobre las plantas: de acuerdo al Acta Australiana de Patentes (1990), las 

plantas, los animales, y los procesos biológicos necesarios para generarlos no son 

sujetos pasibles de obtener patentes de innovación.  

A pesar de esto, es posible solicitar una patente de innovación sobre un proceso 

que use una planta, un animal o partes de estos, pero que no resulte en la 

generación de ninguno de ellos. 

 Son patentables: 

 Nuevas especies de plantas 

 Componentes de plantas, tales como genes y cromosomas 

 Materiales reproductivos, como semillas, células, protoplastos y plantas 

enteras. 

 Productos, como frutas, aceites, flores, químicos y fármacos. 

 Material extraído de plantas y destinado a producir procesos como ingeniería 

genética, cultivo de tejidos, cultivo de células, mutagénesis y nuevos métodos 

de cultivo. 

 

Canadá 

 Legislación: Seeds Act, Breeder’s Rights Act  y sus respectivas reglamentaciones.  
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 Ley de Derechos de Criadores de Plantas:  

 El titular es capaz de proteger la variedad de la explotación de otros y puede 

emprender acciones legales contra personas físicas o jurídicas que realizan 

actos sin permiso que son derechos exclusivos del titular. También puede 

tomar medidas para evitar que otra persona o empresa utilice la denominación 

(nombre). 

 Todas las especies de plantas son elegibles para protección de PBR en Canadá, 

excluyendo algas, hongos y bacterias. El propietario de una variedad se le 

otorgará PBR si se puede demostrar que la variedad es nueva, distinta, 

uniforme y estable.  

 Derechos del titular: tiene los derechos exclusivos para producir, reproducir, 

vender, exportar, importar y hacer uso del material de propagación de la variedad. 

 Derechos con respecto al material cosechado: el titular podrá ejercer sus derechos 

respecto del material cosechado, incluyendo plantas enteras o partes de plantas 

obtenidas mediante el uso no autorizado de material de propagación de la variedad 

protegida 

 Excepciones a los Derechos. Los derechos del titular no se aplican a ningún acto 

realizado para: 

 Propósitos privados y no comerciales ya que las variedades protegidas podrán 

propagarse cuando el material propagado se utilice con fines privados y no 

comerciales. 

 Propósitos experimentales ya que las variedades protegidas pueden ser 

utilizadas en la investigación. 

 Cría de plantas ya que las variedades protegidas pueden utilizarse para la cría 

y el desarrollo de nuevas variedades vegetales. 

 Privilegio de los agricultores, ya que éstos pueden ahorrar semillas cosechadas 

de las variedades protegidas que cultivan y sembrar las semillas almacenadas 

en su propia tierra. 

 Duración de los derechos: hasta 25 años para la variedad de un árbol y de una vid 

(incluidos sus porta injertos) y de 20 años para todas las demás variedades de 

plantas (excluidas algas, bacterias y hongos). 

 Sanciones: multa y/o prisión. 
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 Acta de Semillas: La Agencia Canadiense de Inspección de Alimentos expide 

licencias que autoricen a cualquier persona a realizar cualquier actividad con el 

control o aseguramiento de la calidad de semillas o cultivos de semillas, con el 

muestreo, con las pruebas, con la clasificación o el etiquetado de las semillas. 

 Poder de los inspectores: Un inspector puede, con autorización previa o el 

consentimiento del documento correspondiente, abrir cualquier paquete encontrado 

o entrar en cualquier lugar en que crea, por motivos razonables, que hay alguna 

semilla a la cual se aplica la presente Ley. Tiene el poder de examinar las semillas y 

tomar muestras de ellas. 

 Tipos de semillas: 

 Semillas pedigree-certificadas: han sido producidas y manejadas de acuerdo 

con procedimientos estrictos establecidos y administrados por la ACIA y el 

CSGA.  

 Semillas no sembrada-comunes: tienen que cumplir con los estándares de 

calidad mínimos para semillas de malezas, germinación y etiquetado, pero no 

están sujetas a requisitos de envasado o procesamiento. La semilla de la 

mayoría de las cosechas agrícolas no puede ser vendida por el nombre de la 

variedad a menos que ésta haya sido certificada.  

 Canadá se diferencia del resto de los países en la medida en que permite la 

venta de semillas no comunes, pero no permite su venta por nombre de 

variedad.  

 Las semillas comunes están sujetas a las normas de semillas ya los requisitos 

de etiquetado, ambos menos onerosos que los de las semillas pedigree. Los 

individuos no necesitan ser acreditados ni establecimientos registrados para 

participar en actividades que resulten en la venta de semillas comunes. 

 Organismos Genéticamente Modificados (OGM): Canadá es el tercer mayor 

productor de organismos genéticamente modificados (OGM) en el mundo. Es uno 

de los mayores productores de aceite de canola GM y otros cultivos GM incluyen 

maíz, soja y remolacha. 

 Regulación 

 Canadá regula los productos derivados de los procesos biotecnológicos como 

parte de su marco regulatorio existente para "productos novedosos". El 
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enfoque se centra en los rasgos expresados en los productos y no en el 

método utilizado para introducir esos rasgos.  

 La Agencia Canadiense de Inspección de Alimentos (ACIA) es responsable de 

la regulación de plantas genéticamente modificadas (GM). Health Canadá 

tiene el mandato de evaluar la inocuidad de los alimentos para consumo 

humano, incluidos los organismos genéticamente modificados (OGM) en los 

productos alimenticios, y de autorizar su venta en Canadá. 

 

Estados Unidos de América 

 Constitución Nacional: sienta la base legal para la concesión de derechos 

intelectuales que otorguen exclusividad sobre los inventos. Este dice, al referirse a 

los deberes y atribuciones del Congreso Nacional: “Promover el progreso de la 

ciencia y las artes útiles, mediante la garantía, por un tiempo limitado, de los 

derechos exclusivos de los autores e inventores sobre sus escritos y 

descubrimientos”. 

 Plant Variety Protection Act 1970 (PVPA): Rige la propiedad intelectual que tienen 

los obtentores sobre las variedades de plantas que hayan desarrollado. 

 El certificado de varietal le otorga al obtentor  el derecho de excluir a tercero 

de vender su variedad, reproducirla, exportarla, importarla, o utilizarla para 

producir una variedad hibrida o distinta. 

  Les otorga hasta 25 años de control exclusive sobre las  variedades 

sexualmente reproductivas o de propagación tubercular, que sean nuevas, 

distintas, uniformes y estables. 

 Excepciones al derecho del obtentor: 

 Licencia Compulsiva: el Departamento de Agricultura de los EEUU puede 

declarar el uso abierto de variedades protegidas cuando, por razones de 

interés público, para asegurar una provisión adecuada de alimento que el 

obtentor no puede o no está dispuesto a satisfacer. Esta liberación no durará 

más de 2 años, y deberá ser recompensada por el Estado. 

 Excepción de investigación: el Depto. de Agricultura declara que el uso y la 

reproducción de la variedad protegida para destinarla a investigación no 

implicará un incumplimiento a la ley. 
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 Uso propio de los agricultores: les permite guardar semillas de variedades 

protegidas y cultivarlas en sus propios establecimientos sin temor a ser 

sancionados. Antes de 1994, también tenían permitido venderlas. Sin 

embargo, tras la ratificación del convenio  UPOV 91’, esta facultad fue 

eliminada. 

 Tras el caso Asgrow Seed v. Winterboer, la excepción del ahorro de semillas 

se redujo para abarcar sólo a los agricultores que ahorraron semillas con el 

propósito de resembrarlas en su propiedad.  

 Patentes sobre plantas: 

 Una patente de utilidad puede usarse para proteger variedades únicas en los 

Estados Unidos, así como rasgos específicos de plantas, métodos y procesos.  

 Se concede una patente si se demuestra que la invención es nueva, no obvia y 

se describe adecuadamente.  

 El plazo de protección de una patente de utilidad es un período fijo de 20 años 

a partir de la fecha en que se presentó la solicitud de patente. 

 No existe una exención que permita a los agricultores guardar semilla en el 

caso de utilizar una patente de utilidad para proteger una variedad. 

 Mientras que el Plant Variety Protection Act protege plantas reproducidas 

sexualmente o propagadas de manera tubercular, el Plant Patent Act está 

limitado sólo a plantas reproducidas asexualmente. 

 Una planta puede ser elegible para resultar amparada por ambos sistemas. 

Esta posibilidad surge de la importantísima jurisprudencia de la Corte 

Suprema en el caso Diamond vs Chakrabarty.  

 Las patentes de utilidad son las predilectas de los obtentores porque permiten 

patentar los componentes individuales de las variedades por separado. 

 Para reforzar aún más el control sobre el uso de sus variedades, los 

propietarios de derechos de propiedad intelectual firman contratos con los 

agricultores, en los que estipulan los parámetros bajo los cuales los granjeros 

podrán usar esa propiedad intelectual, incluyendo un pago acordado y 

condiciones de uso. Cada contrato tiene sus propias condiciones negociadas 

entre las partes contratantes. 

 

Israel 
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 Ley de Semillas 1956. Autoridad de aplicación y fiscalización: Regula lo referente al 

nivel de calidad de las semillas, su producción, comercialización y su fiscalización. 

 Sanciones: Prisión y/o multa. 

 Protección de los derechos del obtentor (Ley Nº5733/73): 

 El uso de una variedad registrada por parte de un tercero requiere la 

autorización del obtentor cuyo derecho haya sido reconocido. 

 El derecho del obtentor se extiende también al producto de la cosecha que 

hubiera sido obtenida sin autorización, incluyendo a las plantas en su totalidad 

o en sus partes.  

Esta tutela jurídica alcanza también a las variedades: 

 esencialmente derivadas de la variedad protegida, asumiendo que la variedad 

protegida no es a su vez una variedad esencialmente derivada. 

 que no se diferencian claramente de la variedad inicial 

 que requieren el uso repetido de una variedad protegida para su producción. 

 Plazos del derecho de obtentor 

 Es de 20 años desde la fecha de su inscripción en el Registro de Variedades. 

 Es de 25 años desde la fecha de su inscripción en el Registro de Variedades 

para los casos de vides, árboles forestales, frutales y cualquier otra planta 

perenne. El ministerio podrá extender estos plazos respecto a especies 

determinadas de plantas.  

 Excepción al derecho del obtentor: si la variedad fue vendida o comercializada de 

manera alguna dentro del territorio de Israel. Esto no aplica si su uso involucra 

alguna de las siguientes actividades: 

 propagación repetida de la variedad 

 exportación del material propagado o del material cosechado de la variedad, si 

se propagase en un país que no reconoce o protege dicha variedad. Salvo que 

esta exportación tuviera como fin el consumo del producto o variedad. 

 utilización del material de propagación de una variedad registrada 

exclusivamente para experimentos dirigidos al desarrollo de una nueva 

variedad. 

 usar una variedad registrada con el objeto de investigar, hacer pruebas 

científicas o de laboratorio, y también para cualquier acto privado que no 

posea intenciones comerciales. 
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 Licencia agrícola compulsiva: cuando el Consejo concluya que el dueño del derecho 

de obtentor no hubiera utilizado la variedad registrada; o lo hubiese hecho bajo 

circunstancias que no tuvieron en miras en interés público; o hubiese evitado que el 

dueño de una variedad esencialmente derivada la utilizara; o estableciera 

condiciones y términos conflictivos con el interés público; entonces podrá  permitir 

su utilización sin la necesidad de contar con la autorización del dueño, siempre que 

se haga uso de esta bajo ciertas condiciones. 

 

Sudáfrica 

 Plant Breeders’ Rights Act (1976): Otorga los derechos de protección a las 

variedades que estuviesen registradas según sus disposiciones. 

 Requisitos: novedad, uniformidad, distinción y estabilidad. 

 Plazo de protección: 

 25 años si se trata de árboles. 

 20 para todas las otras variedades anuales. 

 Obligaciones: el titular de estos derechos tiene la obligación de proteger sus 

intereses y asegurarse que nadie este explotando ilegalmente su variedad. Las 

obligaciones del titular serán mantener su variedad, asegurarse de que nadie la 

esté explotando ilegalmente, y garantizar que el material de propagación este 

siempre disponible y pagar las cuotas anuales. 

 Derechos del desarrollador: 

 En Sudáfrica los desarrolladores que cuentan con propiedad intelectual pueden 

exigir regalías como remuneración por el uso de la variedad protegida y para 

prevenir su uso ilegal. 

 El desarrollador cuenta con la exclusividad de la variedad en los primeros 5 a 

8 años para producir y comercializar material de propagación. Durante los 

próximos 15 a 17 años el titular está obligado a emitir licencias a otras 

personas que también desean usar y comercializar el material.  

 Cuando el titular emite una licencia a otra persona, el titular puede reclamar 

derechos de autor de cualquier material de propagación producido y vendido. 

El uso de una variedad de protección sin el consentimiento del titular del 

derecho no está permitido y es considerado como ilegal. 

 Excepciones: 
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Uso propio de los agricultores. Sin embargo, la ley no permite el intercambio de 

semillas protegidas entre ellos. 

 Influencia de la UPOV: 

 La Legislación sobre derechos de criador de planta de Sudáfrica está 

fuertemente influenciado por la Unión Internacional para la protección de 

nuevas variedades (UPOV). 

 UPOV 1991 cambio el alcance de los derechos de los desarrolladores 

incluyendo actividades como exportación, importación y siembra de 

variedades protegidas. Los derechos de obtentor también fueron restringidos, 

y no se les permitió producir variedades que esencialmente se derivan de una 

variedad protegida. 

 Las actuales disposiciones de la ley de derechos de criadores de planta 

prohíben el intercambio de material cosechado. Sin embargo, los agricultores 

pueden usar todo el material de propagación incluyendo material vegetativo 

para fines de la propagación. 

 

 

IV) Convenios internacionales 

Convenio de la Unión de Protección de Obtentores Vegetales 

 La Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) 

es una organización intergubernamental con sede en Ginebra (Suiza). Fue creada por 

el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales. 

El Convenio fue adoptado en París en 1961, y fue revisado en 1972, 1978 y 1991. 

La misión de la UPOV es proporcionar y fomentar un sistema eficaz para la protección 

de las variedades vegetales, con miras al desarrollo de nuevas variedades vegetales 

para beneficio de la sociedad. 

 Se han adherido al UPOV 78’ Argentina, Uruguay, Brasil, Estados Unidos, 

Sudáfrica, Canadá, Australia, Chile, Israel, Bolivia y Paraguay, mientras que son 

firmantes del UPOV 91’ solamente Estados Unidos, Israel, Sudáfrica, Canadá y 

Australia. 

 En el siguiente cuadro se muestra una comparación entre los puntos más 

destacados de las actas UPOV78 y UPOV91 en relación a la mayor o menor protección 

que cada una de ellas reconoce a los obtentores. 
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Cuadro comparativo de puntos centrales de actas UPOV78 y UPOV91: 

 

TEMA UPOV 78 UPOV 91 

Requisitos para un 
certificado de obtentor 

Novedad, distinción, 

homogeneidad y 

estabilidad 

Novedad, distinción, 
homogeneidad y estabilidad. 

Exención de los 

obtentores 

Obligatoria. Se permite, pero la 

obtención y explotación de 
una variedad esencialmente 

derivada necesita permiso 

del obtentor 

Privilegio de los 

agricultores 

Permitida Permitida a opción de los 
Estados, dentro de límites 

razonables, salvaguardando 
los intereses legítimos del 

titular. 

Duración mínima de la 

protección 

18 años para vides y 
árboles 

15 años para el resto de 

Plantas. 

25 años para vides y árboles 

20 años para el resto de 

plantas. 

Derechos exclusivos 

mínimos sobre el 

material protegido 

Producción con fines de 

comercialización, puesta 

en venta, 

comercialización, 

de uso repetido para la 

producción comercial de 

otra 

variedad. 

Producción o reproducción, 
preparación para la 

multiplicación, puesta en 
venta u otro tipo de 

comercialización; 

exportación e importación o 

posesión para cualquiera de 
estos fines. 

Derechos exclusivos 

mínimos sobre el 

material cosechado 

No es obligatorio salvo 
para plantas 

ornamentales usadas en 
reproducción comercial. 

Si el material fue cosechado 
mediante el uso no 

autorizado de multiplicación 
y si el obtentor no pudo 

ejercer el derecho de 

manera razonable con 
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relación al material de 

reproducción. 

Doble protección No Sí 

Incluye a los 

descubrimientos 

No Sí 

Trato Nacional No Sí 

 

 

Protocolo de Nagoya 

 Adoptado en Nagoya – Japón, el 30 de octubre 2010, durante la COP 10 del 

Convenio sobre Diversidad Biológica (CBD).  

 Establece los términos de la repartición de los beneficios que se desprendan del 

acceso a los recursos genéticos de un país denominado por el Protocolo como 

“proveedor”, por parte de una empresa o institución de investigación de un país 

“usuario” de los recursos genéticos y de los conocimientos tradicionales asociados. 

 Declara que a partir del acceso a un recurso genético53 puede generarse una 

patente. 

 El protocolo incluye la obligación de establecer reglas claras y procedimientos para 

solicitar y establecer los términos mutuamente acordados, que invariablemente 

deben ser incluidos en un contrato:  

 una cláusula de solución de controversias; 

 los términos de la distribución de beneficios - incluso en relación con los 

derechos de propiedad intelectual-; 

 las condiciones de uso posterior de terceros, y,  

 los términos sobre el cambio de intención en el uso del recurso genético. 

  

El Tratado Internacional de Recursos Fitogenéticos 

 Entró en vigencia en 2004, y fue firmado por 113 países. 

 Es un tratado jurídicamente vinculante, y sus objetivos son: 

                                                             
53

 Es la información contenida genéticamente en un organismo. 
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 reconocer la enorme contribución de los agricultores a la diversidad de los 

cultivos que alimentan al mundo; 

 implantar un sistema global que permita acceder a los agricultores, los 

fitogenetistas y los científicos a material fitogenético; 

 garantizar que los receptores compartan los beneficios derivados del uso de 

este material genético con los países de origen. 

 Fija un sistema multilateral en el que los países, al ratificar el tratado, acuerdan 

que su diversidad genética y la información asociada acerca de los cultivos 

depositados en sus bancos de germoplasma estarán disponibles para todos en un 

Sistema Multilateral (SML). 

 Plantea un sistema de repartición de beneficios a partir de un fondo que se nutre 

del 1,1% de toda patente o derecho de obtentor que use recursos genéticos como 

materia prima para su innovación. Con este fondo, la Secretaría del Tratado 

financia proyectos a los países miembros de donde provienen estos recursos 

genéticos. 

 En su formulación inicial, desafiaba el enfoque de los derechos de propiedad 

privada sobre estos recursos, declarando que todos ellos, tanto si son cultivados en 

el campo por los agricultores, como si son trabajados con innovaciones de 

fitomejoradores modernos, eran parte del patrimonio común de la humanidad y  no 

podía restringirse su libre disponibilidad. 

 Sin embargo, a partir de 1989 la FAO adoptó una nueva postura, sosteniendo que 

los derechos de los obtentores no eran incompatibles con el Compromiso, 

añadiendo que hay una interrelación entre los derechos de los agricultores 

tradicionales con los derechos de los obtentores vegetales. 

 

V) Breve repaso de situación actual en Argentina 

Uso de semilla fiscalizada 

 En la actualidad, solamente 15% de la soja sembrada (20 millones de hectáreas) es 

fiscalizada. El 85% restante se divide en partes iguales (aproximadamente) entre 

aquellas semillas que el productor toma de su cosecha y las vuelve a sembrar (algo 

permitido por la ley), y el mercado ilegal donde ciertos actores venden bolsas de 

semillas sin certificación ni aprobación privada ni estatal. 
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 Por lo tanto, estamos frente a un 42 % del mercado que funciona por fuera de lo 

permitido en la ley. Lamentablemente, se trata de un porcentaje similar al que se 

maneja en otros rubros de la economía nacional. 

 En materia específica de trigo, David Hughes, presidente de Argentrigo, indicó que 

“el 70% de la semilla es ilegal”, y que en dicha especialidad se evaden 

aproximadamente 100 millones de dólares por año, por utilización de la llamada 

“bolsa blanca”.54 

 Analizando el Registro de Usuarios de Semillas (RUS) de Soja para la “Campaña 

2015-2016”55 podemos ver que en dicho período el INASE llevó adelante las 

siguientes acciones: 

 Se enviaron 87 cédulas notificando infracciones a productores por falta de 

presentación de DDJJ como usuarios de semilla, varias de las cuales resultaron 

en multas cobradas.  

 Se iniciaron 700 trámites de multas a productores por falta de presentación de 

DDJJ. 

 Se realizaron 15 inspecciones a comercios que vendieron semillas sin estar 

inscriptos en el Registro Nacional de Comercio y Fiscalización de Semillas 

(RNCyFS), habiéndose detectado 181 comercios no habilitados para 

comercializar semillas. 

 Se identificó a los “Grandes Usuarios de Semillas” (GUS) para la campaña de 

soja 2016/2017. 

  

 Ello nos muestra con claridad que las acciones que actualmente puede 

impulsar y desarrollar el INASE se encuentran muy limitadas, y que con ellas es 

imposible lograr generar incentivos para el cumplimiento de la ley.  

 

Ventajas y riesgos para los evasores 

 Ventajas: No pagan regalías ni dependen de comprar nuevas semillas cada año. 

                                                             
54

 http://www.lanacion.com.ar/1783187-bolsa-blanca-un-ilicito-sin-control-que-desacopla-ala-argentina-de-

la-region 

55
 http://www.INASE.gov.ar/images/stories/RegTrigoSoja/resultados%20rus%20soja%20camp%2015-16.pdf 

http://www.lanacion.com.ar/1783187-bolsa-blanca-un-ilicito-sin-control-que-desacopla-ala-argentina-de-la-region
http://www.lanacion.com.ar/1783187-bolsa-blanca-un-ilicito-sin-control-que-desacopla-ala-argentina-de-la-region
http://www.inase.gov.ar/images/stories/RegTrigoSoja/resultados%20rus%20soja%20camp%2015-16.pdf
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 Riesgos: Sanciones económicas y suspensión del Registro Fiscal de Operadores de 

Granos. 

 

Legislación 

 Ley de Semillas Nº 20.247/73: es la norma madre en materia de producción y 

comercialización de semillas, así también como en protección de la propiedad de las 

creaciones fitogenéticas. 

 En relación al uso propio, el artículo 27 de esta ley establece que “no lesiona el 

derecho de propiedad sobre un cultivar quien entrega a cualquier título semilla 

mediando autorización del propietario, o quien reserva y siembra semilla para su 

propio uso, o usa o vende como materia prima o alimento el producto obtenido del 

cultivo de tal creación fitogenética”. 

 Ley de Marcas y Patentes Nº 24.572: 

 Artículo 6º, inciso g): “no se considera como una invención la materia viva y las 

sustancias preexistentes en la naturaleza”. 

 Artículo 7º, inciso b): no es patentable “la totalidad del material biológico y 

genético existente en la naturaleza o su réplica, en los procesos biológicos 

implícitos en la reproducción animal, vegetal y humana, incluidos los procesos 

genéticos relativos al material capaz de conducir su propia duplicación en 

condiciones normales y libres tal como ocurre en la naturaleza”. De acuerdo a este 

texto, podrían ser patentados los genes transgénicos, porque son unos materiales 

genéticos distintos al que se presenta en la naturaleza. 

 

VI) Condiciones del INASE para realizar una fiscalización estatal eficiente 

INASE - Descripción 

 El Instituto Nacional de Semillas (INASE) fue creado y reglamentado por el decreto 

2817/91 y es la autoridad de aplicación de la Ley Nº 20.247/73 de Semillas y 

Creaciones Fitogenéticas. 

 Es un organismo descentralizado, dentro de la Secretaría de Agricultura, Ganadería 

y Pesca del Ministerio de Agroindustria cuya finalidad es "promover una eficiente 

actividad de producción y comercialización de semillas, asegurar al productor 

agrario la identidad y calidad de la simiente que adquieren y proteger la propiedad 

de las creaciones fitogenéticas”. 
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 Depende financiera y económica del presupuesto anual que le asigne el Congreso 

de la Nación.  

 Tiene jurisdicción para actuar en todo el territorio nacional. 

 

Estructura actual del INASE  

 El INASE está conformado por un directorio al mando de un presidente 

(actualmente Raimundo Lavignolle) y a su vez, por seis dependencias de Unidad 

Presidencia: 

 Asesoría jurídica  

 Coordinación técnico – operativa de oficinas regionales 

 Coordinación de propiedad intelectual y recursos filogenéticos 

 Coordinación de Comunicación institucional 

 Coordinación de sistemas informáticos 

 Registro de usuarios de semillas de soja y trigo. 

 Organismos relevantes: 

 Dirección nacional de semillas; 

 Coordinación de Propiedad Intelectual y Recursos Fitogenéticos; 

 Dirección de Certificación y Control; 

 Dirección de Registro de Variedades; 

 Dirección de Calidad; 

 Registro Nacional de Operadores con Organismos Vegetales Genéticamente 

Modificados. 

 

Facultades sancionatorias del INASE 

Conforme establece la ley 20.247, el INASE podrá sancionar a quiénes: 

 entregaren semilla no identificada; 

 incurriesen en falsedad en cuanto a las especificaciones del rótulo del envase;  

 difundieren como semilla cultivares no inscriptos; 

 vendieren semilla de cultivares cuya comercialización no hubiera sido 

autorizada por el propietario;  

 infringiesen las resoluciones del Ministerio de Agroindustria y/o no estuviera 

inscripto en el Registro Nacional del Comercio y Fiscalización de Semillas. 

Las sanciones que podrá aplicarles son las siguientes: 
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 Apercibimiento; 

 Multa; 

 Decomiso; 

 Prohibición temporal de hacer uso propio; y/o 

 Suspensión temporal o definitiva de la inscripción en el Registro Nacional del 

Comercio y Fiscalización de Semillas. 

  

 Finalmente, en el padrón de incumplidores deberá detallar el nombre del 

infractor, su ubicación geográfica; la especie, variedad, y cantidad de la semilla; la 

infracción y la fecha en la que se cometió. Y por supuesto, realizar un seguimiento del 

incumplidor, para verificar que no se produzcan nuevos ilícitos. 

 

Análisis de la capacidad operativa 

 Resolución 187/15 del Min. de Agroindustria: los usuarios de semilla de soja 

contemplados en el Registro de Usuarios de Semilla de Soja y Trigo, deben 

presentar la Declaración Jurada con información y documentación sobre el origen 

de la semilla utilizada y reservada, cuando el monto de la facturación anual sea 

superior a tres (3) veces el monto correspondiente a la categoría más alta de 

monotributista. 

Ello logró que 8000 productores declaren el origen de su semilla, sobre 16.000 

productores esperados. 

Mediante esta resolución el Estado Nacional espera poder alcanzar la fiscalización 

de aproximadamente el 20 o 25 % del mercado. 

 Los funcionarios del INASE cuentan con facultades para inspeccionar, extraer 

muestras, hacer análisis y pruebas de semillas depositadas, transportadas, 

vendidas, ofrecidas o expuestas a la venta, en cualquier momento o lugar (ley 

20.247) 

 Tienen acceso a cualquier local donde existan semillas y podrán requerir e 

inspeccionar cualquier documentación relativa a ella. 

 Está habilitado para solicitar la cooperación funcional de otros organismos oficiales, 

así como el auxilio de la fuerza pública en todos los casos que lo considere 

conveniente. 

 Resolución 207/2016 Min. de Agroindustria 
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 Permite al INASE requerir y extraer del productor o remitente muestras de 

grano en el primer punto de entrega. 

 Establece que la toma de muestras y los testeos serán obligatorios en el 

comercio de granos, bajo la supervisión del INASE. 

 

Recursos con los que hoy cuenta el INASE 

 De acuerdo a uno de los anexos56 de la Ley Nº 27.341, en el año 2017 el INASE 

gozará de un presupuesto de $199.502.302. Este monto es un 66%57 superior al 

que le fue atribuido el año anterior. 

En el mismo período, el Ministerio de Agroindustria recibió un incremento del 16%. 

La diferencia en favor del INASE muestra el impulso que el PEN quiere dar al sector 

semillero y al Instituto. 

 De acuerdo con su Presidente, Raimundo Lavignolle, hoy en día cuentan 

aproximadamente con 300 millones de pesos, de los cuales 200 millones son gastos 

fijos. Los restantes 100 millones (un tercio de su presupuesto) son retenidos por el 

Ministerio de Hacienda para gastos generales del tesoro nacional. 

 El sitio web del INASE informa que el Instituto cuenta con una dotación de 100 

empleados58. Sumado a los contratos de locación de servicios, este número se 

eleva a 270. 

 

Estimación de los recursos que el INASE necesitaría para llevar adelante una 

fiscalización más eficiente  

 El INASE se encuentra desfinanciado y descapitalizado. Se financia principalmente a 

través del cobro de aranceles por los servicios prestados a los productores. 

 Su equipamiento está desactualizado y no tiene suficientes recursos para invertir en 

tecnología. Lo ideal sería contar con sistemas de inspección satelital, drones, GPS, 

softwares de facturación, recordatorio de declaraciones juradas para los usuarios, 

envases con códigos QR, sistemas de cruce de información con otros organismos, 

automóviles para traslados, etc. 

                                                             
56

 http://www.mecon.gov.ar/onp/html/presutexto/ley2017/jurent/pdf/D17E614.pdf  
57

 http://agroverdad.com.ar/2016/10/ingenieros-agronomos-cordoba-del-achique-del-presupuesto-
organismos-agropecuarios 
58

 http://www.INASE.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=79&Itemid=191 

http://www.inase.gov.ar/index.php?option=com_content&view=article&id=79&Itemid=191
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 El principal problema que enfrenta es presupuestario. No solamente por tratarse de 

un monto acotado, sino porque además éste es liquidado en cuotas y con ciertas 

demoras, que en muchas ocasiones no permiten pagar a tiempo los sueldos de 

algunos inspectores. Ello deriva en la cancelación de inspecciones o en que éstas 

sean llevadas a cabo de manera acotada. 

 Cuentan con una modesta cantidad de oficinas a lo largo del país. Algunas son 

regionales, y otras se distribuyen de acuerdo a la ubicación de los tipos de cultivo. 

 Asimismo, hoy en día controlan los productos derivados de las semillas. 

Preferentemente, se intenta focalizar el control en el proceso de obtención, para 

ahorrar trabajo directo en territorio. 

 Los inspectores y directivos gozan de un fuerte apoyo político, que respalda sus 

decisiones, por lo que en este aspecto no se detectan cuestiones a mejorar. 

 Respecto al Directorio, su composición es inviable. Está compuesto por seis 

representantes del sector privado y cuatro del público, provocando ello una sobre 

representación de los administrados que resulta ridícula y plantea parcialidad frente 

a sus intereses. 

Asimismo, por el tamaño del INASE, no tiene sentido que el número de integrantes 

sea mayor a ocho. Ello genera trabas y burocracia innecesaria. Debería 

determinarse la utilidad de un Directorio tan amplio, máxime cuando el organismo 

debe ser ejecutivo y dinámico.  

 Habría que fomentar la carrera profesional dentro del INASE para preparar mejor a 

sus empleados y permitirles proyectar su futuro de largo plazo dentro de la 

institución. Es requisito para esto sincerar la planta de empleados del organismo 

para que puedan profesionalizarse y eventualmente adquirir mayores jerarquías.  

 En cuanto a su trabajo con empresas y organismos privados, el INASE suele 

promover el desarrollo conjunto de tecnología. Asimismo, habitualmente firma 

convenios con universidades y organismos representantes del sector como la Bolsa 

de Cereales de Buenos Aires. 

 Bajo ninguna circunstancia delega el poder de policía en terceras personas o 

instituciones. 

 Según el Ing. Lavignolle, es necesario fortalecer las políticas públicas referentes al 

desarrollo e introducción de variedades y eventos tecnológicos que sean 

competitivas y asequibles para los pequeños y medianos productores. De lo 
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contrario, con las condiciones actuales del mercado, solamente las grandes 

empresas tienen respaldo suficiente para sobrevivir. Esto es así porque en 

Argentina se da una práctica abusiva del uso propio. Las semillas que utilizan los 

productores son mayoritariamente semillas guardadas. A los desarrolladores de 

variedades no les reditúa poner a la venta una variedad que luego de un par de 

años será comprada solamente por un porcentaje mínimo de los productores. 

En consecuencia, se ven forzados a sacar al mercado de forma constante y continua 

nuevas variedades. Para poder mantener este ritmo, hace falta tener una solvencia 

económica que generalmente solamente se encuentra en las grandes empresas. 

 

Opciones alternativas y complementarias en los mecanismos para el financiamiento de 

la fiscalización 

 Se pueden tomar varios ejemplos internacionales que podrían resultar de utilidad 

como políticas aplicables para mejorar el financiamiento del INASE en relación a sus 

acciones de fiscalización. Algunos de ellos son los siguientes: 

 Implementar el sistema de cobro de regalías “End Point Royalty”: 

El productor de la cosecha paga una regalía basada en la producción, en lugar 

de una tarifa establecida para la variedad correspondiente. Así, la regalía se 

paga cuando los productores entregan la mercadería. Si compraron semilla 

fiscalizada, muestran el comprobante y se les devuelve el dinero. 

  Sistema francés de “contribuciones voluntarias obligatorias”: 

Es un impuesto a la semilla, que es reembolsado parcialmente a los 

agricultores que compraron semilla certificada, mientras que aquellos que 

utilizan semilla guardada, no recibirán reembolso alguno. El 85% del dinero 

así recaudado va directamente a la industria de semillas, a fin de seguir 

financiando investigaciones. 

 Implementar asociaciones público-privadas para el control de la fiscalización: 

La parte privada puede aportar sus recursos financieros (tecnología, 

transporte, personal) a cambio de un porcentaje del cobro de las multas o 

cualquier otro acuerdo que pacte con el Estado. 

 De todas maneras, teniendo en cuenta las palabras del ing. Raimundo Lavignole, el 

quid de la cuestión reside en su restringido manejo de su propio presupuesto. Si 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 108 

tan solo les permitieran disponer de él con mayor libertad, su eficiencia aumentaría 

exponencialmente.  

 

Otras acciones para aumentar la fiscalización y reducir escalonadamente el uso de 

semilla no fiscalizada 

 El INASE debería contar con recursos para instalar oficinas locales o regionales de 

certificación en los distintos partidos en los que se lleve a cabo actividad agrícola, 

especialmente en aquellos en los que actualmente existe menor control. 

 Asimismo debería poder promover una estrategia de fomento, apoyo e incentivos al 

sector semillero de ese dichos partidos, de manera que los agricultores locales se 

sientan predispuestos a colaborar con la acciones fiscalización. 

 

Herramientas y tecnología aplicable 

 La Resolución N° 140/16 establece que todo sistema, procedimiento o método 

de control, muestreo y/o análisis que se utilice en el comercio de granos para pesar, 

medir, mejorar, conservar y analizar los mismos, deberá contar para su 

implementación, con la previa autorización del Ministerio de Agroindustria y aquellos 

que se apliquen y/o exijan incumpliendo lo establecido, serán considerados inválidos 

como así también las obligaciones que de ellos deriven. 

 A raíz de esta normativa, es deber primordial del Ministerio velar por el 

cumplimiento estricto del ordenamiento jurídico a través de actividades de control y 

fiscalización necesarias en la comercialización de granos y productos agrícolas. 

 Para una mejor fiscalización habría que implementar, al menos, algunas de las 

siguientes soluciones tecnológicas: 

 Sistemas de inspección satelital 

 Drones 

 GPS 

 Softwares de facturación 

 Softwares con recordatorio de declaraciones juradas  para los usuarios 

 Envases de semillas con códigos QR 

 Sistemas de computación para el cruce de información con otros organismos 

 Provisión de automóviles al INASE 

 Provisión de nuevas computadoras (portátiles) 
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 Sistemas portátiles de muestreo 

 

VII) Conclusiones 

 Claramente se registra un problema en el respeto a la propiedad intelectual de 

las semillas certificadas, y el uso de ellas en nuestro país. Ello debe ser solucionado, ya 

que es un elemento crucial para el desarrollo productivo y el futuro económico de 

nuestro país. Por eso mismo, tal situación no debe ser entendida como un antagonismo 

entre los productores agropecuarios y la industria semillera. Cambiar dicho enfoque es 

esencial. 

 La industria semillera nacional goza de elevados niveles de calidad, es 

innovadora, propicia la generación de empleo genuino de alta especialización, favorece 

el crecimiento de la actividad agroindustrial y potencia nuestra capacidad productiva. 

Es además un sector industrial con alta demanda internacional cuyos servicios pueden 

ser exportados. No obstante ello, cada vez que se vulneran los derechos de propiedad, 

se está dando un paso atrás en la competitividad de nuestro país. 

 Sentar reglas claras para la protección de los derechos de quienes invierten y 

trabajan para lograr variedades vegetales que promueven mejores rindes, servirá 

además para apuntalar especialmente a las Pymes locales del sector. Dichas empresas, 

en su mayoría familiares, tienen menor capacidad financiera que las multinacionales. 

Por tal motivo, la protección de sus derechos implica en muchos casos su supervivencia 

y la posibilidad de que sigan investigando y colocando nuevas variedades en los 

mercados local y externo. 

  

VIII) Texto normativo propuesto 

 

 A fin de plasmar los conceptos vertidos precedentemente y convertirlos en una 

propuesta de política pública que dote al INASE de la autarquía que debería tener para 

poder desarrollar sus funciones de manera adecuada y eficiente, se ha esbozado el 

siguiente texto normativo, que propone modificar el decreto 2817/91 y la ley 25.845. 

 Cabe aclarar que dicho texto es una propuesta para el debate del sector 

productivo y de los actores públicos, siendo ella perfectible y logrando un articulado 

final consensuado por los distintos intervinientes en el proceso. 
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 Se trata de un texto que podría ser impulsado como proyecto de ley, para un 

debate parlamentario, o por sus características legales, como un Decreto del Poder 

Ejecutivo de la Nación. 

 

Artículo 1º.- Sustitúyase el artículo 4º del decreto 2817/91, el que quedará redactado 

de la siguiente manera: 

“Artículo 4º.- El Instituto Nacional de Semillas (INASE) tendrá las siguientes 

atribuciones y obligaciones: 

a) Entender en la certificación nacional e internacional, observando los 

acuerdos celebrados o a celebrar en tal materia, de la calidad fisiológica, 

física y genética de todo órgano vegetal destinado o utilizado para 

siembra, plantación o propagación. 

b) Ejercer el poder de policía conferido por la ley N° 20.247 

c) Expedir los títulos de propiedad a las nuevas variedades de plantas 

conforme a las normas nacionales y a los acuerdos internacionales 

bilaterales o multilaterales firmados o a firmarse en la materia. 

d) Celebrar convenios con organismos públicos nacionales, provinciales y 

municipales o sus reparticiones dependientes, así como con organismos 

internacionales o entidades privadas o públicas, nacionales o extranjeras, 

para, entre otros objetivos, potenciar, desregular y descentralizar el 

cumplimiento de las funciones del INASE. 

Las tareas de control y fiscalización propias del INASE a partir de las cuales 

puedan ser aplicadas multas y sanciones no podrán ser delegadas. No 

obstante lo antedicho, el INASE podrá celebrar convenios con entidades 

públicas y/o privadas, nacionales y/oo extranjeras destinados a financiar 

las labores de control que le son propias. 

e) Elaborar y proponer al Ministro de Agroindustria de la Nación las normas 

técnicas de calidad de las semillas y creaciones fitogenéticas y 

biotecnológicas”. 
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Artículo 2º.- Sustitúyase el artículo 4º de la ley 25.845, el que quedará redactado de 

la siguiente manera:59 

“Artículo 4º.- Para el desarrollo de sus funciones y actividades el Instituto Nacional de 

Semillas (INASE) dispondrá de los siguientes recursos económicos: 

a) Los provenientes de las tasas y aranceles que perciba. 

b) Los provenientes de las multas y sanciones que aplique. 

c) Los provenientes de donaciones y legados que reciba. 

d) Los intereses y rentas que devenguen las inversiones de los recursos 

obtenidos. 

e) Los recargos por mora en el pago de las multas, tasas y aranceles que 

perciba. 

f)      Los fondos provenientes de los convenios y acuerdos que suscriba con 

organismo públicos nacionales, provinciales y municipales; con organismos 

internacionales y/o con entidades públicas o privadas nacionales o 

extranjeras. 

g) Los aportes extraordinarios del Tesoro Nacional. 

h) Los fondos provenientes de acuerdos y convenios para el financiamiento de 

las actividades de control y fiscalización propias del INASE no podrán ser 

aplicados para el desarrollo de tareas y/o atribuciones que difieran de 

aquellas. 

i)      Las multas y sanciones que el INASE aplique por el uso de semillas 

certificadas respecto de las cuales no se hubieren pagado las regalías 

correspondientes no, podrán ser de un monto inferior al de éstas últimas.” 

 

Artículo 3º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
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8 

Gestión municipal de los aceites vegetales usados 

 

Resumen ejecutivo 

Los aceites vegetales forman parte de la dieta humana desde hace milenios, y su 

utilización para la cocción de alimentos mediante la fritura está muy extendida a nivel 

global. Luego de ser usados, dichos aceites se convierten en un residuo que debe ser 

tratado apropiadamente ya que, no hacerlo de ese modo, genera daños en la 

infraestructura de saneamiento urbana y contaminación en el suelo y el agua. Por tal 

motivo, muchas ciudades han desarrollado programas para la gestión adecuada de los 

aceites vegetales usados y su posterior valorización. En base a lo precedentemente 

citado, en el presente trabajo se proponen ideas para que los municipios adopten 

medidas tendientes a regular la correcta gestión de este tipo de residuos urbanos. 

 

Introducción 

Los aceites vegetales son triglicéridos extraídos de determinadas plantas. Su 

textura se puede describir como líquida y grasa. La mayoría de los aceites vegetales 

resulta útil para dos posibles funciones: el uso culinario, sea como ingrediente o como 

medio para la cocción de frituras, y para la producción de combustibles como el 

biodiesel. Los aceites vegetales más comunes son los de palma, soja, colza y girasol. 

Se estima que alrededor del 90% total del aceite vegetal se emplea para la 

gastronomía, mientras que el 10% restante se destina a usos industriales, como ser la 

producción de cosméticos, pinturas y combustibles60.  

Luego de ser utilizados para la cocción de alimentos, los aceites vegetales se 

convierten en un residuo, y si son desechados incorrectamente pueden generar 

problemas económicos como la obstrucción de cañerías y los daños en las redes 

cloacales, y ambientales debido a la contaminación de los cursos de agua y el suelo. 

Por tales motivos es necesario que el Estado, principalmente el municipal, desarrolle las 

políticas públicas necesarias para realizar una gestión adecuada de este residuo urbano 
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 Bolsa de Comercio Rosario, 
https://www.bcr.com.ar/Pages/Publicaciones/infoboletinsemanal.aspx?IdArticulo=1084  
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que, además puede ser valorizado mediante la producción de biocombustibles a partir 

de dicha materia prima.  

  

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I) Experiencia internacional  

I) Experiencia local  

II) Propuesta  

III) Conclusión  

I) Experiencia Internacional 

Salamanca, Reino de España 

 El ayuntamiento de Salamanca formó en 2010 un convenio con la cooperativa 

Porsiete61. Mediante dicho convenio se implementó un sistema de recolección de 

aceites vegetales usados (AVUs) generados en el ámbito doméstico. El principal 

objetivo de dicho sistema es la conservación del medio ambiente evitando que dichos 

residuos contaminen los cauces de agua y el suelo. Asimismo, el plan tiene un segundo 

objetivo orientado a utilizar los AVUs como materia prima en la producción de 

biodiesel. Gracias a dicha política pública no solo se da solución a un problema 

ambiental, sino que además, se genera un beneficio económico. Vale agregar además 

que el biodiesel disminuye el consumo de combustibles fósiles, generando otra 

externalidad positiva en el ambiente ya que estos últimos son causantes de la emisión 

de gases de efecto invernadero en la atmósfera. Para llevar al cabo el sistema, el 

ayuntamiento de Salamanca instaló contenedores dentro de los cuales los vecinos 

pueden entregar sus AVUs. La recolección y el reciclado de dichos aceites son 

realizados por la cooperativa que luego se encarga de comercializar el biodiesel que se 

obtiene a partir de aquellos. 

 

Palm Beach, Estados Unidos de América 

 El ayuntamiento de Palm Beach ha implementado un programa para la 

correcta gestión los AVUs. Dicho programa consiste en la realización de campañas 
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 Agencia para la difusión de la ciencia, http://www.dicyt.com/noticias/el-ayuntamiento-de-salamanca-
implanta-el-sistema-de-recogida-de-aceite-vegetal-domestico  

http://www.dicyt.com/noticias/el-ayuntamiento-de-salamanca-implanta-el-sistema-de-recogida-de-aceite-vegetal-domestico
http://www.dicyt.com/noticias/el-ayuntamiento-de-salamanca-implanta-el-sistema-de-recogida-de-aceite-vegetal-domestico
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informativas y educativas mediante las cuales se le explica al vecino los perjuicios que 

ocasiona el vertido del aceite por las cañerías y la importancia de desecharlo 

correctamente. Asimismo,  Palm Beach cuenta con varios puntos de recepción donde 

los vecinos pueden desechar los AVUs62 generados en sus domicilios para que, con 

posterioridad, el municipio los gestione correctamente. 

 

Santiago, Chile.  

 El gobierno de Santiago de Chile ha instalado los denominados “puntos 

limpios” o “puntos verdes” en los cuales los vecinos depositan los AVUs generados en 

sus hogares. Además de dichos puntos de recepción, en Santiago se tercerizó su 

recolección y tratamiento en empresas privadas. Una de dichas empresas es Rendering 

Chile la cual, en tan solo quince años, pasó de ser un pequeño emprendimiento que 

operaba únicamente en Santiago, a ser un exitoso negocio que gestiona los AVUs de 

varias ciudades chilenas63 para luego transformarlos en biodiesel que con posterioridad 

es exportado a Europa. En 2017 Rendering Chile exportó 6.000 toneladas de dicho 

biocombustible64. 

 

II) Experiencia local 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

 La Ciudad de Buenos Aires cuenta con diferentes planes para la gestión de 

AVUs. Dichos planes apuntan, por un lado a los generados en el ámbito doméstico y, 

por el otro, a aquellos  cuyo origen se encuentra en los medianos y grandes 

generadores. 

 Con el fin de llevar a cabo una buena gestión de dichos residuos, la Ciudad de 

Buenos Aires a dispuesto “puntos verdes” en los cuales los vecinos pueden disponer 

correctamente los generados en sus hogares. Los AVUs que se depositan en esos 

centros de recepción son luego gestionados por el gobierno local. 

 Por otro lado, como ya se indicó, están los medianos y grandes generadores 

de AVU’S. Se trata de aquellos establecimientos comerciales e industriales cuya 
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 Palm Beach County, https://swa.org/173/Used-Cooking-Oil  
63

 Emol Noticias http://www.emol.com/noticias/Economia/2017/06/06/861524/Biocombustible-a-base-de-
aceite-de-fritura-usado-El-nuevo-producto-que-Chile-exporta-a-Europa.html  
64

 Rendering Chile, http://www.rendering.cl/  

https://swa.org/173/Used-Cooking-Oil
http://www.emol.com/noticias/Economia/2017/06/06/861524/Biocombustible-a-base-de-aceite-de-fritura-usado-El-nuevo-producto-que-Chile-exporta-a-Europa.html
http://www.emol.com/noticias/Economia/2017/06/06/861524/Biocombustible-a-base-de-aceite-de-fritura-usado-El-nuevo-producto-que-Chile-exporta-a-Europa.html
http://www.rendering.cl/
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actividad genera ese tipo de residuos especiales. Para dichos actores, la ciudad ha 

creado un Registro de Generadores, Operadores y Transportistas de Aceites Vegetales 

Usados (REGOTAVU) mediante la ley 3.16665, la cual fue reglamentada por el decreto 

239/10 y la resolución 94 APrA/10. En dicho registro deben inscribirse las personas 

físicas o jurídicas que, debido a sus actividades comerciales e industriales generan 

AVUs (comedores, establecimientos gastronómicos, hoteles, supermercados, etc.). En 

él también deben registrarse quienes desarrollan actividades vinculadas a la 

recolección, manipulación, almacenamiento, transporte y tratamiento y disposición 

final de dichos residuos.  

 La reglamentación de ley 3.166 establece que los medianos y grandes 

generadores de AVUs deben almacenarlos en espacios cerrados y en perfectas 

condiciones de higiene. Para el almacenamiento se deben utilizar bidones secos y 

limpios cuya capacidad permita su fácil manipulación y transporte. Dichos generadores 

deben contratar a un transportista inscripto en el REGOTAVU para el retiro de los AVUs 

almacenados. 

 

Rosario, provincia de Santa Fe 

 En la ciudad santafesina de Rosario, el gobierno municipal sancionó en 2015 la 

Ordenanza 9.48266 mediante la cual se creó el Programa Aceite Vegetal Usado (AVUs) 

destinado a la gestión de dichos residuos cuya generación se hubiere producido en 

domicilios particulares. Los objetivos del programa AVUs son: 

 Promover campañas de concientización sobre el impacto negativo que los 

AVUs generan en el medio ambiente.  

 Informar a la población sobre la forma en que los AVUs deben ser desechados.  

 Indicar los puntos en los que los AVUs pueden ser depositados. 

  

 Para cumplir con dichos objetivos se implementó un sistema para la 

recolección de AVUs mediante la instalación de contenedores públicos y la entrega de 

recipientes para su almacenamiento temporario. Los recipientes son entregados a 

quien lo solicite para ser depositados en los contenedores mencionados anteriormente. 
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 Ley 3166, http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/ley.pdf  
66

 Concejo Municipal de Rosario,  
http://www.rosario.gov.ar/normativa/verArchivo?tipo=pdf&id=111972  

http://www.buenosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/ley.pdf
http://www.rosario.gov.ar/normativa/verArchivo?tipo=pdf&id=111972
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Cada vez que un vecino deposita en los contenedores de AVUs un bidón, se le devuelve 

otro vacío y limpio para su utilización posterior. La ordenanza 9482 estableció además 

la realización de una campaña educativa para informar a los vecinos acerca de los 

daños económicos y medioambientales que ocasiona la mala disposición de los AVUs. 

Según datos suministrados por la municipalidad de Rosario, en 2017 se recolectaron en 

dicha ciudad 2.377 litros de AVUs67. 

 Con lo que se recolecta, el gobierno rosarino lleva adelante un programa, 

creado en conjunto con la Fundación de Investigaciones Energéticas y 

Medioambientales destinado al reciclado de AVUs denominado ProgrEcO. Asimismo la 

municipalidad de Rosario trabaja en cooperación con la empresa Rosario Bioenergy que 

produce biodiesel a partir de las materias primas obtenidas de la producción 

agropecuaria y del reciclado de AVUs recolectados68.  

  

Salta, provincia de Salta 

En 2013 la capital salteña sancionó la ordenanza municipal 14.57569 mediante 

la cual se creó el Registro de Generadores y Operadores Habilitados de AVUs. La 

ordenanza tiene por objeto la regulación, control y gestión de dichos residuos. Entre 

las acciones que comprende la norma, están aquellas vinculadas a la generación, 

manipulación, recolección, almacenamiento, transporte, tratamiento y disposición final 

de los AVUs. Para lograr su cometido, la norma establece que quienes los generen y 

operen con ellos deben inscribirse en el registro. A cada una de dichas categorías se le 

otorga el certificado correspondiente. Por un lado tendremos entonces el certificado de 

gestión ambiental, destinado a los generadores; y por el otro, el de gestión ambiental, 

para los operadores que se dedican a la recolección, almacenamiento temporario, 

transporte, tratamiento y disposición final de los AVUs. Mediante los certificados se 

indican las actividades que los inscriptos en cada categoría se encuentran facultados a 

realizar dentro de la cadena de gestión del residuo. Dicho certificado acredita además 

la aprobación del sistema para el almacenamiento y transporte que los inscriptos en el 

registro implementan para su disposición final. El certificado tiene un plazo de validez 

                                                             
67

 Municipalidad de Rosario, https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/medio-ambiente/reciclado/aceite-
vegetal-usado  
68

 Rosario BioEnergy, http://www.rosariobioenergysa.com/  
69

 Municipalidad de Salta, http://200.68.105.23/cdsalta-digesto.gov.ar/ordenanzas/O-2013-14575.htm  

https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/medio-ambiente/reciclado/aceite-vegetal-usado
https://www.rosario.gov.ar/web/ciudad/medio-ambiente/reciclado/aceite-vegetal-usado
http://www.rosariobioenergysa.com/
http://200.68.105.23/cdsalta-digesto.gov.ar/ordenanzas/O-2013-14575.htm
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de un año. Vencido dicho plazo, el certificado debe ser renovado para poder seguir 

actuando regularmente como generador u operador de AVUs. 

El incumplimiento de lo dispuesto por la ordenanza 14.575 da lugar a la 

aplicación de las siguientes sanciones: 

 Multa 

 Suspensión preventiva. 

 Suspensión por tiempo determinado. 

 Suspensión definitiva de la actividad 

 

 Además de cumplir con las normas municipales, los operadores que realicen el 

tratamiento y reciclado de AVUs para la producción de biodiesel, deberán cumplir con 

las disposiciones provinciales y nacionales que rigen en la materia. Deberán además 

tener sus instalaciones dentro de los parques industriales habilitados por la provincia 

para tales actividades. 

 

Trelew, Chubut 

En 2013 el Concejo Deliberante de la ciudad de Trelew promulgó la ordenanza 

municipal 1180870. Dicha norma regula el control y la gestión de los AVUs generados 

en aquella ciudad. La ordenanza 11808/13 fue sancionada ante la necesidad del 

municipio de Trelew de prevenir la contaminación hídrica y la del suelo, como así 

también proteger la infraestructura de saneamiento básico de la ciudad, de los daños 

que puede causar la mala gestión de los AVUs. Por medio de dicha ordenanza se 

prohíbe verter o disponer tales residuos, directa o indirectamente, en las redes y 

colectores cloacales, conductos pluviales, sumideros, cursos de agua o en el suelo. 

Asimismo, se prohíbe el uso de AVUs, solos o mezclados, como alimento o insumo para 

producirlos. La norma crea además el Registro de Establecimientos Generadores, 

Transportistas y Operadores de Aceites Vegetales Usados en el que se deben inscribir 

los generadores, transportistas y operadores que desarrollen sus actividades dentro de 

la Ciudad de Trelew.  
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 Municipalidad de Trelew, https://www.trelew.gov.ar/wp-content/uploads/bsk-pdf-manager/2017-07-
19_53.pdf  

https://www.trelew.gov.ar/wp-content/uploads/bsk-pdf-manager/2017-07-19_53.pdf
https://www.trelew.gov.ar/wp-content/uploads/bsk-pdf-manager/2017-07-19_53.pdf


POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 119 

En los casos de incumplimiento, la ordenanza establece una serie de sanciones 

según la gravedad en que se hubiere incurrido. Entre dichas sanciones, se pueden 

mencionar las siguientes: 

 Apercibimiento 

 Multa 

 Clausura  

 Decomiso  

 Baja de habilitación comercial, entre otras. 

 

III) Propuesta 

No hay dudas acerca de la necesidad que todo municipio tiene de realizar una 

adecuada gestión de los AVUs que en ellos se generan. No hacerlo de ese modo 

produce contaminación ambiental y daños en la infraestructura de saneamiento local, 

como así también inconvenientes edilicios a causa de la obstrucción de cañerías. Para 

evitar dichos problemas, los municipios deben crear marcos legales que promuevan la 

correcta disposición y recolección de los AVUs y establezcan su correcto tratamiento 

posterior. 

El primer paso que los municipios deben dar para crear un marco legal al 

respecto consistirá en tomar la decisión política de hacerlo, para luego pasar a estudiar 

las mejores maneras de llevar las iniciativas a la práctica. La forma en que cada 

municipio decida cómo actuar dependerá de su población, de la cantidad de pequeños 

y grandes generadores y, principalmente, de la cantidad de AVUs que allí se produzcan 

y deban ser desechados. 

Los programas municipales podrán además ser ejecutados de diferentes 

maneras. Algunos se enfocarán en establecer puntos de recolección donde el vecino 

puede depositar los AVUs generados en sus hogares. Los municipios podrán también 

optar por tercerizar o concesionar el servicio para que una empresa privada se 

encargue de la instalación de puntos verdes, de la recolección domiciliaria y el 

tratamiento y reciclaje de estos residuos especiales. 

Otros municipios podrán exigir la autorización municipal y el cumplimiento de 

ciertos requisitos y la inscripción de los generadores, los transportistas, los operadores 

y los recicladores de AVUs en un registro especial. En determinados casos las 
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autoridades municipales podrán obligar incluso a contar con determinada 

infraestructura para poder gestionar dichos residuos responsablemente. 

Asimismo, se podrá optar por firmar convenios con empresas privadas que 

luego se encargarán del reciclado los AVUs para producir biodiesel y llevar a cabo su 

comercialización, generando con ello un beneficio económico a nivel local.  

 

IV) Conclusión  

 La propuesta aquí presentada propicia disminuir las consecuencias negativas, 

tales como contaminación del agua y el daño de los sistemas cloacales de los 

municipios, que pueden generarse al desechar incorrectamente los AVUs.  

A fin de que la política pública aquí propuesta sea integral, se requiere además 

la información, comunicación y publicidad por parte de los municipios para que los 

ciudadanos y los grandes generadores de AVUs conozcan las reglas que rigen en la 

materia. 

 En conclusión, es necesario que el Estado, en este caso municipal, elabore 

políticas activas para evitar el impacto negativo que genera la mala gestión de los 

AVUs. 
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9 

Incentivos para la registración de armas de fuego 

 

Resumen ejecutivo 

Argentina cuenta con una de las normas más eficaces y completas, a nivel mundial, 

para la regulación de la tenencia y el uso de armas de fuego por parte de los 

particulares. No obstante ello, la aplicación de sucesivos requerimientos burocráticos y 

económicos por parte del Estado Nacional, con el pretexto de combatir el delito, ha 

reportado escasos resultados palpables y ha generado un aumento en la cantidad de 

armas dentro del mercado irregular. Con el fin de reducir la cantidad de armas ilegales, 

en el presente informe se propone la simplificación de los trámites para la registración 

de las armas por parte de la ciudadanía. 

 

I) Regulación de la tenencia de armas en Argentina 

 En Argentina rige desde 1973 la ley 20.249. Dicha norma regula todos los 

aspectos relacionados con las armas y los explosivos. En ella se establecen las 

categorías de armas de fuego, las condiciones y los requisitos existentes para que una 

persona acceda al permiso para tenerlas y usarlas. Hasta 2015 la autoridad de 

aplicación de la ley 20.249 era el Registro Nacional de Armas (RENAR). En la 

actualidad, el ente encargado de aplicar la ley es la Agencia Nacional de Materiales 

Controlados (ANMAC). Ella funciona de manera descentralizada bajo la órbita del 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. 

 La ANMAC tiene a su cargo, entre otras funciones, el registro de la las armas 

de fuego. Actualmente en sus registros hay inscriptas alrededor de 1.500.000 armas. 

Según la ANMAC el 85% de dichas armas están en manos de particulares debidamente 

inscriptos como legítimos usuarios de armas de fuego. El 15% restante pertenece a las 

fuerzas armadas y las fuerzas de seguridad. Y si bien hoy no se cuenta con datos 

oficiales respecto de la cantidad de armas de fuego ilegales que hay en Argentina, se 

estima que dicha cifra podría ir desde el millón y medio a los cuatro millones. 

 

II) Condición del legítimo usuario de armas de fuego 
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 Como se menciona precedentemente, para poder tener y/o usar legalmente 

un arma de fuego, hay que contar previamente con la autorización de la ANMAC. Dicha 

autorización se materializa a través de una credencial (CLU), extendida por dicho 

organismo con una validez de cinco años y en la que consta que su titular es un 

legítimo usuario de armas de fuego. 

 En nuestro país, según la ANMAC, hay casi un millón de legítimos usuarios de 

armas de fuego. Vale destacar que la simple registración como legítimo usuario, no 

habilita a la persona a portar armas, es decir, a llevarlas cargadas en la vía pública. El 

legítimo usuario solamente puede tener las armas en su casa y transportarlas 

descargadas para su uso deportivo (tiro o caza) en lugares habilitados para tales fines. 

El legítimo usuario que además quiere portar armas, debe cumplir con otros trámites 

mucho más estrictos que los necesarios para la obtención de la CLU. 

 El costo para obtener la CLU, en la actualidad, es de $1.000 y su tramitación 

demora alrededor de tres meses. Vencidos los cinco años contados desde el momento 

en que fue otorgada, la CLU debe ser renovada por el legítimo usuario. 

 Para ser legítimo usuario de armas de fuego y poder obtener la CLU, se deben 

cumplir los siguientes requisitos: 

 no tener antecedentes penales 

 contar con un medio lícito de vida 

 demostrar aptitud en el manejo seguro de armas de fuego 

 estar apto física y psicológicamente para tener y/o usar armas de fuego 

 

 Al costo de $1.000 antes mencionado se deben sumar las tarifas 

correspondientes a la tramitación de los certificados de idoneidad en el manejo de 

armas y de aptitud física y psicológica. Con lo cual, el costo total del trámite, alcanza 

en la actualidad los $4.500. El incremento en los costos para obtener la CLU 

desincentiva su tramitación y renovación, al tiempo que genera que las armas 

debidamente registradas pasen a formar parte de un una categoría indefinida de 

armas, puesto que, si bien están inscriptas, su titular estará en infracción. Dicha 

situación genera que el número de armas en la informalidad se incremente en relación 
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a las que están debidamente registradas. Es decir, ocurre todo lo contrario a lo que el 

buen criterio indica y a lo que la ley persigue. 

 

III) Propuesta programática 

 Lo antedicho reviste mayor importancia especialmente si se tiene en cuenta 

que la mayoría de los delitos con empleo de armas de fuego que se comenten en 

nuestro país se llevan a cabo con armas no declaradas. Ello demuestra que para 

combatir la inseguridad de nada sirve obstaculizar la registración de los legítimos 

usuarios y sus armas, sino todo lo contrario. Es mediante el fomento de la registración 

que se logrará disminuir la cantidad de armas de fuego existentes por fuera del radar 

fiscalizador del Estado y de las que los delincuentes se valen como “herramientas de 

trabajo”. 

 En el presente trabajo se proponen ideas para eliminar las armas de fuego 

ilegales, fomentar la registración de armas de fuego legales en poder de la ciudadanía, 

establecer condiciones de seguridad en la práctica del tiro, y promover la práctica del 

deporte en general y del tiro deportivo en particular. Para lograr los objetivos 

precedentemente citados se proponen las medidas que a continuación se explican. 

 En primer lugar, se propone que la autoridad de aplicación en la materia, es 

decir la ANMAC, establezca parámetros estrictamente definidos de idoneidad técnica, 

física y psicológica para la tenencia y el uso de armas de fuego. Ello permitirá 

establecer criterios objetivos adecuados puntualmente a lo que la manipulación, 

tenencia, uso, almacenamiento y guarda de armas de fuego respecta. Para ello será 

crucial que los conocimientos de los instructores de tiro sean suficientes a fin de 

evaluar si los aspirantes a ser legítimos usuarios de armas de fuego, o renovar dicha 

condición, cuentan con las cualidades pertinentes. 

 Lo mismo se puede afirmar respecto de las condiciones de salud física y 

mental para ser legítimo usuario de armas. La autoridad de aplicación deberá 

establecer, entendemos, el contenido de las evaluaciones psicofísicas que los 

profesionales de la salud a cargo deberán realizar sobre los legítimos usuarios. 

 La ANMAC deberá definir con exactitud el contenido y alcance de las 

evaluaciones previamente referidas para que sean aplicables estrictamente a la 

materia que tiene bajo su órbita: la idoneidad en todos sus aspectos para el uso de 

armas. 
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 En segunda instancia, se propone agregar entre los requisitos para ser 

legítimo usuario la obligatoriedad de ser socio de un club de tiro. Al respecto vale 

destacar que en nuestro país existen instituciones deportivas con más de cien años de 

historia dedicadas a la práctica del tiro. Se trata de los célebres “Tiros Federales” cuyo 

lema fundacional es “aquí se aprende a defender a la Patria”. Dichos clubes abundan 

en las ciudades de todo el país, y además de servir como puntos de reunión social y 

deportivos, brindan espacio para la práctica del tiro con armas de fuego, requisito 

básico para el manejo de armas en forma segura y responsable. Entendemos que dicho 

requisito es esencial para ser legítimo usuario de armas puesto que la constante 

práctica es crucial para familiarizarse en su uso bajo condiciones de constante control y 

la observancia de estricta seguridad. 

 La pertenencia a un club de tiro, permite además que sean estas instituciones 

las que, gracias a su infraestructura y conocimientos sobre la materia, brinden el 

espacio ideal para que las evaluaciones de idoneidad se lleven a cabo. Para ello, 

deberán contar con un cuerpo de instructores de tiro y un gabinete profesional que 

realicen los exámenes médicos y psicológicos especialmente diseñados y evalúen la 

capacidad de una persona para tener y/o usar armas de fuego. 

 En base a lo anteriormente explicado, y con la finalidad de que los clubes de 

tiro puedan llevar a cabo dichas tareas, se propone que tales instituciones cobren a sus 

socios una cuota mínima anual equivalente a los cien litros de nafta súper de 95 

octanos de la empresa YPF. Dicha cuota deberá ser pagada por los socios de la 

institución en doce cuotas iguales, mensuales y consecutivas. El monto será 

actualizado los días 1º de enero y 1º de julio de acuerdo al precio del litro del 

combustible escogido como referencia tomado al último día hábil del mes anterior. 

 Con el pago de dicha cuota, cada club de tiro podrá hacer frente a los gastos 

que demande el desarrollo de las evaluaciones técnicas y psicofísicas, obligatorias para 

la tramitación de la CLU, a las que se sometan sus asociados. Los clubes podrán 

además cobrar a sus asociados, y a su arbitrio, una cuota mayor en función de otros 

costos, servicios y prestaciones deportivas y sociales que en ellos se desarrollen. 

 La falta de pago de tres cuotas consecutivas será causal para la suspensión 

del moroso en su condición de legítimo usuario. Dicha suspensión será eliminada con la 

regularización de los pagos adeudados. 
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 Como se ha expresado anteriormente, entre los fines perseguidos en el 

presente trabajo está la promoción del deporte en Argentina. Por tal motivo, se 

propone que el 30% del monto establecido como cuota social mínima sea coparticipado 

por los clubes de tiro al Estado para que formen parte del presupuesto anual de la 

Secretaría de Deportes de la Nación. Si se toma en cuenta el precio de $40 que 

actualmente tiene el litro de nafta súper y que en Argentina hay cerca de un millón de 

legítimos usuarios, el 30% de lo que los clubes estarán obligados a coparticipar, 

representa una cifra de $1.200 millones. Suma de gran importancia, más aún si se 

tiene en cuenta que para 2019 el presupuesto destinado a la Secretaría de deportes 

será de $991 millones. 

 Un aspecto clave al que previamente se ha hecho mención, pero sobre el que 

vale la pena insistir para dimensionar las ventajas que reportará la aplicación de lo que 

aquí se propone, es la incorporación de armas que hoy están fuera del control estatal 

al registro de la ANMAC. Como ya se anticipó, hay entre un millón y medio y cuatro 

millones de armas en poder de particulares que no están registradas. Claramente no 

todas esas armas se encuentran en poder de malvivientes, lo que no implica que el 

Estado deba permanecer inactivo al respecto. 

 Se han hecho intentos para reducir la cantidad de armas de fuego en situación 

irregular mediante programas para su entrega voluntaria. Desde el año 2007 se 

entregaron al RENAR, y luego a la ANMAC, alrededor de 175.000 armas de fuego. 

Dicha cifra, pese a ser muy elevada, apenas alcanza al 10% de la cantidad que 

mínimamente se calcula que está en el circuito ilegal. Por tal motivo, entendemos que 

el alcance de esas medidas puede potenciarse si se lleva adelante un programa de 

registración de armas que nunca hubiesen estado inscriptas. En virtud de ello se 

incrementará la capacidad de trazabilidad de dichas armas por parte del Estado. Vale 

aclarar al respecto que no podrán inscribir dichas armas quienes no reúnan las 

condiciones establecidas para ser legítimo usuario. 

 A lo antedicho se puede sumar otra medida que sin dudas favorecerá la 

registración de las armas en situación irregular. Nos referimos puntualmente a aquellas 

armas cuya titularidad está pendiente de atribución debido a demoras propias de la 

administración. Hay centenares de expedientes en los cuales se están tramitando 

traspasos de armas entre particulares y que por causales intrínsecas de la ANMAC 

permanecen en una nebulosa, propiciando incluso que ingresen al circuito irregular. 
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Entendemos que una resolución expedita de dichas actuaciones, brindará también 

resultados positivos en lo que hace a los esfuerzos de reducir la cantidad de armas 

ilegales en el país. 

 

IV) Conclusión 

 A modo de conclusión, podemos afirmar, en primer lugar, que la aprobación 

de una norma en los términos que a continuación se propone, permitirá potenciar los 

esfuerzos que desde hace más de una década se vienen haciendo para eliminar las 

armas que engrosan el mercado negro. Asimismo, gracias a la adopción de parámetros 

objetivos de evaluación, se podrán incrementar las medidas de seguridad en todo lo 

que hace a la tenencia, manipulación y uso de armas de fuego por parte de los 

particulares. A contribuirá el aporte de las instituciones deportivas dedicadas a la 

práctica del tiro, puesto que son ellas las que más y mejor conocen acerca del tema. Lo 

más destacable de la presente propuesta, es que su implementación no solamente 

omite el desembolso de partidas presupuestarias del Estado, sino que, por el contrario, 

las aumentará, duplicando incluso el presupuesto de la Secretaría de Deportes de la 

Nación.  

 

V) Texto normativo propuesto 

Artículo 1º.-  OBJETIVOS. Los objetivos de la presente ley son: 

a) Eliminar las armas de fuego ilegales en la República Argentina 

b) Fomentar la registración de armas de fuego legales en poder de la ciudadanía 

c) Establecer condiciones de seguridad en la práctica del tiro 

d) Promover la práctica del deporte en general y del tiro deportivo en particular 

 

Artículo 2º.- DEFINICIONES. A los fines de la presente ley se entenderá por arma de 

fuego y sus sub clasificaciones; legítimo usuario; tenencia; asociaciones de tiro y sus 

miembros; como así también todo otro concepto, en igual sentido en que se 

encuentran definidos por la ley 20.429 y su decreto reglamentario 395/1975. 
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Artículo 3º.- CRITERIOS OBJETIVOS DE IDONEIDAD. La autoridad de aplicación de la 

presente ley establecerá los criterios objetivos específicos para la evaluación de la 

idoneidad técnica, la idoneidad física y la idoneidad psicológica necesarias para ser 

legítimo usuario de armas de fuego. Asimismo, la autoridad de aplicación establecerá 

los conocimientos y condiciones profesionales que deberán reunir quienes, de acuerdo 

a lo establecido por la presente ley, su reglamentación, y por la ley 20.249, certifiquen 

las idoneidades enumeradas precedentemente. 

La autoridad de aplicación de la presente ley creará y administrará un registro de los 

profesionales habilitados para poder llevar a cabo las evaluaciones de idoneidad 

precedentemente aludidas. 

 

Artículo 4º.- INSTRUCTOR DE TIRO. A los fines de poder evaluar correctamente las 

condiciones de idoneidad técnica en el manejo seguro de armas de fuego de los 

legítimos usuarios, el instructor de tiro certificante deberá contar con los requisitos y 

conocimientos que se detallan a continuación: 

a) Ser legítimo usuario de armas de fuego con una antigüedad no menor a tres 

(3) años o acreditar haber sido tirador juvenil federado durante al menos tres 

(3) años. 

b) Contar con título de educación correspondiente al nivel secundario. 

c) Poseer exhaustivos conocimientos acerca de la correcta y segura 

manipulación, arme, desarme, limpieza, mantenimiento y la ejecución del 

disparo con armas de fuego cortas y largas, como así también sobre tipos de 

munición. 

d) Poseer exhaustivos conocimientos acerca de las medidas de seguridad a 

observar durante la manipulación, uso y almacenamiento de las armas de 

fuego. 

 

Artículo 5º.- EVALUACIÓN DE IDONEIDAD. Todo legítimo usuario de armas de fuego 

deberá someterse de manera anual a las evaluaciones de idoneidad técnica, física y 

psicológica a que se hace referencia en el artículo precedente. Las evaluaciones de 

idoneidad técnica, física y psicológica a las que sea sometido un legítimo usuario, o un 

aspirante a serlo, deberán ser registradas en las instalaciones de la asociación de tiro 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 130 

de la que sea socio. Los aspectos a evaluar serán definidos por la autoridad de 

aplicación de la presente ley. 

 

Artículo 6º.- NOTIFICACIÓN. Los resultados de las evaluaciones de idoneidad técnica, 

física y psicológica deberán ser notificados, sin excepción, a todos quienes se sometan 

a ellas y de acuerdo a lo que establezca la autoridad de aplicación de la presente ley, 

dentro de los siete (7) días hábiles contados a partir de su realización. 

 

Artículo 7º.- CONDICIONES PARA SER LEGÍTIMO USUARIO DE ARMAS DE FUEGO. 

Modifíquese el artículo 55 del decreto 395 de 1975 que quedará redactado de la 

siguiente manera: 

“Art. 55 Se exigirán como condiciones generales, a los legítimos usuarios comprendidos 

por los incs. 4º, 5º, 7º, 8º, 9º, 10º, 12º del Art. 53 de la presente reglamentación: 

1) Ser mayor de 21 años. 

2) No presentar anormalidades psíquicas o físicas que incapaciten al peticionante para 

la tenencia de armas de fuego. Cuando existieren razones fundadas, podrá exigirse la 

presentación de certificado médico. 

3) Acreditar la condición de socio de cualquiera de las asociaciones de tiro reconocidas 

por la Agencia Nacional de Materiales Controlados 

4) Acreditar ante la dependencia policial, con jurisdicción en el domicilio del interesado, 

identidad, domicilio real y medios de vida lícitos. 

Esta emitirá certificación al respecto, como así también sobre existencia de 

antecedentes policiales o penales e imprimirá un juego de fichas dactiloscópicas con 

destino a la Agencia Nacional de Materiales Controlados. 

 

Artículo 8º.- FINANCIAMIENTO. El importe anual de la cuota básica que cada legítimo 

usuario de armas de fuego deberá abonar a la asociación de tiro a la que pertenezca 

será el equivalente, en moneda de curso legal en la República Argentina, al precio de 

venta al público de cien (100) litros de nafta súper 95 octanos de la empresa YPF. 

Dicha cuota será abonada en doce (12) pagos iguales, mensuales, anticipados y 

consecutivos. Cada asociación de tiro podrá incrementar el valor de la cuota en función 

de los servicios y las instalaciones de los que hagan uso sus socios y de lo que cada 

una de ellas considere necesario para el mantenimiento de la institución. El valor de la 
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cuota será actualizado semestralmente cada primer día hábil de enero y cada primer 

día hábil de julio y su precio se ajustará al precio de la nafta súper de 95 octanos de la 

empresa YPF vigente al último día hábil del mes anterior. 

 

Artículo 9º.- SUSPENSIÓN POR FALTA DE PAGO. La acumulación de tres cuotas 

impagas será causal suficiente para la suspensión del estado de legítimo usuario. Dicha 

suspensión cesará una vez regularizada la situación de mora parte del legítimo usuario. 

 

Artículo 10º.- DISTRIBUCIÓN DE LA CUOTA. Las asociaciones de tiro coparticiparán el 

treinta por ciento (30%) del valor de la cuota mencionada en el artículo 7º de la 

presente ley al Estado Nacional. Dichos montos pasarán a formar parte del presupuesto 

anual de la Secretaría de Deportes de la Nación. La autoridad de aplicación de la 

presente ley determinará la manera en que dichos fondos serán transferidos al Estado 

Nacional. 

No serán coparticipables al Estado Nacional los montos que las asociaciones de tiro 

cobren a sus socios o a terceros, sin importar el concepto, por encima del valor 

establecido en el artículo 7º de la presente ley. 

 

Artículo 11.- AUTORIDAD DE APLICACIÓN. El Poder Ejecutivo Nacional determinará a 

la autoridad de aplicación de la presente ley. 

 

Artículo 12.- DISPOSICIÓN TRANSITORIA - INSCRIPCIÓN DE ARMAS DE FUEGO NO 

REGISTRADAS. AMNISTÍA. El Estado Nacional otorgará, por el plazo de 365 días 

contados desde la promulgación de la presente ley, permiso para que todo legítimo 

usuario de armas de fuego inscriba a su nombre ante la Agencia Nacional de Materiales 

Controlados (ANMAC) aquellas armas de fuego en su poder que no figuren allí 

registradas. Dicha inscripción deberá realizarse de acuerdo a los procedimientos que la 

ley 20.429, su reglamentación y las disposiciones que la ANMAC y/o la autoridad de 

aplicación de la presente ley establezcan. No serán pasibles de sanción ni castigo 

alguno, en relación a la tenencia previa de las armas no registradas, los legítimos 

usuarios que las inscriban de acuerdo a lo estipulado por la presente ley y su 

reglamentación. 
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La amnistía a la que se hace referencia precedentemente será extensiva a las armas de 

fuego cuyos trámites de transferencia de titularidad, al momento de la promulgación 

de la presente ley, registren una demora superior a los sesenta (60) días contados 

desde su presentación, por cuestiones administrativas ajenas a los legítimos usuarios 

adquirentes de dichas armas. 

Lo antedicho no limita la potestad del Estado para perseguir y castigar a quien o 

quienes, valiéndose de la utilización de las armas de fuego no registradas que se 

pretendan registrar, hubieren cometido otros delitos además de su mera tenencia sin 

registro. 

 

Artículo 13.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 133 

10 

Implementación del tablero de control a nivel 

provincial 

 

Resumen ejecutivo 

El avance de la tecnología brinda la posibilidad de contar con novedosas herramientas 

para el mejor desarrollo de las más variadas actividades. Dentro de dichas materias se 

incluye la gestión de la cosa pública. Entre los instrumentos novedosos con los que 

cuentan los gobiernos para ejecutar las políticas públicas se encuentran los tableros de 

control. Gracias a ellos, la gestión gubernamental puede llevarse a cabo de manera 

efectiva, eficiente y transparente. En el presente trabajo se propone la implementación 

de los tableros de control para las administraciones provinciales. 

 

I) ¿Por qué se adoptan los tableros de control? 

La necesidad que tiene la administración de llevar a cabo sus programas de 

manera ordenada, coordinada y en los tiempos trazados para ello, y la demanda de la 

ciudadanía por conocer en detalle los actos de gobierno e informarse acerca de la 

manera en que se ejecuta el gasto público, han llevado a que se crearan mecanismos 

para brindar mayor transparencia y para hacer más eficiente al Estado. Tal situación 

encuentra en las nuevas tecnologías una ayuda invalorable que permite, no solamente 

garantizar el acceso a la información pública de manera rápida y precisa, sino además, 

dotar a los gobiernos de herramientas que faciliten su gestión de acuerdo a las 

demandas y a los ritmos que impone la sociedad actual. 

Entre las herramientas de las que se valen los gobiernos para lograr los 

objetivos anteriormente mencionados, se encuentran los llamados tableros de 

control.71 

El tablero de control se define como un sistema o proceso de administración 

que, a través de determinados indicadores, transforma la información recabada en 

valor agregado. Los tableros de control permiten efectuar un diagnóstico en tiempo 

real de todo lo que ocurre en el ámbito del organismo en el que se lo implemente y 

                                                             
71

 Fuente: BRUNNER, José Joaquín; GANGA, Francisco Aníbal, Dinámicas de transformación en la educación 
superior latinoamericana: Desafíos para la gobernanza. 
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alertan sobre el nivel de cumplimiento de las metas trazadas. Gracias a ello se pueden 

establecer acciones para la mejora de la administración pública. Los tableros de control 

permiten además elaborar diferentes reportes y evaluaciones para cada uno de los 

niveles de gobierno abarcados en él. Asimismo, sirven para organizar la información y 

direccionar los esfuerzos y los recursos con el aporte de la evidencia con la que se 

cuenta.72 

El objetivo del tablero es observar y evaluar permanentemente la gestión y los 

resultados obtenidos durante la ejecución de las políticas trazadas. Con este 

instrumento se puede evaluar el desempeño de los organismos del Estado y el logro de 

los objetivos a fin de procurar la eficiencia del gobierno. Los tableros de control 

colaboran además en la detección de las debilidades que pueda padecer cada uno de 

los organismos por él auditados. Asimismo, se trata de un instrumento muy útil para 

reducir potenciales riesgos en el proceso de organización gubernamental, gracias a su 

capacidad para diagnosticarlos con anticipación.73 Al mismo tiempo brinda 

transparencia al gobierno de cara a la ciudadanía. 

 

II) Medidas para la implementación del tablero de control a nivel provincial 

   El tablero de control puede utilizarse tanto con un enfoque presupuestario 

como con uno estratégico. En el primer caso, el ministerio a cargo de la economía y las 

finanzas, entre cuyas funciones principales se encuentra, por lo general, el control del 

gasto público, realiza el monitoreo de la gestión. En el segundo caso, se privilegia la 

vinculación de los proyectos con los planes estratégicos de gobierno y, por lo tanto, el 

control de la gestión por resultados se lleva a cabo desde un ministerio o secretaría de 

planificación. Puede además existir un sistema de control que actúe sobre ambos 

enfoques. 

 Cabe señalar que el tablero de control debe funcionar en sintonía con las 

demás herramientas que el Estado hubiere implementado para la ejecución eficiente, 

eficaz y transparente de sus actos de gobierno. Al respecto, vale señalar que por 

eficacia se entiende al grado de cumplimiento de los objetivos trazados por la 

                                                             
72

 Fuente: Ballvé, Alberto M. (2008). Tablero de control. Organizando información para crear valor. Textos y 
casos de empresas. Buenos Aires: Macch 
73

 Fuente: Cabeza, María A.; Corredor, Edwin & Cabeza, María E. (2007). Elaboración de un tablero de control 
para la Compañía Anónima de Administración y Fomento Eléctrico (CADAFE). 
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administración. A mayor cumplimiento, más eficaz será una gestión. La eficiencia, en 

cambio, apunta a la capacidad de dicha administración para valerse de los medios más 

idóneos, y con la menor afectación de recursos, para llevar a cabo una determinada 

tarea o lograr un propósito.74 La transparencia, por su lado, es el principio mediante el 

cual un gobierno está obligado a hacer asequible y pública la información referida a su 

gestión. 

 

III) Ventajas de los tableros de control  

 El tablero de control, si bien se circunscribe dentro de las herramientas 

modernas con las que puede contar una administración, no es algo novedoso. Éste ya 

ha sido implementado por las provincias de Córdoba, y Tierra del Fuego y por la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. En dichos distritos, esta herramienta se utiliza para llevar 

adelante programas de gobierno basados en la gestión por resultados. El tablero de 

control, tal como se lo adoptó en los distritos enumerados precedentemente, permitió 

que en ellos se lograse llevar a cabo un seguimiento formal de la gestión de gobierno, 

al tiempo de servir como una fuente de información segura y en tiempo real para la 

toma de decisiones. Por lo tanto, entendemos, el resto de las provincias debe enrolarse 

dentro de la corriente que conforman aquellas que han demostrado sus ansias de 

mejorar la calidad con que se ejecutan los actos de gobierno. 

 Gracias a su implementación se podrá sistematizar bajo la órbita de un solo 

ente, el seguimiento de todos los proyectos, obras y acciones de cada administración 

provincial, de manera eficiente, eficaz y transparente.  

 La función del organismo que tenga a su cargo la administración del tablero de 

control en las provincias permitirá realizar la adecuada fiscalización y evaluación de los 

proyectos ejecutados. Gracias a ello, en cada distrito podrá medirse el grado de 

cumplimiento de los objetivos fijados a sus ministerios. Por lo tanto, la gestión de los 

gobiernos estará dotada de  una mayor transparencia y productividad. Esta 

herramienta permitirá además cuantificar y calificar las acciones que el gobierno 

implemente, como así también corroborar el grado de avance hacia las metas 

propuestas. Dicha efectividad se verá reflejada mediante:  

                                                             
74

 Fuente: Banco Interamericano de Desarrollo, Instituto Interamericano para el Desarrollo Social (INDES) 
"Diseño y gerencia de políticas y programas sociales", junio 2000 
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 El trazado de un plan estratégico con objetivos a largo plazo y la definición de 

los métodos y medios para alcanzarlos. 

 El seguimiento detallado y en tiempo real de la gestión gubernamental en 

cada una de sus áreas.  

 El diseño de políticas públicas consecuentes con los objetivos trazados en el 

tablero de control.  

 La elaboración de informes estadísticos. 

 La apertura de los actos de gobierno al ciudadano.  

 La simplificación y optimización de la comunicación interna y externa de los 

organismos. 

 

En virtud de lo indicado, se puede apreciar que los principales objetivos del 

tablero de control serán: diagnosticar adecuadamente cada situación que se presente 

durante la ejecución de las políticas públicas a cargo del gobierno provincial; evaluar 

las acciones de la administración, principalmente las de funcionamiento y organización 

de la gestión; definir estrategias; efectuar un análisis integral con el fin de que se 

puedan identificar los puntos a mejorar; y convertir metas en acciones efectivas. Para 

lograr dichos objetivos, se deberá promover la utilización del tablero de control, 

establecer el modo de comunicar la información gracias a él recabada y capacitar al 

personal para lo utilice de manera correcta.  

 Cabe destacar, además, la importancia que tiene la implementación de esta 

herramienta a nivel municipal. En virtud de ello se podrá potenciar a nivel local la 

capacidad de gestión y lograr, consecuentemente, un mejor manejo de los recursos 

públicos. Ello se debe a que, con esta herramienta, se podrá medir la evolución de los 

programas de gobierno comunal y auditar el cumplimiento de los objetivos fijados 

localmente.  

 

IV) Conclusión   

 La implementación de esta herramienta permitirá que las provincias puedan 

llevar a cabo, de manera eficiente, la debida fiscalización en la gestión de sus 

gobiernos. Gracias al tablero de control los gobernadores y sus gabinetes podrán 

visualizar en tiempo real, y sin necesidad de comunicarse con los responsables de cada 

área, el avance de los diferentes proyectos en proceso de ejecución en sus provincias. 
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Ello generará, a su vez, una mayor transparencia tanto hacia adentro de la 

administración como hacia la ciudadanía y las organizaciones de la sociedad civil.  

 

V) Texto normativo propuesto 

Artículo 1º.- Créase la Oficina de Tablero de Control (OTC) de la provincia como 

sujeto de derecho público, de acuerdo con las disposiciones emanadas de la presente 

ley. La OTC dependerá administrativamente del ministerio u organismo administrativo 

que el titular del poder ejecutivo designe. 

 

Artículo 2º.- Las funciones de la OTC son: 

g) Fiscalizar el correcto cumplimiento y la ejecución de los objetivos establecidos 

en los planes de gobierno provincial; 

h) Diseñar e implementar los instrumentos necesarios para monitorear el 

cumplimiento de los objetivos fijados en los planes de gobierno provincial; 

i) Establecer los indicadores y los parámetros para la medición de las acciones 

que lleva adelante el gobierno provincial de acuerdo a las metas fijadas; 

j) Efectuar el diagnóstico en tiempo real del grado de ejecución de las políticas 

públicas y los programas a cargo del poder ejecutivo provincial y los 

organismos de él dependientes; 

k) Alertar sobre el grado de cumplimiento, total y parcial de metas fijadas; 

l) Organizar la información recabada; 

m) Medir los logros alcanzados en la gestión de gobierno;  

n) Identificar los aspectos de la gestión gubernamental que se deben mejorar; 

o) Promover la transparencia de los actos de gobierno; 

 

Artículo 3º.- Para desarrollar sus funciones la OTC podrá: 

t) Planificar, diseñar y proponer estrategias, políticas, programas e instrumentos 

para el control de la gestión del gobierno provincial; 

u) Elaborar indicadores para lograr una medición cuantitativa y cualitativa de la 

información cargada; 

v) Mantener actualizada la información del tablero de control;  
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w) Interactuar con otros organismos provinciales que administren información 

estadística y de gestión de los actos de gobierno; 

x) Elaborar reportes estadísticos de la gestión; 

y) Efectuar el seguimiento de la implementación del tablero de control y del 

cumplimiento de los objetivos acordados, estableciendo los indicadores que 

permitan medir su impacto en los sectores o áreas de desarrollo en la 

provincia. 

z) Comunicar públicamente la información resultante del análisis de los 

indicadores del tablero de control; 

aa) Establecer relaciones con los organismos provinciales, nacionales e 

internacionales de cooperación y financiamiento; 

bb) Organizar congresos, convenciones, foros, seminarios,  talleres,  cursos  y  

otras  modalidades  de  formación,  capacitación  y  actualización sobre  

temas  relativos  al tablero de control;   

 

Artículo 4º.- La OTC estará a cargo de un director nombrado por el titular del poder 

ejecutivo de la provincia.  

 

Artículo 5º.- El director de la OTC ejercerá las siguientes funciones: 

a) Presidir y representar a la OTC; 

b) Hacer cumplir la misión y los objetivos de la OTC; 

c) Analizar los resultados obtenidos en el tablero de control; 

d) Suscribir y elevar los informes correspondientes; 

e) Coordinar la actuación de la OTC con los demás órganos de control estatal; 

f) Elaborar el reglamento interno de la OTC. 

 

Artículo 6º.- Son recursos de la OTC: 

l) Las  sumas  que  anualmente  establezca  la ley de  Presupuesto  aprobada  

por  la legislatura provincial,  que  deberá conformar un anexo separado del 

presupuesto general de gastos del poder ejecutivo. 

m) Los  aportes,  subvenciones,  fondos  u  otra  clase  de  aportes  del  Estado  

Nacional  o  Provincial,  sea directamente  o  a  través  de  sus  organismos  

descentralizados,  sociedades  de  Estado  u  otros  legalmente constituidos. 
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n) Los aportes, fondos u otra clase de aportes del ámbito privado, sean personas 

físicas o jurídicas. 

o) Los legados, donaciones o contribuciones que se efectuaren a su favor. 

p) Los  préstamos,  transferencias,  subsidios  y  cualquier  otro  aporte  que  

reciba  de  entidades  y  organizaciones intermedias nacionales, provinciales y 

extranjeras. 

q) Los  recursos  no  invertidos  al  término  de  cada  ejercicio,  cuando  causas  

debidamente  fundadas  hayan imposibilitado su inversión. 

r) Amortizaciones de préstamos, intereses y tasas de toda índole devengadas 

por los dineros que se generen de la administración de la OTC. 

s) Otros recursos provenientes de fuente legítima de financiación.  

 

Artículo 7º.- El director de la OTC podrá ser convocado por la Legislatura provincial en 

los mismos términos que la Constitución de la provincia establece para los ministros. 

 

Artículo 8º.- La presente ley deberá ser reglamentada dentro de los 90 (noventa día) 

contados desde su promulgación. 

 

Artículo 9º.- Comuníquese. 
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11 

Niños abandonados en centros de salud, templos y 

comisarías: lineamientos para agilizar la 

declaración de adoptabilidad 

 

Resumen ejecutivo 

Los procesos para la adopción de menores suelen demandar mucho tiempo. Los plazos 

suelen extenderse más aun debido a las investigaciones que se originan cuando el niño 

en adopción hubiere sido abandonado. En el presente trabajo se hacen 

recomendaciones tendientes a agilizar la declaración judicial de la situación de 

adoptabilidad en aquellos casos en que los menores fueren abandonados en centros de 

salud, templos religiosos, comisarías, etc. 

 

I) Introducción 

 Cada cinco días, un bebé es abandonado en un centro de salud, cuartel de 

bomberos o en una comisaría de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o de la Provincia 

de Buenos Aires. Tal realidad nos ha llevado a plantearnos, tanto civil como 

penalmente, cuál es el rol que el Estado debe cumplir en beneficio de esos niños. 

 En tal sentido, y desde dos ópticas diferentes, en el presente trabajo se 

propone, por un lado, plasmar explícitamente la situación de adoptabilidad de los niños 

dejados en las dependencias arriba mencionadas; y por el otro, despenalizar a las 

madres que, en situaciones de extrema vulnerabilidad, dejan a sus hijos en un lugar al 

que consideran, según su juicio, seguro para el menor. Entendemos que, gracias a la 

incorporación de dichas modificaciones en la normativa nacional, se podrá agilizar la 

declaración judicial de adoptabilidad de esos niños y niñas, y evitar, dentro de lo 

posible, que las madres que han tomado la decisión de desprenderse de sus hijos, lo 

hagan en lugares descampados y dejándolos expuestos a sufrir daños en su integridad 

física. 

 

II) Abandono de bebés y declaración de adoptabilidad 

 Debido a que en la presente propuesta se abordan dos aspectos, uno civil y 

otro penal, referidos a un mismo problema (el abandono de bebés), comenzaremos 
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analizando lo relativo a las adopciones. La necesidad de acelerar los procesos de 

adopción es acuciante. En la República Argentina hay entre 15.000 a 21.000 niños a la 

espera de ser adoptados75. Por otro lado, se estima que hay cerca de 5.000 familias76 

deseosas de adoptar un niño. Más allá de cuán altas sean dichas cifras, 

paradójicamente, en la actualidad resulta muy dificultoso lograr la convergencia entre 

la necesidad de esos niños en ser adoptados y el deseo de los potenciales padres en 

recibirlos. Tal situación es producto, en muchos casos, de los tiempos que la ley fija 

para intentar dar con el paradero de la familia biológica del niño abandonado. 

Hay que tener en cuenta además que en Argentina, al igual que en el resto de 

los países, existen preferencias en relación a la edad de los niños por parte de quienes 

buscan adoptarlos. Según varios estudios, el 92 por ciento de las personas en lista de 

espera para adoptar prefiere bebés77, mientras que el 80 por ciento de los aspirantes 

no desea adoptar niños mayores de 3 años. Por ende, cuanto más tiempo transcurre 

en cuestiones procesales, los niños crecen y cada vez serán menos las posibilidades de 

que haya interesados en adoptarlos. En tal sentido, resulta crucial agilizar los plazos 

para que los niños puedan ser declarados en situación de adoptabilidad lo antes 

posible.  

 Con el fin de lograr lo enunciado precedentemente, proponemos agregar al 

inciso a) del artículo 607 del Código Civil y Comercial de la Nación, el caso de los 

menores que son dejados en algún lugar que, de acuerdo al ideario popular, 

representan el cuidado y la protección de las personas. Dentro de ese tipo de lugares 

se encuentran los centros de atención a la salud (hospitales, sanatorios, dispensarios, 

etc.) cuarteles de bomberos, destacamentos policiales, templos religiosos y 

dependencias judiciales. Dicha incorporación tiene como objetivo que, una vez que el 

niño o niña ha sido dejado en alguno de esos establecimientos y se hubiere notificado 

dicha situación a la autoridad judicial competente, se acote a 30 días el plazo de 

búsqueda de su familia biológica. Transcurrido dicho plazo podría declararse de oficio la 

situación de adoptabilidad de ese niño o niña. 

                                                             
75

Fuente: Diario La Nación, https://www.lanacion.com.ar/1338292-hay-mas-de-21000-chicos-a-la-espera-de-
ser-adoptados  
76

Fuente: Diario Ámbito Financiero, http://www.ambito.com/897706-en-argentina-mas-de-5000-familias-
esperan-adoptar-un-nino  
77

 Agencia Télam, http://www.telam.com.ar/notas/201501/90770-adopciones-bebes-ninos-adolescentes-
estado.php  

https://www.lanacion.com.ar/1338292-hay-mas-de-21000-chicos-a-la-espera-de-ser-adoptados
https://www.lanacion.com.ar/1338292-hay-mas-de-21000-chicos-a-la-espera-de-ser-adoptados
http://www.ambito.com/897706-en-argentina-mas-de-5000-familias-esperan-adoptar-un-nino
http://www.ambito.com/897706-en-argentina-mas-de-5000-familias-esperan-adoptar-un-nino
http://www.telam.com.ar/notas/201501/90770-adopciones-bebes-ninos-adolescentes-estado.php
http://www.telam.com.ar/notas/201501/90770-adopciones-bebes-ninos-adolescentes-estado.php
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En la actualidad, cuando un niño es abandonado en un hospital, convento, 

estación de bomberos o en dependencias policiales y judiciales, por aplicación de la 

analogía, corre la misma suerte procesal que un niño al cual se ha abandonado en una 

zona descampada o hallado en situación de extravío en la vía pública, motivo por el 

cual se abre una causa penal que puede atrasar la declaración de adoptabilidad y 

perjudicar al niño. Entendemos que, si bien los casos revisten similitudes, hay 

diferencias entre ellos que no deben ser pasadas por alto. En tal sentido hay que 

considerar que la madre que deja a su hijo en hospitales, salas municipales de 

primeros auxilios o en destacamentos de bomberos y dependencias policiales y 

judiciales, lo está entregando en lugares en los que considera que aquel va a recibir 

todo lo necesario para su cuidado.  

 

III) No punibilidad de determinados casos de abandono 

Dicho lo anterior, pasaremos a analizar la segunda modificación que en la 

presente iniciativa legislativa proponemos introducir. Quien deja a un bebé en uno de 

los lugares citados precedentemente, lo hace con recaudos, por sutiles que ellos 

fueren, que no toma quien lo hace en zonas descampadas. Por ello, sostenemos que la 

norma penal debería salvar las diferencias existentes entre uno y otro caso. En dicho 

sentido, entendemos además, que quien deja a un niño en alguna de las instituciones 

antes mencionadas, no incurriría dentro de la figura del abandono de persona, y en tal 

sentido se la debería despenalizar. Creemos que ello es así puesto que quien actúa de 

ese modo no tiene la intención de que ese niño quede en situación de desamparo, sino 

todo lo contrario. La jurisprudencia de la Cámara Criminal de Paraná78, Entre Ríos, así 

lo ha entendido y por dicho motivo determinó que no hay abandono de persona cuando 

la víctima es dejada en un lugar seguro donde prontamente, y sin peligro para la salud, 

será atendida, ya sea por una persona determinada o indeterminada. Allí está la 

diferencia con quienes abandonan a los bebés junto a las vías del ferrocarril, un baño 

público, una plaza, etc. Lo antedicho no obsta a que se abra la investigación para dar 

con el paradero de la familia del niño, puesto que en muchos casos quien lo deja en un 

hospital o una comisaría no es su madre sino alguien que quiere separarlo, por el 

motivo que fuere, de ella. 

                                                             
78

 Fuente, Código Penal Comentado, David Elbio Dayenoff, Editorial AZ, Buenos Aires 2006, pág 244.  
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 Hay que tener en cuenta además que el abandono, desde el punto de vista del 

dolo, exige la conciencia y la voluntad de apartarse de la víctima dejándola 

desamparada. El tribunal número 1 en lo Criminal de Necochea79 en varias de sus 

sentencias explica que el abandono de persona se configura sólo si se conoce tal 

situación. La Cámara de Casación Penal bonaerense80 sostiene, en idéntico sentido, que 

para la existencia de dolo en los casos de abandono de persona, el elemento básico 

exigido es el cognitivo, y que, si el sujeto activo no tiene conciencia de la real situación 

en la que se encuentra la víctima, no puede en modo alguno ser responsabilizado 

penalmente en los términos de la figura establecida en el artículo 106 del Código Penal. 

 En el caso de una madre que abandona a su hijo en centros de atención a la 

salud, cuarteles de bomberos, comisarías policiales, templos religiosos o dependencias 

judiciales, se presume que existe la intención de que ese niño reciba cuidados y sea 

amparado. Lo antedicho excluye el dolo en su accionar, mucho más aún cuando en 

tales situaciones la madre puede estar atravesando una situación de vulnerabilidad tal 

que le acote su capacidad de discernir la realidad de lo que está haciendo, aunque 

conservando la noción de que ese niño o niña va a estar más próximo a los cuidados 

en dichos lugares que en un descampado. 

 Por lo tanto, aplicar una pena ante situaciones en las cuales la intencionalidad 

es tan disímil, no parecería ser acertado, y por lo tanto, entendemos, la pena aplicable 

al abandono de persona, no debería estar contemplada para estos casos. Hacerlo de 

otro modo implicaría caer en la generalización y, llegado el caso, la criminalización de 

quien no ha querido causar un daño físico al menor sino, por el contrario, salvar una 

situación con los recursos que en un momento determinado creyó contar. 

 

VI) Conclusiones 

 Entendemos que lo que se propone en el presente trabajo resulta crucial, en 

definitiva, para que los derechos de los niños y niñas sean debidamente respetados y 

aplicados en nuestro país. En virtud de las modificaciones propuestas los niños que 

hubieren sido abandonados en centros de salud, destacamentos policiales, templos, 

etc. podrán ser declarados en situación de adoptabilidad con mayor celeridad. Gracias 

a ello estarán en condiciones de ser recibidos por una familia que les prodigue amor y 

                                                             
79

 Fuente, Op. Cit. pág 244. 
80

 Fuente, Op. Cit. pág 243. 
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cuidados, sin que dicha situación dependa de los tiempos que demande una 

investigación ordenada por la autoridad judicial en materia criminal que se sume a los 

propios del proceso de adopción. 

 Somos conscientes además de que la despenalización de los casos puntuales 

de abandono aquí referidos, lejos de resultar una situación deseable, orienta en cierta 

manera a que las madres, que de todos modos quieran desprenderse de sus bebés, lo 

hagan sin exponerlos a riesgos y a sabiendas de que no van a tener que pagar con su 

libertad las consecuencias de un actuar desencadenado en una situación de 

vulnerabilidad. 

 

I) Texto normativo propuesto 

 

Artículo.- 1º.- Modifíquese el artículo 607 del Código Civil y Comercial de la Nación, el 

que quedará redactado de la siguiente manera: 

 

“ARTICULO 607.- Supuestos. La declaración judicial de la situación de adoptabilidad se 

dicta si: 

 

a) un niño, niña o adolescente no tiene filiación establecida o sus padres han fallecido, 

o ha sido dejado en centro de atención a la salud; cuartel de bomberos, comisaría, 

templo religioso u oficina judicial y se ha agotado la búsqueda de familiares de origen 

por parte del organismo administrativo competente en un plazo máximo de treinta 

días, prorrogables por un plazo igual sólo por razón fundada; 

 

b) los padres tomaron la decisión libre e informada de que el niño o niña sea adoptado. 

Esta manifestación es válida sólo si se produce después de los cuarenta y cinco días de 

producido el nacimiento; 

 

c) las medidas excepcionales tendientes a que el niño, niña o adolescente permanezca 

en su familia de origen o ampliada, no han dado resultado en un plazo máximo de 

ciento ochenta días. Vencido el plazo máximo sin revertirse las causas que motivaron 

la medida, el organismo administrativo de protección de derechos del niño, niña o 

adolescente que tomó la decisión debe dictaminar inmediatamente sobre la situación 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 146 

de adoptabilidad. Dicho dictamen se debe comunicar al juez interviniente dentro del 

plazo de veinticuatro horas. 

La declaración judicial de la situación de adoptabilidad no puede ser dictada si algún 

familiar o referente afectivo del niño, niña o adolescente ofrece asumir su guarda o 

tutela y tal pedido es considerado adecuado al interés de éste.” 

 

Artículo 2.- Modifíquese el artículo 106 del Código Penal de la Nación, el que quedará 

redactado de la siguiente manera: 

 

“ARTICULO 106.- El que pusiere en peligro la vida o la salud de otro, sea colocándolo 

en situación de desamparo, sea abandonando a su suerte a una persona incapaz de 

valerse y a la que deba mantener o cuidar o a la que el mismo autor haya 

incapacitado, será reprimido con prisión de 2 a 6 años. 

 

La pena será de reclusión o prisión de 3 a 10 años, si a consecuencia del abandono 

resultare grave daño en el cuerpo o en la salud de la víctima. 

 

Si ocurriere la muerte, la pena será de 5 a 15 años de reclusión o prisión. 

 

Este hecho no será punible si la madre de un niño o niña lo o la abandonare en un 

centro de atención a la salud, cuartel de bomberos, comisaría, templo religioso u 

oficina judicial. 

 

Artículo3.- Comuníquese. 
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12 

Modernización y principio de legalidad: desafíos 

para el régimen registral del automotor 

 

Resumen ejecutivo 

Las herramientas con las que el Estado cuenta para transparentar y mejorar su gestión 

son aplicables también al sistema registral. Gracias a ello se puede brindar un mejor 

servicio a los contribuyentes y lograr un mayor control sobre los procesos que forman 

parte de la actividad de los registros de la propiedad automotor. No obstante las 

ventajas que acarrea la modernización, hay situaciones en las que se deben tomar 

ciertos recaudos para que no se vulnere el principio de legalidad, columna vertebral del 

derecho registral. En el presente trabajo se describen ciertas situaciones en las que las 

herramientas de la modernización, si no son utilizadas con cuidado, pueden afectar a 

dicho principio. 

 

I) Introducción 

 Durante la última década, la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de 

la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios (DNRPA) modernizó la manera de 

realizar algunos de los trámites que en dichos registros se llevan a cabo. Gracias a los 

cambios introducidos, muchas de las gestiones que con anterioridad debían hacerse de 

manera presencial, generando colas, esperas y pérdida de tiempo, hoy en día, pueden 

realizarse vía web desde una computadora. Gracias a los avances mencionados se han 

acotado los tiempos de espera, se han reducido los costos y disminuido la afluencia de 

público a las agencias. 

 Más allá de las ventajas que reporta la necesaria, inevitable e imprescindible 

adopción de las nuevas tecnologías en el ámbito del registro de automotores, resulta 

imprescindible que los actores involucrados estén debidamente preparados para los 

nuevos retos que ello traerá aparejado. En relación a lo antedicho, se deberá prestar 

especial atención a cómo impactará la modernización de los procesos en determinados 

principios del derecho registral, particularmente en el de legalidad. 

 En el presente trabajo se analizan las reformas ya introducidas dentro del 

funcionamiento de la actividad registral automotor, los desafíos a enfrentar y qué 
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recaudos se deberán tomar para que el principio de legalidad, base de todo el sistema  

del derecho registral, no se vea vulnerado por el uso inadecuado de las nuevas 

tecnologías. 

 

II) Principios registrales 

 Los principios jurídicos o generales del derecho, son la base fundamental de 

un ordenamiento normativo. En la definición de los principios jurídicos se mezclan 

diversas corrientes filosóficas del derecho, así como regulaciones normativas y 

posiciones doctrinarias diversas. Por principios generales del derecho se entienden las 

ideas fundamentales y formadoras de una organización jurídica, es decir, la base que 

da sentido a las leyes que rigen a una comunidad. Dichos principios pueden dividirse 

en principios generales y principios especiales. Los primeros  son los que se aplican a 

todo el campo jurídico de manera holística. Los principios específicos, en cambio, son 

los que atañen a cada rama del derecho en particular. Entre ellos se pueden mencionar 

los principios de buena fe y de la autonomía de la voluntad del derecho civil; los de 

irretroactividad de la ley e in dubio pro reo del derecho penal; los de continuidad e in 

dubio pro operario del derecho laboral; el pacta sunt servanda del derecho contractual 

y los principios del derecho procesal tales como principio de la publicidad y principio de 

economía procesal. Dentro de los principios específicos están aquellos que se aplican 

exclusivamente al derecho registral, por tal motivo se los denomina comúnmente como 

“principios registrales” o bien, “principios del derecho registral”.  

 Los principios registrales son los que sirven de pilares al sistema registral de 

cada país. Es decir, brindan la línea de base a partir de la cual el resto del plexo 

normativo indicará la manera en que deben funcionar la inscripción, el procedimiento, 

la organización y demás aspectos de  un determinado sistema registral. 

 En el año 1958 se promulgó el Decreto Ley 6582/58 que reglamentó el 

Régimen Jurídico de la Propiedad Automotor. Asimismo, dicho decreto ley determinó 

las facultades de la Dirección Nacional del Registro de la Propiedad Automotor y 

estableció el régimen de los encargados de los registros seccionales y de los suplentes 

régimen arancelario y excepciones de pago. 

 Luego, En la Declaración de la Carta de Buenos Aires, aprobada en el Primer 

Congreso Internacional de Derecho Registral de 1972, se estableció que “Los principios 

del Derecho Registral son las orientaciones fundamentales que informan esta disciplina 
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y dan la pauta en la solución de los problemas jurídicos planteados en el derecho 

positivo”. No obstante lo antedicho, en Argentina, dichos principios ya habían sido 

receptados por la ley 17.801 de Registro de la Propiedad Inmueble sancionada en 

1968.  

 En base a lo que establecen las dos normas mencionadas, y las que 

posteriormente se adoptaron, la doctrina reconoce para el derecho registral los 

siguientes principios: 

 

1) Principio de rogación: también conocido como el principio de instancia, establece 

que la situación registral no cambiará salvo a pedido de parte interesada  

2) Principio de inscripción: se refiere a la registración de actos formales tendientes a 

publicitar las adquisiciones o trasmisiones de derechos reales 

3) Principio de especialidad: se basa en la definición precisa de los sujetos, así como el 

alcance y contenido de los derechos, objeto y causa de la relación jurídica que se 

inscribe en el registro. 

4) Principio de publicidad: se hace registro público para todos los que tengan intereses 

legítimos en averiguar el estado jurídico de los bienes y para que sea oponible a 

terceros. 

5) Principio de tracto sucesivo: exige que cuando se procesa un cambio en la situación 

del bien registrado, la persona que figure como transmitente sea la misma que 

aparezca en el asiento registral previo como adquirente 

6) Principio de fe pública registral: por medio de la publicidad se busca proteger las 

adquisiciones que por negocio jurídico efectúen los terceros adquirentes.  

7) Principio de prioridad registral: se basa en los tiempos registrables, el que se 

inscribe primero tendrá preferencia en el derecho registral. 

8) Principio constitutivo: se constituye el derecho por medio de la inscripción (caso del 

sistema automotor) 

9) Principio de legalidad 

 

 Más allá de la definición y alcance de todos los principios del derecho registral 

enumerados anteriormente, debido al análisis que se hace en el presente trabajo, 

solamente el principio de legalidad será desarrollado con mayor detalle. De ese modo 

se podrá así analizar el impacto que la aplicación de las nuevas tecnologías en el 
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funcionamiento de los registros de la propiedad automotor puede causar en dicho 

principio.  

 En primer lugar, el principio de legalidad es definido por Roca Sastre como 

“aquel por el cual se impone que los documentos que se pretenden inscribir o anotar 

en el Registro de Propiedad reúnan los requisitos exigidos por las leyes, a cuyo fin es  

necesario someter los mismos a un previo examen de verificación o calificación que 

asegure su validez y perfección.”81. El principio de legalidad se encuentra también en 

las normas que regulan nuestros sistemas registrales, por ejemplo, en el artículo 8 de 

la ley 17801 de Registro de la Propiedad Inmueble que reza lo siguiente; “El Registro 

examinará la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos cuya inscripción se 

solicite, ateniéndose a lo que resultare de ellos y de los asientos respectivos”. Por 

ende, en el derecho registral inmobiliario los registradores califican la legalidad del 

título en cuya virtud se solicita la inscripción. 

 Al surgir el Régimen Jurídico Automotor, el principio de legalidad tomó una 

diferente versión, ya que no es lo mismo una inscripción declarativa que una 

constitutiva. La inscripción declarativa establece el hecho o contrato que se está 

presentando. Es decir, no hacen más que dar publicidad jurídica del hecho efectuado 

sobre un derecho real. Lo que expone el Registro es oponible frente a terceros, en 

otras palabras, que se presume veraz, legítimo y cierto. Como fue expuesto 

anteriormente en el artículo 8 de la ley 17801, el Registro de Propiedad Inmueble 

cuenta con una inscripción declarativa. Por otro lado, en el Registro Automotor la 

inscripción pasa a ser constitutiva, esto significa que el acto o contrato no existe 

mientras no sea inscripto. Es por ello que la inscripción en el registro automotor es 

constitutiva del derecho sobre éste, es decir el título nace con la inscripción y no antes. 

Es importante resaltar que el registro no califica el título si no que lo expide. De la 

misma manera, al registro no ingresan instrumentos anteriores si no que ingresan los 

formularios “solicitudes tipo” que son el único soporte documental admisible para 

registrar el acto jurídico de transferencia de dominio. Por ende, dichos documentos 

deben cumplir con las leyes y las resoluciones técnicas y administrativas que exige la 

Dirección Nacional del Automotor. En estos trámites, el registrador es el protagonista 

de la operación ya que es insustituible su participación. 

                                                             
81

 Roca Sastre, Derecho Registral, TII, La ley. 
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 Como es sabido, en el Régimen Jurídico del Automotor se inscriben hechos y 

derechos, no instrumentos. Asimismo, dicho sistema legal cuenta con sus requisitos 

propios de legalidad como ser el pago de los distintivos aranceles, la realización de la 

verificación física cuando ella correspondiera y el análisis de las inscripciones 

especiales. De la misma manera, para que se cumpla el principio de legalidad, es 

necesario un estudio y examen previo de la personería invocada, sea que se trate de 

personas humanas o jurídicas. Debido a lo expuesto anteriormente, se puede entender 

por qué en el régimen jurídico del automotor resulta tan importante que se cumplan 

debidamente ciertos trámites y solicitudes, puesto que son la única herramienta para 

asegurar el respeto del principio de legalidad.  

 En base a lo antedicho, observamos que existen diferencias entre el régimen 

legal inmobiliario y el régimen del automotor respecto de los requisitos que conforman 

y la manera en que se constituye el principio de legalidad en  cada uno de ellos. 

Mientras que en el primero solo se verifican y examinan las formas, en el segundo se 

constituye el derecho con la inscripción. Por dicho motivo, tanto el registrador como la 

forma de presentación de las diferentes solicitudes, son clave para hacer valer el 

principio de legalidad.  

 

III) Modernización 

 A partir del año 2016, el Poder Ejecutivo Nacional inició un camino hacia la 

transformación del Estado que involucran, entre otras cosas, su modernización. Dichas 

acciones se han traducido, para el régimen jurídico del automotor, en una serie de 

medidas tendientes a agilizar y hacer más eficiente y transparente el funcionamiento 

de los registros. Entre las innovaciones que inicialmente se adoptaron, se destaca la 

digitalización de ciertos trámites a fin de aliviarle la carga burocrática al público en 

general, y evitarle pérdidas de tiempo  

 Las nuevas herramientas de modernización se comenzaron a articular a través 

del Sistema de Trámites Electrónicos (SITE) desarrollado en 2016 por la Dirección 

General de Gestión Informática (DGGI) del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 

Esta iniciativa es parte de una serie de desarrollos tecnológicos que ha implementado 

el ministerio para vincular las nuevas tecnologías con la mejora del servicio a favor de 

la comunidad. De la misma manera, la Dirección Nacional de los Registros Nacionales 

de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios (DNRPA) rediseñó su página 
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web a fin de facilitar el manejo de la documentación de los vehículos nacionales. A raíz 

de dicha mejora, hay trámites que en la actualidad se pueden iniciar, realizar y hasta 

abonar vía web. Entre dichos trámites se encuentran los siguientes: 

 expedición, renovación, revocación y duplicado de cédula verde 

 expedición, renovación, revocación y duplicado de cédula rosa 

 expedición de cédula adicional 

 duplicados de cédula de identificación y del título del automotor 

 reposición de placas metálicas 

 informes de estado de dominio 

 certificado de dominio 

 denuncia de venta 

 informe histórico de titularidad, de estado de dominio y nominal 

 

 En consonancia con las medidas iniciales de modernización, en 2017 se 

habilitó la posibilidad de realizar la transferencia de vehículos de manera digital por 

medio de la solicitud tipo 08D82. Gracias a ello, los usuarios tienen en la actualidad la 

posibilidad de cargar anticipadamente, y en forma electrónica, los datos 

correspondientes al vehículo objeto de la operación y a las partes intervinientes en ella. 

Hoy en día, el trámite digital cuenta, a modo de incentivo, con un descuento del 40%83 

respecto del costo que implica hacerlo de manera presencial. Gracias dicho estimulo se 

ha logrado que en la actualidad, los trámites de denuncia de venta y de obtención del 

certificado de dominio son realizados íntegramente de manera digital. 

 A través de la página de la DNRPA se puede consultar además, el estado de 

los trámites iniciados en el Registro, la radicación del vehículo, los precios de los 

trámites, entre otros. 

 Gracias a las mejoras introducidas, prácticamente la totalidad de los trámites 

relacionados a la registración de los automotores pueden ser iniciados remotamente 

desde una computadora sin necesidad de concurrir a las sedes registrales. Dichos 

                                                             
82

 Dirección Nacional De Los Registros Nacionales De La Propiedad Del Automotor Y De Créditos Prendarios,  
http://www.dnrpa.gov.ar/portal_dnrpa/articulo.php?id=258&opcion=VN  
83

 Dirección Nacional De Los Registros Nacionales De La Propiedad Del Automotor Y De Créditos Prendarios,  
http://www.dnrpa.gov.ar/portal_dnrpa/articulo.php?id=283&opcion=VN  

http://www.dnrpa.gov.ar/portal_dnrpa/articulo.php?id=258&opcion=VN
http://www.dnrpa.gov.ar/portal_dnrpa/articulo.php?id=283&opcion=VN
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avances brindan un mejor servicio al ciudadano gracias al acortamiento de los plazos 

de espera y una mayor celeridad en el procesamiento de la información. 

 

IV) Desafíos a futuro 

 Como es sabido, en el régimen jurídico automotor se constituyen derechos con 

la mera inscripción en el registro, es por ello que resulta imperativa la protección del 

principio de legalidad. Es por ello que, si bien la modernización de los trámites es una 

excelente estrategia, es necesario también que se haga teniendo en miras los desafíos 

que pueden surgir.  

 A continuación se explican algunos efectos adversos que pueden presentarse 

si la utilización de la tecnología en la actividad registral del automotor no prevé la 

potencial vulneración del principio de legalidad; 

 

1. Denuncia de venta  

 La denuncia de venta, sabemos, es un trámite que se realiza una vez vendido 

un vehículo. Se encuentra regulada en el artículo 27 del Régimen Jurídico del 

Automotor. Dicho artículo dispone que "si con anterioridad al hecho que motive su 

responsabilidad, el transmitente hubiere comunicado al registro que hizo tradición del 

automotor, se reputará que el adquirente, o quienes de éste último hubiesen recibido 

el uso, la tenencia o la posesión de aquel, revisten con relación al transmitente el 

carácter de terceros por quien él no debe responder y que el automotor fue usado 

contra su voluntad”. La finalidad de la denuncia de venta, vale la pena desatacar, es 

eximir al anterior propietario de cualquier responsabilidad civil con respecto al 

automotor y, a la vez, obligar al comprador a hacer la transferencia dentro de un plazo 

de 30 días hábiles de ocurrida aquella. En la actualidad, este trámite se puede realizar 

por medio de una solicitud a través de la página web de la Dirección Nacional de los 

Registros Nacionales de Propiedad Automotor (DNRPA). Asimismo, gracias a dicho 

trámite se impide que el vehículo objeto de la operación pueda ser embargado o 

afectado por una inhibición de bienes. Vale aclarar que no hay necesidad de realizar la 

denuncia de venta si el comprador y el vendedor concurren juntos al registro para 

realizar allí directamente la transferencia de titularidad del vehículo en cuestión. 
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 Para la realización de éste trámite, todos sabemos que debe presentarse 

documentación relativa al automotor objeto de la operación, de las partes 

intervinientes y de la fecha y lugar en que se la llevó a cabo. 

 

2. Certificado de dominio 

 El certificado de dominio es, por su lado, una petición destinada a obtener 

información sobre las constancias que obran en el Registro Seccional en relación a la 

situación jurídica de un automotor o de su titular registral. Solo puede ser requerido 

por el dueño del automotor o por las autoridades judiciales. El certificado de dominio 

produce reserva de prioridad, lo que significa que bloquea o “congela” la situación 

jurídica del vehículo durante 15 días hábiles. Esto quiere decir que en ese período no 

se le podrá trabar a dicho bien ningún embargo o medida cautelar ya que éstos no 

producirán efectos legales. Tampoco se podrá efectuar ningún otro acto jurídico que 

produzca cambios inesperados en la situación registral del automotor ya que dicho 

certificado, como es sabido, otorga prioridad registral, por lo que cualquier otro trámite 

que ingrese al Registro y con el cual se pretenda modificar la situación jurídica del 

automotor o de su titular quedará suspendido. No está de más aclarar en este punto 

que no hay que confundir al certificado de dominio con el informe de dominio. Este 

último puede ser requerido por cualquier persona aunque no produce el mismo efecto 

legal. 

 El titular del vehículo pueda pagar online el costo del trámite.  

 

 A raíz de los dos ejemplos mencionados precedentemente, y por los cuales se 

puede modificar una situación jurídica por medio de un trámite realizado vía web en 

cualquier horario, se abre un interrogante acerca de cómo estos avances tecnológicos 

pueden llegar a afectar en determinados casos el principio de legalidad. 

 Como es bien sabido, los requisitos para trabar un embargo o una medida 

cautelar son la verosimilitud del derecho, el peligro en la demora y el otorgamiento de 

contra cautela. Por ende, dichas medidas no son sencillas de presentar ni se resuelven 

rápidamente. La persona que se vea en la necesidad de interponer alguna de dichas 

medidas en sede judicial deberá hacerlo dentro de los horarios de atención al público y 

dentro de los plazos que ello puede demandar. Ahora bien, ¿qué sucede si una persona 

está esperando el horario de apertura de los tribunales para que se haga efectiva una 
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medida cautelar sobre un vehículo y antes de ello, por ejemplo la tarde anterior, 

alguien realiza el trámite de certificado de dominio vía web? Es muy difícil que los 

tiempos judiciales compitan con una solicitud on line que se puede hacer en unos solos 

minutos y fuera de los horarios y días hábiles judiciales. Es por ello que hay que tener 

especial cautela en estos casos que pueden afectar el principio de legalidad puesto que 

es muy difícil determinar si quien realizó dicho trámite online, lo hizo por casualidad o 

a fin de evitar o demorar un embargo en desmedro de sus acreedores. Uno de los 

desafíos a futuro es encontrar la manera de identificar a quién realizó dicho trámite por 

razones ilegítimas y así asegurar que se cumpla con el principio de legalidad para que 

la nueva modalidad no sirva como herramienta de fraude o utilizada en desmedro de 

otro individuo.  

 Otra variable que entra en juego para la comisión de un fraude tiene que ver 

con la posibilidad de pagar de manera on line desde una cuenta bancaria a nombre del 

dueño del vehículo. Nos referimos puntualmente al caso de las cuentas bancarias cuyas 

claves de acceso para su operación estén bajo el control de alguien que no fuere su 

titular y se valga de ello  para perjudicarlo. Este es otro reto que tiene la 

modernización para que en el futuro, se encuentre una manera de individualizar la 

cuenta bancaria del titular del automóvil a fin de que no haya espacio para la comisión 

de fraude o engaño. 

 Estos son algunos de los ejemplos en los cuales la modernización presenta 

desafíos que hay que analizar y vencer a futuro para así poder asegurar que los 

trámites cumplan con los requisitos necesarios y no vulneren el principio de legalidad.  

 

V) Conclusión 

 Las nuevas tecnologías son una fantástica herramienta pero pueden, en 

determinadas situaciones, configurar ser un arma de doble filo si se las utiliza para 

evadir a la justicia o perjudicar a terceros. Como se expuso al comienzo del presente 

trabajo, debido a la naturaleza y la capacidad que tiene el sistema jurídico automotor y 

los registros automotores para constituir derechos, es inmensa la importancia de 

respetar el principio de legalidad. Es necesario vigilar que los requisitos de dicho 

principio sean cumplidos correctamente para que no se genere ninguna situación 

jurídica que pueda provocar un perjuicio en el patrimonio de las personas. Es por ello 

que se deben pensar, generar y crear respuestas a los problemas que se vayan 
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suscitando. El progreso no tiene por qué ser sinónimo de riesgo o peligro, hay que 

acompañar el desarrollo de la tecnología para que sus beneficios siempre sean 

mayores que sus posibles desventajas. Resulta crucial entonces lograr sinergia entre 

los diferentes registros y el poder judicial para limitar y eliminar la posibilidad de que 

ocurran operaciones sospechosas. Es importante además crear un ámbito seguro 

dentro del cual la tecnología no pueda ser tergiversada y transformada en una 

herramienta para evadir la ley. Es imperativo entonces acompañar la modernización 

con la seguridad jurídica, teniendo siempre como prioridad a la protección del principio 

de legalidad. 
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13 

Viveros municipales: una herramienta para la 

forestación urbana 

 

Resumen ejecutivo 

El desarrollo de espacios verdes en las ciudades tiene un impacto positivo en el 

ambiente y la calidad de vida de sus habitantes. Por tal motivo, son cada vez más las 

ciudades que desarrollan viveros municipales en los cuales se producen especies 

ornamentales, forestales y aromáticas que luego son trasplantadas en los espacios 

verdes. En el presente trabajo se propone la creación de viveros municipales para a 

producción de plantas y árboles mediante la utilización de diferentes métodos y 

recursos locales. 

 

Introducción:  

El aumento de la población humana trae aparejado el crecimiento de las 

ciudades. Si el crecimiento urbano no se produce de manera sostenible, y no es 

acompañado por la incorporación de nuevos espacios verdes, se genera 

ineludiblemente un impacto negativo en el ambiente y una baja en la calidad de vida 

de quienes habitan en dichas ciudades.  

Ambientalmente hablando, la reducción de espacios verdes provoca el 

deterioro del aire, el suelo, y el agua; disminuye la biodiversidad y aumenta la 

contaminación. El incremento de las áreas verdes urbanas es esencial para este fin ya 

que las plantas proveen oxígeno, absorben el dióxido de carbono (gas que ocasiona el 

efecto invernadero), evitan la erosión del suelo y mejoran el clima. Por lo tanto, se 

requiere la adopción de medidas para solucionar dichos problemas. En virtud ello, entre 

otras medidas, es necesario el aumento de los espacios verdes y del arbolado en las 

zonas urbanas. Los viveros son una buena herramienta para lograr dichos objetivos, y 

aquellos municipios en los que el sector privado no hubiere llevado a cabo 

emprendimientos para la producción local de árboles y plantas, deberían considerar la 

adopción políticas públicas para su implementación.  
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Por todas las razones mencionadas anteriormente, en el presente informe 

proponemos que, tal como lo han hecho muchas ciudades del mundo, se instalen 

viveros bajo la gestión de los gobiernos municipales capaces de proveer los insumos 

que mejoren la calidad de vida de los vecinos e impacten positivamente en el ambiente 

urbano.  

 

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I)    Experiencia internacional  

II) Experiencia local  

III) Propuesta  

IV) Conclusión  

I) Experiencia internacional 

Navalcarnero, Reino de España84 

El ayuntamiento de Navalcarnero cuenta con un vivero de cinco hectáreas. 

Dicho vivero, llamado Escuela Río Guadarrama, es propiedad del Organismo Autónomo 

Parques Nacionales (OAPN) dependiente del Ministerio de Agricultura, Alimentación y 

Medio Ambiente. En él tiene lugar la producción de plantas autóctonas y la puesta en 

marcha de actividades orientadas a la educación ambiental de los vecinos. 

Mediante el programa, denominado “Educación Ambiental del Vivero Escuela 

Río Guadarrama”, se promueve la visita de los alumnos de las escuelas locales a las 

instalaciones del vivero y el desarrollo de actividades en los centros educativos. 

 Los objetivos principales del programa son los siguientes: 

 Facilitar la educación ambiental proporcionando materiales didácticos y 

soporte técnico, adecuados al contenido de la curricula escolar. 

 Analizar la dinámica natural de los ecosistemas y divulgar los principios 

básicos que regulan el equilibrio ecológico. 

 

                                                             
84

 Fuente: https://www.miteco.gob.es  

https://www.miteco.gob.es/
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El vivero de Navalcarnero produce árboles y arbustos autóctonos de la Península 

Ibérica que luego son replantados en las áreas donde haga falta reponer la población 

de la flora local. Con el excedente de lo producido el ayuntamiento hace donaciones a 

organizaciones sin fines de lucro para que éstas ayuden también a recuperar el medio 

natural. 

 

Pima County, Estados Unidos de Norte América85 

Durante el año 2001, el Condado de Pima (Arizona) desarrolló el “Programa de 

Plantas Nativas”, dentro del marco del Plan de Conservación del Desierto de Sonora. El 

objetivo de dicho programa fue minimizar algunos de los impactos más dañinos que el 

desarrollo urbano causa en las plantas nativas. Por dicho motivo, el Condado de Pima 

creó un vivero para la producción de especies nativas destinadas a repoblar los 

espacios públicos. 

El vivero sigue funcionando en la actualidad. En él se cultivan ejemplares de 

130 especies, que se destinan a una amplia variedad de proyectos de arbolado en 

espacios públicos. 

El vivero de Pima County, además de producir ejemplares de la flora local, 

sirve como espacio para brindar experiencia y capacitación laboral a personas con 

discapacidad.  

 

Sants-Montjuic, Reino de España86  

El ayuntamiento de Sants Montjuic cuenta con el vivero de Tres Pins, ubicado 

en las cercanías de Barcelona. Fue fundado en 1920 con el fin de abastecer de plantas 

al predio en el cual se desarrolló la Exposición Internacional. 

El vivero Tres Pins depende del Instituto Municipal de Parques y Jardines. 

Dicho instituto administra y promociona el cuidado de los espacios verdes y el medio 

ambiente de la ciudad. Para ello, en él se cultiva todo tipo de especies de árboles y 

plantas que luego son trasladados a los espacios en los que hagan falta.  

                                                             
85

 Fuente: https://webcms.pima.gov/cms/One.aspx?pageId=220052  
86

 Fuente: https://www.barcelona.cat/es/que-pots-fer-a-bcn/parcs-i-jardins/viver-municipal-de-plantes-tres-
pins_99400092552.html  

https://webcms.pima.gov/cms/One.aspx?pageId=220052
https://www.barcelona.cat/es/que-pots-fer-a-bcn/parcs-i-jardins/viver-municipal-de-plantes-tres-pins_99400092552.html
https://www.barcelona.cat/es/que-pots-fer-a-bcn/parcs-i-jardins/viver-municipal-de-plantes-tres-pins_99400092552.html
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Se estima que el vivero de Tres Pins produce más de un millón de ejemplares 

vegetales al año. Además de las actividades de producción, el vivero cuenta con áreas 

destinadas a la investigación botánica y forestal. 

 

Medellín, Colombia 

El vivero municipal de Medellín fue creado en 1940. En él se producen diversas 

especies propias de la vegetación tropical que luego son trasplantadas a espacios 

verdes y calles del distrito. Gracias a dicha actividad, el vivero contribuye al 

mejoramiento de la calidad ambiental de la ciudad. El vivero de Medellín fomenta 

además el fortalecimiento del tejido social e incentiva la cultura y la educación 

ambiental de la comunidad. 

En dicho vivero se promueve además la investigación aplicada a la silvicultura 

urbana como así también la coordinación en el manejo de los espacios verdes 

municipales y su arbolado. 

 

II) Experiencia local 

Municipalidad de Yerba Buena, provincia de Tucumán 

El municipio de Yerba Buena cuenta con su propio vivero cuyo objetivo es 

proveer a la ciudad de ejemplares destinados a mejorar el arbolado urbano. 

Dicho vivero produce plantines de especies autóctonas como lapachos, 

bauhinias, fresnos, tarcos, entre otras variedades de la zona, que son utilizados para 

reemplazar los árboles que amenazan la seguridad pública debido a su longevidad, 

como así también a los que se encuentran afectados por enfermedades. 

Cabe mencionar además que el vivero de Yerba Buena trabaja con la 

modalidad de “puertas abiertas” para que los vecinos y los alumnos de las escuelas 

locales se interioricen acerca de las actividades que allí se llevan a cabo y sobre los 

beneficios que brindan los árboles y el cuidado del medio ambiente. El vivero provee 

también de compost a los vecinos que lo soliciten para mejorar la tierra de sus jardines 

y huertas.87  

 

                                                             
87

 Fuente: https://www.elmiradordiario.com.ar/nota/vivero-municipal/83311/sabias-ciudad-cuenta-vivero-
municipal.html  

https://www.elmiradordiario.com.ar/nota/vivero-municipal/83311/sabias-ciudad-cuenta-vivero-municipal.html
https://www.elmiradordiario.com.ar/nota/vivero-municipal/83311/sabias-ciudad-cuenta-vivero-municipal.html
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Municipalidad de Cazón, provincia de Buenos Aires88 

 El vivero municipal de Cazón, Partido de Saladillo, fue inaugurado en 1910. 

Dicho vivero cuenta con veinte empleados y posee un taller, un aserradero y oficinas 

administrativas. Su función social es trascendental, ya que se trata de una fuente 

laboral de suma importancia para una pequeña localidad de tan solo 209 habitantes. 

En dicho vivero se producen y cultivan alrededor de trescientas especies, 

tanto forestales como ornamentales, frutales, aromáticas y trepadoras. Cerca del 60% 

de su producción provee al municipio de Saladillo y a otros municipios cercanos, 

mientras que el 40% restante se comercializa a forestaciones particulares, comerciales, 

clubes, barrios privados etc. 

 

Municipalidad de Salta, provincia de Salta89 

Salta posee un plan provincial de forestación cuyo eje central consiste en la 

creación de viveros municipales. Entre los viveros que más se destacan en la provincia 

se encuentra el de su ciudad capital. Gracias a sus casi 7600 ejemplares de especies 

autóctonas, el vivero de Salta tiene un rol de suma importancia para la forestación y 

reforestación de los espacios verdes de la ciudad con especies entre las que se 

destacan el jacarandá, lapacho, palo borracho rosado, guarán, mato, ceibo, jabonero 

de la China, ibira pita, tipa blanca, tipa colorada, molle, aguaribay, kiri, acer 

buegerianum, roble americano, palmera pindo, palmera y washingtonia. 

En cuanto a las especies ornamentales, se cuentan la rosaltea, rosa china, 

corona de lluvia, abelia, rosas, cortaderas, jazmín amarillo, lantana, jazmín del 

Paraguay, ruelia, buxus, laurel de jardín y duranta. 

Gracias a la gran cantidad de ejemplares y a la amplia variedad de especies 

que produce, el vivero de la ciudad de Salta cumple un rol central en la tarea de 

recuperación del arbolado público urbano y en el desarrollo de la política ambiental 

local. 

 

Municipalidad de Neuquén, provincia de Neuquén90 

                                                             
88

 Fuente: https://www.viveromunicipalcazon.gob.ar/?q=historia  
89

 Fuente: http://municipalidadsalta.gob.ar/prensa/index.php/el-vivero-municipal-cuenta-con-6-760-
forestales/ 
  

https://www.viveromunicipalcazon.gob.ar/?q=historia
http://municipalidadsalta.gob.ar/prensa/index.php/el-vivero-municipal-cuenta-con-6-760-forestales/
http://municipalidadsalta.gob.ar/prensa/index.php/el-vivero-municipal-cuenta-con-6-760-forestales/
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En el vivero municipal de la capital neuquina se producen árboles que luego 

son trasplantados en las veredas y los parques de la ciudad. Asimismo, en él se 

engendran arbustos y plantas ornamentales y aromáticas que posteriormente se 

utilizan para embellecer los espacios públicos y las plazas.  

Por otro lado, el vivero de Neuquén entrega ejemplares de árboles y plantas a 

los vecinos para que los planten en sus domicilios. Dicha entrega va acompañada de 

charlas acerca de la relevancia de los árboles para la conservación del medio ambiente. 

La municipalidad de Neuquén lleva adelante además el programa denominado 

“Mi árbol y yo”. La finalidad de dicha iniciativa es fomentar entre los estudiantes el 

interés por la problemática ambiental y concientizarlos acerca del impacto negativo de 

la deforestación. A través del programa “Mi árbol y yo” los estudiantes colaboran con el 

plantado y el cuidado de los árboles de los establecimientos educativos y de los 

parques y plazas de la ciudad. 

 

III) Propuesta 

No hay dudas acerca de la necesidad que tienen los municipios de contar con 

una fuente que los provea de árboles, plantas y arbustos con los cuales poblar sus 

espacios verdes. Los viveros son los instrumentos más idóneos para llevar adelante 

dicha función, como así también para reforestar con especies autóctonas aquellas 

áreas en las que sus poblaciones se vean mermadas. En la mayoría de los casos, lo 

deseable será que el sector privado sea el que esté en condiciones de proveer las 

demandas del gobierno local. Pero cuando dicha opción no estuviere disponible, o los 

altos costos así lo aconsejaren, resultará conveniente que los municipios, solos o 

conjuntamente con otros, sean los que promuevan la creación de los viveros que 

suministren suficientes ejemplares para llevar a cabo las acciones reseñadas 

anteriormente. Por tal motivo, los gobiernos locales deberán evaluar la mejor manera 

de llevar a la práctica la creación de dichos viveros. Para ello tendrán que tener en 

cuenta diversos aspectos de la realidad local como ser la geografía, el clima, la 

biodiversidad circundante, su demografía, etc.  

Cuando se plantea la construcción y el emplazamiento de los viveros, la tarea 

principal radicará en encontrar la ubicación más adecuada para realizar el trabajo. Ello 

                                                                                                                                                     
90

 Fuente: http://www.ciudaddeneuquen.gob.ar/prensa/2016/12/27/crece-la-produccion-arboles-plantas-
vivero-municipal/  

http://www.ciudaddeneuquen.gob.ar/prensa/2016/12/27/crece-la-produccion-arboles-plantas-vivero-municipal/
http://www.ciudaddeneuquen.gob.ar/prensa/2016/12/27/crece-la-produccion-arboles-plantas-vivero-municipal/
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dependerá de numerosos factores tales como la disponibilidad de tierras, la proximidad 

a los accesos viales, la provisión de los servicios necesarios para desarrollar las tareas 

etc. 

Las especies que produzca cada municipio variarán según las condiciones 

medio ambientales, climáticas y del suelo del lugar, como así también de las 

necesidades y las demandas locales. Por ejemplo, se podrá se llevar a cabo la 

producción de especies nativas o exóticas.  

Podrán a su vez ser árboles, arbustos, hortícolas, ornamentales, frutales, medicinales y 

aromáticas; entre otros.  

El vivero deberá contar con un conjunto de instalaciones que tengan como fin 

asegurar las condiciones apropiadas para seleccionar, producir y propagar una cantidad 

planificada de ejemplares y especies91. Para ello será conveniente, en la mayoría de los 

casos, incentivar la plantación de especies arbóreas, arbustivas y florales autóctonas ya 

que requerirán poco mantenimiento posterior y además impactarán positivamente en la 

biodiversidad local.  

Cada municipio deberá contar además con la capacidad necesaria para llevar a 

cabo los proyectos de forestación y de ese modo poder, de acuerdo a sus necesidades, 

plantar los ejemplares que hagan falta. 

Los municipios podrán optar también por producir en sus viveros especies 

comestibles como hortalizas, verduras, frutas, legumbres, etc. Dicha producción podrá 

ser destinada a los comedores escolares, centros de jubilados, hospitales, centros de 

atención comunitarios y otras instituciones de bien público.  

Por otro lado, en algunos viveros se podrán llevar adelante actividades para 

los alumnos de las escuelas a fin de que los niños y los jóvenes entren en contacto con 

la tierra, conozcan aspectos básicos de la producción de especies vegetales y se 

interioricen acerca del cuidado ambiental. Para ello, en los viveros podrán brindarse 

talleres, actividades de campo y charlas destinadas a divulgar los aspectos antes 

reseñados.  

En cuanto a su financiamiento y mantenimiento, las opciones son varias. 

Podrán los viveros, por ejemplo, ser sustentados con las partidas presupuestarias que 

se les asignen. Podrán también ser desarrollados bajo la modalidad de la participación 

                                                             
91

 Fuente: https://www.uaeh.edu.mx/investigacion/icap/LI_IntGenAmb/Rodri_Laguna/2.pdf  

https://www.uaeh.edu.mx/investigacion/icap/LI_IntGenAmb/Rodri_Laguna/2.pdf
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público privada para que los particulares, o las cooperativas, colaboren conjuntamente 

con el gobierno local en su administración. Otra opción será la de la tercerización o la 

concesión del servicio en una empresa privada. Finalmente no se puede descartar la 

posibilidad de que el municipio lleve adelante estas iniciativas junto con el voluntariado 

de los vecinos interesados en participar de la iniciativa. 

En cuanto a lo producido por los viveros, una gran parte deberá estar 

destinada a proveer las necesidades de los espacios públicos locales. No obstante ello, 

podrá pensarse también en obtener ganancias para el fisco municipal mediante la 

comercialización de la producción excedente a otras ciudades y a los particulares. 

 

IV) Conclusión 

La propuesta aquí presentada permitirá proveer de ejemplares vegetales para 

los espacios públicos de los municipios. Gracias a ello, dichos espacios resultarán más 

atractivos y contribuirán con el medio ambiente. En virtud del análisis realizado, tanto 

a nivel nacional como internacional, se puede llegar a la conclusión de que es necesario 

que los municipios tengan, dentro de sus políticas públicas,  estrategias para la 

forestación de sus espacios públicos. Una manera de poder contar con la materia con la 

cual hacerlo, será mediante la creación de viveros municipales. 

Como ya se ha indicado, la creación de viveros municipales adquiere un 

importante rol educativo y social, ya que en él se pueden desarrollar programas de 

educación ambiental y la impartición de cursos y talleres que podrán abrir fuentes de 

trabajo. Asimismo, los viveros municipales podrán servir de plataforma para el 

desarrollo de programas sociales que faciliten la inserción de determinados sectores 

vulnerables de la población, como ser las personas con discapacidad y los adictos en 

recuperación, como así también a convictos e infractores condenados a probation. 

En conclusión, entendemos que la creación de viveros municipales no 

solamente colabora con la producción de ejemplares vegetales para ser implantados en 

los espacios públicos urbanos sino que además, empodera a los vecinos en el cuidado 

del medio ambiente y mejora su calidad de vida. 
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14 

Gestión de residuos de artefactos eléctricos y 

electrónicos en Entre Ríos 

 

Resumen ejecutivo 

Los residuos de los aparatos o artefactos eléctricos y electrónicos son un problema a 

resolver en todo el mundo. Por tal motivo resulta crucial que su gestión sea llevada a 

cabo de manera adecuada. En el presente trabajo se propone reglamentar todos los 

pasos que a nivel provincial conducen a la reutilización de los componentes, su 

reciclado y, finalmente, su disposición garantizando que no generen daños en la salud 

ni en el medio ambiente. 

 

I) Introducción 

 Los residuos de los aparatos o artefactos eléctricos y electrónicos (RAEEs) son 

una mezcla compleja de cientos de materiales, muchos de los cuales contienen metales 

pesados como el plomo, mercurio, cadmio y otros agentes químicos peligrosos para la 

salud y el ambiente. Por lo tanto es imprescindible asegurar su correcta gestión para 

así proteger el derecho de los ciudadanos a vivir en un ambiente sano y sin 

contaminación. 

 Entendemos que es una obligación del Estado garantizar un medio ambiente 

sano ya que así lo disponen nuestra Constitución Nacional en su artículo 41  y la 

Constitución Provincial de Entre Ríos en su artículo 22. Con el fin de asegurar dichos 

derechos es necesario establecer adecuadas políticas públicas que regulen la correcta 

gestión de este tipo de residuos. 

 

II) Ciclo de vida de los aparatos eléctricos y electrónicos 

Los aparatos eléctricos o electrónicos (AEEs) cuentan con un ciclo de vida 

relativamente corto. Ello se debe en muchos casos a la acelerada aparición de nuevas 

tecnologías y modelos que se introducen al mercado cada año estimulando al 

consumidor a buscar siempre la opción más innovadora. Por ejemplo, en 1997 una 

computadora tenía un ciclo de vida de casi diez años, mientras que en la actualidad 

solo dura en condiciones óptimas de funcionamiento alrededor de tres años. Es por ello 
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que resulta necesario incentivar la extensión del ciclo de vida de los AEE para que 

tarden más tiempo en llegar a ser residuos. 

Lo antedicho cobra mayor relevancia cuando se tiene en cuenta que en 

muchos casos las compañías se valen de lo que comúnmente se conoce como 

obsolescencia programada. Dicho concepto implica que las empresas productoras de 

AEEs, especialmente los que tienen mucha tecnología incorporada, lanzan al mercado 

dispositivos cuyas prestaciones ya han sido superadas, es decir comercializan bienes 

que al momento de ser comprados ya son obsoletos. 

 

III) Atribución de responsabilidades 

Lo primero que hay que destacar respecto de la problemática que abordamos 

en el presente trabajo es establecer un nuevo concepto de responsabilidad. Por tal 

motivo se ha receptado el principio responsabilidad extendida del productor (REP) que 

se estipula en la directiva de la Comunidad Económica Europea 2002/96, comúnmente 

llamada WEE Directive92. Dicho concepto o principio implica que, más allá de la 

traslación del dominio que se produce en el momento de la adquisición de un bien – en 

este caso un aparato AEE - quien lo produjo, sigue siendo responsable de la gestión de 

los residuos que se originan una vez desechado. Es por ello que nuestra iniciativa 

busca establecer una obligación jurídica por la cual los productores, gestores y 

distribuidores de AEEs deberán adoptar medidas orientadas a mitigar el impacto 

ambiental de dichos bienes en la etapa posterior a su consumo, lo cual incluye, 

obviamente, su gestión final. 

  

IV) Medidas a adoptar para la gestión de los RAEEs 

 Además de la prevención es necesario alentar la reutilización de los 

componentes que integran los AEEs para así lograr extender su vida útil lo máximo 

posible evitando que se conviertan en residuos. Asimismo, el reciclado juega un papel 

muy importante cuando se trata de este tipo de residuo. El reciclado comienza con las 

etapas de recolección y transporte de los RAEEs finaliza con su desmantelamiento y 

posterior aprovechamiento de las partes valorizables que los componen. En cuanto a la 

disposición final de las partes que no puedan reciclarse o reutilizarse, hay que tener en 

                                                             
92

 Para mayor información sobre la Directiva WEEE de la Unión Europea consultar: 
http://ec.europa.eu/environment/waste/weee/index_en.htm  

http://ec.europa.eu/environment/waste/weee/index_en.htm
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cuenta que ella debe realizarse sin causar riesgo alguno sobre la salud humana ni en el 

medio ambiente. 

 Teniendo en cuenta lo precedentemente nombrado, la presente propuesta 

legislativa contempla la adopción de medidas adecuadas de gestión, reciclaje, 

tratamiento y de valoración de los RAEEs y las partes que lo componen. 

 En tal sentido, el texto normativo que aquí se propone establece que los 

productores puedan adoptar sistemas de autorregulación de los RAEEs. Dichos 

sistemas permitirán a todos los actores involucrados en la gestión de los RAEEs a 

regularse, individual o asociadamente, de manera privada. Es decir, se traslada a las 

empresas el diseño de los mecanismos a través de los cuales evitar que los bienes por 

ellos introducidos al mercado generen los daños ambientales. La efectividad de dichos 

sistemas de autorregulación o autogestión deberán, obviamente, ser controlados por la 

autoridad de aplicación. Los productores que no deseen o no puedan llevar a cabo la 

autogestión de sus RAEEs deberán en cambio delegarla en el Estado previo pago de los 

costos que ello implique. Por último, cabe destacar que, bien sea que se adopten 

sistemas de autorregulación o no, todo productor deberá contar con un seguro de 

caución suficiente para paliar los daños causados en el ambiente por los RAEEs de los 

cuales sea responsable. 

  

V) Atribuciones del Estado provincial 

 Para asegurar su correcta implementación, se propone que la autoridad de 

aplicación que designe el Poder Ejecutivo provincial, deberá crear un registro en el cual 

figuren los productores y distribuidores de AEEs. Asimismo, en dicho registro, los 

sujetos obligados deberán informar la manera en que gestionarán los RAEES por ellos 

producidos. En dicho registro deberán inscribirse además todos aquellos que realicen 

tareas de gestión de los RAEEs, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 6º, inciso 14) 

de la presente Ley. Por último, el registro recolectará toda la información y datos sobre 

grandes generadores y toda otra información que la autoridad de aplicación considere 

pertinente. 

 Asimismo, el proyecto de ley que a continuación se propone establece 

sanciones a quienes incumplan con las obligaciones establecidas en él. Entre ellas se 

encuentran el apercibimiento, multa, suspensión de la actividad comercial, etc. 
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 Por último, es importante remarcar la importancia de que la población se 

encuentre educada e informada sobre los RAEEs, qué son y cuál es su debido 

tratamiento. Por tal motivo, es necesario que la autoridad de aplicación, junto con los 

municipios, lleve a cabo programas de educación ambiental dirigidos a todos los 

sectores de la sociedad, con el fin de lograr el completo cumplimiento de la normativa 

por esta ley prevista. 

  

VI) Texto normativo propuesto 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Alcances y ámbito de aplicación 

 

Artículo 1°.- La presente ley establece el conjunto de pautas, obligaciones y 

responsabilidades para la gestión sustentable de Residuos de Aparatos Eléctricos y 

Electrónicos (RAEEs) en el territorio de la Provincia de Entre Ríos, según lo establecido 

en el artículo 41 de la Constitución Nacional y en el artículo 22 de la Constitución de la 

Provincia de Entre Ríos 

Artículo 2°.- La presente Ley se aplicará a los RAEEs pertenecientes a las categorías y 

productos enunciados en el Anexo I, que sean producidos, comercializados y/o 

utilizados dentro del territorio de la Provincia de Entre Ríos. 

Artículo 3º.- Quedan excluidos de la presente Ley los RAEEs relacionados con la 

protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado Nacional y/o Provincial, 

así como los provenientes de aparatos nucleares, de productos militares, armas, 

municiones, material de guerra, o que hayan estado en contacto con residuos 

patogénicos. 

 

Objeto 

  



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 171 

Artículo 4°.- La presente Ley tiene como objeto prevenir la generación de RAEEs, así 

como fomentar la reutilización, el reciclado, valorización y reducción del impacto 

ambiental de los RAEEs. 

  

ARTÍCULO 5°. Constituyen objetivos específicos de política ambiental de esta Ley: 

1)  La protección del ambiente en relación a la contaminación causada por los 

RAEEs desechados en territorio provincial. 

2)  La modificación de la conducta ambiental de todos los que intervienen en el 

ciclo de vida de los aparatos eléctricos y electrónicos, y de sus residuos. 

3)  El resguardo de la salud pública, mediante la reducción de la peligrosidad de 

los aparatos eléctricos y electrónicos. 

4)  La reducción de la generación de RAEEs en concordancia con la legislación 

vigente nacional y provincial. 

5)  La creación de soluciones sustentables y eficientes, mediante la promoción de 

la reutilización, reciclado y valorización de RAEEs. 

6)  El adecuado comportamiento ambiental de todos los agentes intervinientes en 

el ciclo de vida de los aparatos eléctricos y electrónicos. 

7)  La incorporación del principio de responsabilidad del productor de aparatos 

eléctricos y electrónicos. 

8)   El diseño y la implementación de campañas de educación ambiental y 

sensibilización, a fin de lograr el más alto cumplimiento de las disposiciones 

de la presente ley, mediante el logro de una masiva participación de los 

municipios, los consumidores y los productores. 

  

Definiciones 

  

ARTÍCULO 6°. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 

1)   Aparatos Eléctricos o Electrónicos (AEEs): Objetos que para funcionar 

requieren de corriente eléctrica o campos electromagnéticos, y los dispositivos 

necesarios para generar, transmitir y medir tales corrientes y campos 
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pertenecientes a las categorías indicadas en el Anexo I y que están destinados 

a utilizarse con una tensión nominal no superior a mil (1.000vw) voltios en 

corriente alterna y mil quinientos (1.500vw) voltios en corriente continua. 

2)   Residuos de aparatos eléctricos o electrónicos (RAEEs): Objetos eléctricos y 

electrónicos desechados o a desecharse, sus componentes, subconjuntos y 

consumibles que forman parte de ellos, procedentes tanto de hogares 

particulares como los de uso profesional, a partir del momento en que pasan a 

ser residuos. 

En función del momento en que los aparatos fueron puestos en el mercado, los RAEEs 

se califican en: 

a)      RAEEs actuales: procedentes de productos puestos en el mercado 

con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley. 

b)      RAEEs históricos: procedentes de productos puestos en el mercado 

con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta Ley. 

3)   Prevención: Toda medida destinada a reducir la cantidad y nocividad de los 

RAEEs, sus materiales y sustancias en el medio ambiente y en la salud. 

4)   Reutilización: Toda operación que permita extender la vida útil de los AEEs. 

5)  Reciclado: Todo proceso por el que los AEEs y/o sus componentes -que de otro 

modo se convertirían en residuos, son colectados, separados y procesados 

para ser utilizados en forma de materias primas u otros productos, de acuerdo 

con los estándares ambientales existentes. El proceso de reciclado incluye las 

etapas de recolección, transporte, desmantelamiento y destrucción de los 

AEEs. 

6)  Valorización: Acción o proceso que permita el aprovechamiento de los RAEEs, 

así como de los materiales que los conforman, teniendo en cuenta condiciones 

de protección del ambiente y la salud. Se encuentran comprendidos en la 

valorización los procesos de reutilización y reciclaje. 

7) Tratamiento: Toda actividad destinada a la descontaminación, desmontaje, 

trituración, valorización o preparación para la disposición final de los RAEEs, 

así como cualquier operación que se realice con tales fines. 

8)  Disposición final: Toda operación o tratamiento que, sin causar riesgo alguno 

sobre la salud humana ni al medio ambiente, sea aplicado a la fracción no 

aprovechable de los RAEEs. 
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9)  Generador de RAEEs: Cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que 

deseche RAEEs. En función de la cantidad de RAEEs desechados, los 

generadores se clasifican en: 

a)      Pequeños generadores 

b)      Grandes generadores 

La cantidad y/o volumen a partir de la cual los generadores de RAEEs se clasificarán 

como grandes generadores, será determinada por la Autoridad de Aplicación 

competente. 

10) Productor de AEEs: Cualquier persona física o jurídica que, con independencia 

de la técnica de venta utilizada; incluida la comunicación a distancia y venta 

electrónica; fabrique y/o venda aparatos eléctricos y electrónicos con marcas 

propias; revenda con marcas propias aparatos fabricados por terceros, o se 

dedique profesionalmente a la importación o exportación de AEEs. 

No será considerado productor la persona física o jurídica que exclusivamente 

preste financiación para la puesta en el mercado de los AEEs, salvo que 

también actúe como productor en el sentido definido en el párrafo anterior. 

11) Distribuidor de AEEs: Cualquier persona física o jurídica que introduzca un 

aparato eléctrico o electrónico, en condiciones comerciales, a otra persona o 

entidad que sea usuario final de dicho producto; con independencia de la 

técnica de venta utilizada y de la presencia física del distribuidor en el 

territorio Provincial. 

12) Programa Provincial de Gestión Sustentable de RAEEs: Todas las actividades, 

acciones, procesos y tareas que conforman e integran las etapas de la gestión 

sustentable de los RAEEs, tal como se encuentra previsto en esta Ley. 

Formarán parte de dicho programa las instituciones y actores involucrados en 

las actividades, acciones, procesos y tareas precedentemente mencionadas. 

13) Gestión Sustentable de RAEEs: Todas las actividades y procesos destinados a 

reducir, recolectar, transportar, dar tratamiento y disponer de modo final los 

RAEEs, sin causar daño actual, potencial y/o futuro a la salud humana y/o al 

medio ambiente. 

14) Gestor de RAEEs: Toda las personas físicas o jurídicas que realice actividades 

de recolección, transporte, tratamiento, almacenamiento, valorización y/o 

disposición final de RAEEs, en el marco de lo previsto por la presente ley. 
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15) Responsabilidad del productor: La obligación de cada uno de los productores 

y/o distribuidores de aparatos eléctricos y electrónicos de adoptar medidas 

orientadas a mitigar el impacto ambiental de los RAEEs en la etapa posterior a 

su consumo, incluyendo su gestión integral. 

  

Sujetos obligados por la presente ley 

  

ARTÍCULO 7º. - Los productores, distribuidores y comercializadores de aparatos 

eléctricos y electrónicos deberán, entre otras obligaciones: 

1)  Cumplir con todas las normas previstas por esta Ley y las normas 

reglamentarias o complementarias que se dicten como consecuencia de ella. 

2)   Marcar debidamente, con el símbolo ilustrado en el Anexo III, los AEEs que 

sean puestos en el mercado con posterioridad a la entrada en vigencia de la 

presente ley, así como sus envases, instrucciones de uso y garantía del 

aparato, según lo establece el artículo 9º inciso 3), de la presente. 

4)  Adoptar las medidas necesarias para que los RAEEs actuales e históricos por 

ellos puestos en el mercado sean recogidos en forma selectiva y tengan una 

correcta gestión ambiental. 

5)  Informar a los usuarios sobre los criterios para una correcta gestión ambiental 

de los RAEEs, los sistemas de devolución y su gratuidad, así como su 

tratamiento y disposición selectiva. 

6)  Establecer sistemas para la recepción de los RAEEs y el transporte de éstos a 

los centros de tratamiento habilitados por la autoridad de aplicación. 

7)   Colaborar con la autoridad de aplicación en la gestión de los RAEEs, 

observando y realizando las actividades que ésta requiera de ellos. 

10)  Implementar las metodologías de acopio de RAEEs de acuerdo a lo requerido 

por la Autoridad de Aplicación. 

  

CAPÍTULO II 

SISTEMA PROVINCIAL DE GESTIÓN SUSTENTABLE DE RAEEs. 
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Medidas de prevención y diseño del producto 

  

ARTÍCULO 8º. La presente Ley fomenta un diseño y producción de AEEs que tenga en 

cuenta y facilite su desarmado y valorización; y en particular la reutilización y el 

reciclado de los RAEEs, sus componentes y materiales. 

 ARTÍCULO 9º. Los productores de aparatos eléctricos y electrónicos, de sus 

materiales y/o de sus componentes deberán: 

1)      Propender a: 

a)   Diseñar todos los AEEs de forma que no contengan plomo, mercurio, 

cadmio, cromo hexavalente, polibromobifenilos o 

polibromodifeniléteres. 

Asimismo en la reparación o reutilización de los AEEs no se podrán 

emplear piezas y componentes fabricados con las sustancias 

establecidas en el párrafo anterior. 

b)  Diseñar y producir los aparatos de forma que se facilite el desmontaje, 

reparación y, en particular, su reutilización y reciclado. 

A tal efecto, no se adoptarán características específicas de diseño o 

procesos de fabricación que impidan la reutilización de los RAEEs, 

salvo que dichas características específicas de diseño o dichos 

procesos de fabricación presenten grandes ventajas respecto a la 

protección del medio ambiente y/o a exigencias en materia de 

seguridad. 

2)  Proporcionar a los gestores de RAEEs la oportuna información para el 

desmontaje que permita la identificación de los distintos componentes y 

materiales susceptibles de reutilización y reciclado, así como la localización de 

las sustancias peligrosas y la forma de alcanzar en cada aparato los 

correspondientes objetivos de reutilización, reciclado y valorización exigidos 

en la presente ley. Dicha información se facilitará, en un plazo de seis (6) 

meses a partir de la puesta en mercado de cada tipo de aparato. 

3)  Marcar con el símbolo previsto en el Anexo III los AEEs que coloquen en el 

mercado e informar sobre el significado de tal símbolo en las instrucciones de 

uso, garantía o documentación que acompañen al aparato, así como los 

posibles efectos sobre el medio ambiente o la salud humana de las sustancias 

peligrosas que pueda contener. 
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Gestión de los RAEES 

  

ARTÍCULO 10. A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, se prohíbe el 

desecho de los RAEEs como residuos sólidos no diferenciados. 

ARTÍCULO 11. A tal fin, la autoridad de aplicación deberá garantizar la recogida 

selectiva de los RAEEs, el establecimiento de centros de recepción y el cumplimiento de 

las normas prescriptas en los siguientes artículos. 

 ARTÍCULO 12. La entrega de los RAEEs en los centros de recepción y de disposición 

final se llevará a cabo sin costo alguno para el último usuario o poseedor y se realizará, 

según el caso, de la siguiente manera: 

a) Cuando el usuario o poseedor adquiera un nuevo producto, que sea de tipo 

equivalente o realice las mismas funciones que el aparato que se desecha, podrá 

entregarlo conjuntamente con sus componentes esenciales, en el acto de compra del 

nuevo aparato al vendedor distribuidor, el que lo recibirá y lo derivará para su 

disposición final. Estos comercios receptores deberán cumplir con lo preceptuado por la 

presente ley, su decreto reglamentario y las disposiciones normativas específicas que 

dicte la autoridad de aplicación. 

b) Cuando el usuario quiera disponer definitivamente de un RAEEs, y no se encuentre 

en la situación del párrafo precedente, deberá entregar dichos residuos en los Centros 

de Recepción específicos que la Autoridad de Aplicación disponga conjuntamente con 

los Municipios. 

ARTÍCULO 13. Los Centros de Recepción de los RAEEs serán dispuestos por la 

Autoridad de Aplicación, conjuntamente con los Municipios. 

En todos los casos, se dispondrá de un número suficiente de centros de recepción y 

disposición final, los que estarán distribuidos en los distintos Municipios, teniendo en 

cuenta criterios de accesibilidad, disponibilidad y densidad de población. 

Estos Centros de Recepción, al igual que los vendedores o distribuidores que reciban 

estos RAEEs, dispondrán de ellos según lo determine la Autoridad de Aplicación para 

realizar su traslado a los Centros de Disposición Final. 

Los Centros de Disposición Final de RAEEs son aquellos establecimientos que reciben 

dichos residuos de los comercios vendedores o distribuidores o de los Centros de 

Recepción, a los efectos de seleccionar, clasificar y almacenarlos con el objetivo de 
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reducir su volumen, minimizar su impacto ambiental, reutilizarlos para beneficio del 

Estado, reciclar y comerciar sus componentes y materiales. 

Estos establecimientos de disposición final de los RAEEs en donde se realicen las 

operaciones necesarias para el tratamiento de estos residuos, deberán cumplir, con los 

requisitos técnicos que la Autoridad de Aplicación determine, teniendo en cuenta como 

presupuestos mínimos las siguientes pautas: 

a) Disponer de ámbitos o zonas cubiertas para que no se expongan a la intemperie, 

con superficies impermeables, y con instalaciones preparadas para la recogida de 

posibles derrames. 

b) Almacenamiento apropiado de los RAEEs y de las piezas desmontadas. 

c) Básculas para pesar los residuos recepcionados y tratados. 

d) Recipientes apropiados para el almacenamiento de pilas y acumuladores, 

condensadores que contengan Policloruro de Bifenilo (PCB) o Trifelino Policlorados 

(PCT) y otros residuos especiales o peligrosos. 

e) Equipos para el tratamiento de aguas que sean conformes con la reglamentación 

sanitaria y ambiental. 

  

Tratamiento 

  

ARTÍCULO 14. Los RAEEs que contengan materiales o elementos peligrosos serán 

descontaminados. La descontaminación incluirá, como mínimo, la retirada selectiva de 

los fluidos, componentes, materiales, sustancias y preparados, de conformidad con lo 

previsto en el Anexo II. 

El Anexo II podrá ser modificado por la autoridad de aplicación para introducir nuevas 

tecnologías de tratamiento que garanticen un mayor nivel de protección de la salud 

humana y del medio ambiente. 

ARTÍCULO 15. Las operaciones de traslado de RAEEs se realizarán de tal modo que se 

pueda lograr la reutilización, reciclado y/o disposición final de los AEEs enteros o de 

sus componentes. 
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Valorización 

  

ARTÍCULO 16. La autoridad de aplicación y los municipios velarán por que los 

productores, o terceros que actúen por su cuenta, organicen, de modo individual o 

colectivo, y de conformidad con la legislación nacional y/o provincial, los sistemas para 

la valorización de los RAEEs recogidos de forma selectiva de acuerdo con lo previsto 

por la presente. Se dará prioridad a la reutilización de aparatos enteros. 

ARTÍCULO 17. Respecto a los RAEEs enviados a tratamiento de acuerdo con lo 

dispuesto por la presente ley, la autoridad de aplicación y los municipios velarán por el 

cumplimiento de los siguientes objetivos una vez transcurridos tres años (3) contados 

desde la sanción de la presente ley:  

1)      Respecto de los RAEEs pertenecientes a las categorías 1 y 10 del Anexo I A: 

a)      El porcentaje de valorización deberá aumentar, como mínimo, 

hasta el setenta por ciento (70 %) del peso medio por aparato, 

b)      el porcentaje de reutilización y reciclado de componentes, 

materiales y sustancias deberá aumentar, como mínimo, hasta el 

sesenta y cinco por ciento (65 %) del peso medio por aparato.  

2)      Respecto de los RAEEs pertenecientes a las categorías 3 y 4 del Anexo I A: 

a)      El porcentaje de valorización deberá aumentar, como mínimo, 

hasta el sesenta y cinco por ciento (65%) del peso medio por 

aparato, 

b)      el porcentaje de reutilización y reciclado de componentes, 

materiales y sustancias deberá aumentar, como mínimo, hasta el 

cincuenta y cinco por ciento (55%) del peso medio por aparato. 

  

3)      Respecto de los RAEEs pertenecientes a las categorías 2, 5, 6, 7 y 9 del 

Anexo I A: 

a)      El porcentaje de valorización deberá aumentar, como mínimo, 

hasta el sesenta por ciento (60%) del peso medio por aparato, 

b)      el porcentaje de reutilización y reciclado de componentes, 

materiales y sustancias deberá aumentar, como mínimo, hasta el 

cuarenta por ciento (40%) del peso medio por aparato. 
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4)      Respecto de las lámparas de descarga de gas, el porcentaje de reutilización 

y reciclado de componentes, materiales y sustancias deberá alcanzar, como 

mínimo, el setenta por ciento (70%) del peso de las lámparas. 

  

CAPÍTULO III 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 

  

ARTÍCULO 18. La autoridad de aplicación de la presente ley será determinada por el 

Poder Ejecutivo provincial. 

 ARTÍCULO 19. Son competencias de la autoridad de aplicación: 

1) Velar por el cumplimiento de las disposiciones previstas en la presente ley y sus 

normas reglamentarias y complementarias. 

2) Realizar las actividades de difusión y educación ambiental previstas en esta ley, 

así como otras que considere necesarias para el correcto cumplimiento de los 

objetivos de la presente. 

3) Crear el registro previsto en el artículo 20 de la presente ley. 

4) Realizar inspecciones periódicas a productores y distribuidores de AEEs y 

gestores de RAEEs, con el fin de comprobar el cumplimiento de las disposiciones 

previstas por la presente ley y, en caso de incumplimiento, aplicar las sanciones 

correspondientes. 

5)  Generar un sistema de información al público que sea de fácil acceso y que 

permita conocer de manera certera el cumplimiento de los objetivos previstos en 

los artículos precedentes. 

6)  Evaluar en forma periódica el cumplimiento de las pautas establecidas en la 

presente Ley. 

 

Registro 

  

ARTÍCULO 20. El Poder Ejecutivo creará un Registro Provincial donde: 
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1)      Productores y distribuidores deberán informar sobre: 

a)      Los estudios de ciclo de vida de los AEEs producidos y 

comercializados en la Provincia de Entre Ríos 

b)      Las características contaminantes de sus componentes o piezas 

luego de ser desechados por el usuario final o generador de RAEEs. 

c)      Procedimientos para su desarmado y valorización. 

d)      Factibilidad de reutilización y reciclado de los RAEEs, sus 

componentes y materiales. 

2)      Se recabará anualmente información que incluya previsiones 

fundamentadas sobre cantidades y categorías de AAEs puestos en el mercado, 

recogidos por las diversas vías y reutilizados, reciclados y valorizados, así 

como sobre los residuos recogidos que fueran enviados fuera del territorio de 

la Provincia de Entre Ríos en peso y, si no fuera posible, en número de 

aparatos. 

3)      Deberán registrarse todos aquellos que se identifiquen como gestor de 

RAEEs, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 6º, inciso 14) de la presente 

Ley. 

4)      Se incluirá toda la información y datos sobre grandes generadores.  

5)      Se reunirá toda otra información que la Autoridad de Aplicación 

considere pertinente. 

 

Programas de autogestión 

 

ARTÍCULO 21. Los productores deberán implementar programas individuales o 

colectivos de autogestión de sus RAEE de alcance en todo el territorio de la Provincia 

de Entre Ríos. Para ello, deberán presentar ante la autoridad de aplicación a nivel 

provincial toda la documentación que ésta requiera a fin de acreditar la 

implementación, el área de cobertura y la efectividad de tales programas. La autoridad 

de aplicación a nivel provincial verificará la efectividad de los programas de autogestión 

desarrollados. Los programas de autogestión deberán contar con la evaluación de 

impacto ambiental conforme lo establece la legislación vigente. 
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ARTÍCULO 22. Los programas de autogestión deberán contemplar, como mínimo, la 

siguiente información: 

a) Detalle de las categorías y tipos de aparatos comprendidos y ámbitos geográficos 

abarcados, a fin de dar cuenta de sus especificidades de gestión. 

b)  Mecanismos de recolección, acopio y transporte de RAEE desde los sitios de 

recepción, y los actores que participan de la gestión. 

c)   Técnicas de valorización, tratamiento y disposición final utilizadas. 

d)   Metas a alcanzar por categorías de aparatos y jurisdicción. 

e)   Mecanismos de difusión e información. 

f)  Convenios y acuerdos realizados con gobiernos, organismos e instituciones para la 

gestión de los RAEE. 

g)  Costos logísticos y operativos que invertirán en dicha autorregulación 

ARTÍCULO 23. Los productores deberán crear un fondo de cautela a su nombre en el 

cual depositarán dinero como garantía de ejecución de lo precedentemente 

enumerado. 

ARTÍCULO 24. Se crea un Fondo Provincial de Gestión de RAEEs con el objetivo de 

financiar la gestión de los RAEEs cuyos productores ya no participen en el mercado al 

momento de la sanción de la presente ley. Si con posterioridad a la sanción de la 

presente ley, dichos productores volvieren a ser parte del mercado u otro productor 

continuase con su negocio, estos deberán abonar al Estado entrerriano las sumas 

correspondientes a la gestión de aquellos RAEEs. 

ARTÍCULO 25. En el caso de que los productores no quieran o puedan desarrollar un 

sistema de autogestión, la recolección será delegada al Estado el cual cobrara una 

tarifa a cambio de dicho servicio. 

 

CAPÍTULO IV 

DIFUSIÓN Y EDUCACIÓN AMBIENTAL 

ARTÍCULO 26. La Autoridad de Aplicación diseñará, planificará e implementará 

campañas publicitarias de capacitación, educación e información, que serán sostenidas 

en el tiempo, con el fin de que los usuarios reciban la información necesaria respecto a 
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la obligación de no eliminar los RAEEs como residuos no seleccionados y de recoger los 

RAEEs de modo selectivo. 

Asimismo, se informará a los usuarios sobre los efectos en el medio ambiente y la 

salud humana como consecuencia de la presencia de sustancias peligrosas en los AEEs 

y el significado del símbolo que se muestra en el Anexo III de la presente ley. 

ARTÍCULO 27. La autoridad de aplicación, junto con los municipios, realizará 

programas de educación ambiental dirigidos a todos los sectores de la sociedad, con el 

fin de lograr el completo cumplimiento de la presente ley. 

ARTÍCULO 28. La autoridad de aplicación diseñará un logotipo, o bien adoptará 

alguno ya adoptado por otras legislaciones, que deberán utilizar los productores de 

AEEs, con el fin de dar a conocer a la comunidad la existencia y aplicación de un plan 

de gestión sustentable de RAEEs dentro de la empresa productora. 

 

CAPÍTULO VII 

INFRACCIONES Y SANCIONES 

ARTÍCULO 29. El incumplimiento a la presente ley y/o sus normas reglamentarias por 

parte de los productores, distribuidores y/o comercializadores de AEEs y Gestores de 

RAEEs, será sancionado con: 

1)  Apercibimiento. 

2) Multa desde diez (10) sueldos mínimos de la categoría básica inicial de la 

Administración Pública Provincial hasta quinientas (500) veces dicho sueldo 

mínimo. 

3)  Suspensión de la actividad de treinta (30) días hasta un (1) año, según 

determine la Autoridad de Aplicación, atendiendo a las circunstancias del caso. 

4)  Clausura de las instalaciones y cese definitivo de la actividad. 

5) Obligación de publicar la parte dispositiva de la resolución condenatoria a cargo 

del infractor, incluyendo el plan de trabajo que recompondrá la situación al estado 

anterior, si correspondiera. 

Las sanciones no son excluyentes y podrán aplicarse de forma concurrente. 
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La aplicación de las sanciones previas no excluye la aplicación de las sanciones civiles o 

penales que pudieran corresponder.  

ARTÍCULO 30. En los casos de reincidencia, las sanciones previstas en el artículo 

anterior podrán multiplicarse por una cifra igual a la cantidad de reincidencias 

cometidas. 

ARTÍCULO 31. Las sanciones establecidas en los artículos anteriores se aplicarán 

previa instrucción sumaria que asegure el derecho de defensa y se graduarán de 

acuerdo con las circunstancias del caso y la naturaleza de la infracción. 

ARTÍCULO 32. Cuando el infractor fuere una persona jurídica, serán solidariamente 

responsables de las sanciones establecidas en los artículos precedentes, sus directores, 

administradores y/o gerentes. 

 

CAPÍTULO VIII 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

ARTÍCULO 33. Los productores de AEEs que comercialicen sus productos en el 

territorio de la Provincia de Entre Ríos tendrán un (1) año, a partir de la vigencia de la 

presente ley para adaptarse a las disposiciones previstas en ésta. 

Transcurrido este plazo, los productores que no hayan realizado la adecuación 

necesaria, serán pasibles de las sanciones previstas por esta ley. 

ARTÍCULO 34. La presente ley deberá ser reglamentada dentro de los noventa (90) 

días desde su sanción. 

ARTÍCULO 35. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

  

ANEXO I) A) CATEGORÍAS DE APARATOS ELÉCTRICOS Y ELECTRÓNICOS 

INCLUIDOS EN EL ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA PRESENTE LEY. 

1) Grandes electrodomésticos. 

2) Pequeños electrodomésticos. 

3) Equipos de informática y telecomunicaciones. 
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4) Aparatos electrónicos de consumo. 

5) Aparatos de alumbrado. 

6) Herramientas eléctricas y electrónicas (con excepción de las herramientas 

industriales fijas de gran envergadura). 

7) Juguetes o equipos deportivos y de tiempo libre. 

8) Aparatos médicos (con excepción de todos los productos implantados o infectados). 

9) Instrumentos de vigilancia y control. 

10) Máquinas expendedoras. 

  

ANEXO I) B) LISTA DE PRODUCTOS COMPRENDIDOS EN LAS CATEGORÍAS DEL 

ANEXO I A. 

1) Grandes electrodomésticos: 

 Grandes equipos refrigeradores. 

 Frigoríficos. 

 Congeladores. 

 Otros grandes aparatos utilizados para la refrigeración, conservación y 

almacenamiento de alimentos. 

 Lavadoras. 

 Secadoras. 

 Lavavajillas. 

 Cocinas. 

 Estufas eléctricas. 

 Placas de calor eléctricas. 

 Otros grandes aparatos utilizados para cocinar y en otros procesos de 

transformación de alimentos. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 185 

 Aparatos de calefacción eléctricos. 

 Radiadores eléctricos. 

 Otros grandes aparatos utilizados para calentar habitaciones, camas, muebles 

para sentarse. 

 Ventiladores eléctricos. 

 Aparatos de aire acondicionado. 

 Otros aparatos de aireación, ventilación aspirante y aire acondicionado. 

  

2) Pequeños electrodomésticos. 

 Aspiradoras. 

 Limpia moquetas/alfombras. 

 Otros aparatos de limpieza. 

 Aparatos utilizados para coser, hacer punto, tejer y para otros procesos de 

tratamiento de textiles. 

 Planchas y otros aparatos utilizados para planchar y para dar otro tipo de 

cuidados a la ropa. 

 Tostadoras. 

 Freidoras. 

 Molinillos, cafeteras y aparatos para abrir o precintar envases o paquetes. 

 Cuchillos eléctricos. 

 Aparatos para cortar el pelo, para secar el pelo, para cepillarse los dientes, 

máquinas de afeitar, aparatos de masajes y otros cuidados corporales. 

 Relojes, relojes de pulsera y aparatos destinados a medir, indicar o registrar el 

tiempo. 

 Balanzas. 
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3) Equipos de informática y telecomunicaciones. 

 Proceso de datos centralizado. 

 Grandes ordenadores. 

 Miniordenadores. 

 Unidades de impresión. 

 Sistemas informáticos personales. 

 Ordenadores personales (incluyendo unidad central, ratón, pantalla y teclado). 

 Ordenadores portátiles (incluyendo unidad central, ratón, pantalla y teclado). 

 Ordenadores portátiles tipo “notebook” y/o “netbook”. 

 Ordenadores portátiles tipo “notepad”. 

 Impresoras. 

 Copiadoras. 

 Máquinas de escribir eléctricas y electrónicas. 

 Calculadoras de mesa y de bolsillo. 

 Otros productos y aparatos para la recogida, almacenamiento, procesamiento, 

presentación o comunicación de información de manera electrónica. 

 Sistemas y terminales de usuario. 

 Terminales de fax. 

 Terminales de télex. 

 Teléfonos. 

 Teléfonos de pago. 

 Teléfonos inalámbricos. 
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 Teléfonos celulares. 

 Contestadores automáticos. 

 Otros aparatos o productos de transmisión de sonido, imágenes u otra 

información por telecomunicación. 

  

4) Aparatos electrónicos de consumo. 

 Radios. 

 Televisores. 

 Videocámaras. 

 Videos. 

 Cadenas de alta fidelidad. 

 Amplificadores de sonido. 

 Instrumentos musicales. 

 Otros productos o aparatos utilizados para registrar o reproducir sonido o 

imágenes, incluidas las señales y tecnologías de distribución del sonido e 

imagen distintas de la telecomunicación. 

  

5) Aparatos de alumbrado. 

 Luminarias para lámparas fluorescentes con exclusión de las luminarias de 

hogares particulares. 

 Lámparas fluorescentes rectas. 

 Lámparas fluorescentes compactas. 

 Lámparas de descarga de alta densidad, incluidas las lámparas de sodio de 

presión y las lámparas de haluros metálicos. 

 Lámparas de sodio de baja presión. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 188 

 Otros aparatos de alumbrado utilizados para difundir o controlar luz con 

exclusión de las bombillas de filamentos. 

  

6) Herramientas eléctricas y electrónicas (con excepción de las herramientas 

industriales fijas de gran envergadura). 

 Taladradoras. 

 Sierras. 

 Máquinas de coser. 

 Herramientas para tornear, molturar, enarenar, pulir, acerar, cortar, cizallar, 

taladrar, perforar, punzar, encorvar o trabajar la madera, el metal u otros 

materiales de manera similar. 

 Herramientas para remachar, clavar o atornillar, o para sacar remaches, 

clavos, tornillos o para aplicaciones similares. 

 Herramientas para soldar (con o sin aleación) o para aplicaciones similares. 

 Herramientas para rociar, esparcir, propagar o aplicar otros tratamientos con 

sustancias líquidas o gaseosas por otros medios. 

 Herramientas para cortar césped o para otras labores de jardinería. 

  

7) Juguetes o equipos deportivos y de tiempo libre. 

 Trenes eléctricos o coches de carreras en pista eléctrica. 

 Consolas portátiles. 

 Videojuegos. 

 Ordenadores para realizar ciclismo, submarinismo, correr, hacer remo, etc. 

 Material deportivo con componentes eléctricos o electrónicos. 

 Máquinas tragaperras. 
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8) Aparatos médicos (con excepción de todos los productos implantados o infectados). 

 Aparatos de radioterapia. 

 Aparatos de cardiología. 

 Aparatos de diálisis. 

 Ventiladores pulmonares. 

 Aparatos de medicina nuclear. 

 Aparatos de laboratorio para diagnósticos in vitro. 

 Analizadores. 

 Congeladores. 

 Aparatos para pruebas de fertilización. 

 Otros aparatos para detectar, prevenir, supervisar, tratar o aliviar 

enfermedades, lesiones o discapacidades. 

  

9) Instrumentos de vigilancia y control. 

 Detector de humos. 

 Reguladores de calefacción. 

 Termostatos. 

 Aparatos de medición, pesaje o reglaje para el hogar o como material de 

laboratorio. 

 Otros instrumentos de vigilancia y control utilizados en instalaciones 

industriales (por ejemplo, paneles de control). 

  

10) Máquinas expendedoras. 

 Máquinas expendedoras de bebidas calientes. 
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 Máquinas expendedoras de botellas o latas, frías o calientes. 

 Máquinas expendedoras de productos sólidos. 

 Máquinas expendedoras de dinero. 

 Todos los aparatos para suministro automático de toda clase de productos. 

 

ANEXO II: SÍMBOLO PARA IDENTIFICAR A LOS RAEES 

 

El símbolo que indica la recogida selectiva de aparatos eléctricos y electrónicos es el 

contenedor de basura tachado, tal como aparece representado a continuación. Este 

símbolo se estampará de manera visible, legible e indeleble. 
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15 

Adhesión provincial a la Ley 27.275 de acceso a la 

información pública 

 

Resumen ejecutivo 

El Congreso Nacional sancionó en 2016 la ley 27.275 que establece el derecho al 

acceso a la información pública. Pero el derecho de la ciudadanía no es completo en la 

medida en que las provincias y los municipios no cuenten con normas similares. En el 

presente trabajo se enumeran las características que con las que deben contar las 

normas provinciales de acceso a la información pública y se propone un texto 

normativo para la adhesión  local a la ley 27.275. 

 

I) Introducción 

 En septiembre de 2016 se sancionó en Argentina la Ley N° 27.27593 de 

Derecho de Acceso a la Información Pública. Dicha ley tiene por objeto garantizar el 

efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información pública, promover la 

participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública. 

 Entre los principales sujetos obligados a brindar información, en los términos 

de dicha norma, se encuentran los tres poderes que integran el Estado: Poder 

Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial. 

 Si bien en la actualidad son varias las provincias que, en mayor o menor 

medida, han reglamentado localmente el acceso a la información pública94, no todas 

ellas cuentan con normas se ajustan a las disposiciones de la ley 27.275. Por tal 

motivo, dicha ley invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a 

adherir a sus disposiciones para que todos los habitantes de nuestro país tengan la 

posibilidad de acceder a la información pública de la manera lo más amplia y uniforme 

posible. 

                                                             
93

 Fuente: Infoleg http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/265000-269999/265949/norma.htm  
94

 Las jurisdicciones que en la actualidad cuentan con normas que regulan el acceso  a la información pública 
son la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Buenos Aires, Chubut, Córdoba, Entre Ríos, Jujuy, Misiones, 
Mendoza, Río Negro, Salta, Santiago del Estero y Tierra del Fuego. 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/265000-269999/265949/norma.htm
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II) Gobierno abierto 

 Vale destacar que el acceso a la información pública se circunscribe dentro de 

lo que se ha dado en llamar “gobierno abierto”, entendiendo como tal a aquel que se 

caracteriza por ser transparente, promover la participación ciudadana y fomentar los 

esquemas de colaboración entre el Estado, la ciudadanía y las organizaciones de la 

sociedad civil. El fin último de un gobierno abierto debe ser la mejora de los servicios 

públicos y el robustecimiento de las instituciones a fin de fortalecer los valores 

democráticos y republicanos. 

 En base a lo antedicho, se puede apreciar que la noción de gobierno abierto se 

sustenta sobre tres pilares: transparencia, participación y colaboración. A pesar de 

existir una obvia correlación sobre dichos pilares, cada uno de ellos tiene sus propias 

particularidades que lo diferencia de los otros dos. 

 

Transparencia 

 La transparencia refiere a un Estado (nacional, provincial o municipal) que 

informa acerca de sus actos de gobierno y el desarrollo de las políticas públicas 

implementadas, de manera completa, oportuna, gratuita y accesible. Gracias a ello se 

fomenta la rendición de cuentas, se reduce la corrupción y se fortalece la confianza 

ciudadana en sus instituciones. 

 La transparencia gubernamental puede ser activa o pasiva. La primera de ellas 

hace referencia a todas las acciones que el Estado lleva a cabo, unilateralmente, para 

brindar información a la ciudadanía. Ello puede realizarse mediante la publicación de 

datos (datos abiertos, declaraciones juradas, etc.) y mediante la implementación de 

procesos de gestión (tableros de control, expediente digital, observatorios de obra 

pública, etc.). 

 La transparencia pasiva, en cambio, se relaciona a la obligatoriedad de que el 

Estado suministre toda aquella información que le sea solicitada por la ciudanía. Es, en 

definitiva, el puntal sobre el que se asienta el derecho al acceso de la información 

pública, concepto sobre el que se tratará con mayor detalle más adelante. 

 

Participación 
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 La participación implica la generación de espacios de interacción entre el 

gobierno y los ciudadanos para que éstos últimos, a través del debate, participen en 

los asuntos públicos. Su vinculación con la transparencia gubernamental es directo: sin 

información es imposible la participación. Las ventajas de permitir la participación 

ciudadana radican en la legitimación de las políticas públicas implementadas, en la 

facilitación del debate público y en el fortalecimiento democrático. 

 La participación ciudadana en los actos de gobierno puede llevarse a cabo de 

manera pasiva (encuestas, debates, referendos, etc.) o activa (presupuesto 

participativo, foros, etc.). 

 

Colaboración 

 Por colaboración se entiende a la cooperación y el trabajo coordinado entre el 

gobierno y la ciudadanía, el sector privado (empresas, asociaciones, etc.) y el sector 

académico. El fin de la colaboración es la creación de espacios que involucren a todos 

los actores en el diseño de los asuntos públicos. Gracias a ello se logran políticas 

públicas centradas en las necesidades y conveniencias de la ciudadanía. 

 Entre las acciones que caracterizan a la colaboración se destacan el co-diseño 

de políticas públicas, el trabajo horizontal entre el gobierno y las ONG, la colaboración 

público-privada, etc. 

 

III) Transparencia pasiva 

 Como se mencionó precedentemente, la transparencia pasiva es el puntal del 

tema abordado en el presente trabajo: el acceso a la información pública. La 

transparencia pasiva se vincula con todas aquellas herramientas con las que cuenta el 

ciudadano para requerirle al Estado toda la información que considere relevante. Se 

trata de un derecho constitucional ya que recepta el mandato de numerosos tratados 

internacionales sobre derechos humanos suscriptos por la República Argentina. Entre 

sus principales características se destacan las siguientes: 

 

Amplia aplicación 

 Obliga a todos los organismos públicos estatales. Es decir que todo el Estado 

está obligado a suministrar la información que le sea requerida. 
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Máxima publicidad 

 Ante un pedido de acceso a la información pública, el sujeto requerido debe 

contestar suministrado la totalidad de lo solicitado, si retaceos ni ocultamientos 

parciales. Asimismo, supone que la información que se suministre deba a su vez ser 

publicitada para que toda la ciudadanía sepa qué se preguntó y qué se respondió 

acerca de un determinado tema. 

 

Excepciones limitadas 

 El Estado debe suministrar toda la información que se le requiera y no puede 

negarse a ello. Todas las excepciones al principio de publicidad deben ser limitadas al 

máximo y enumeradas taxativamente. La mayoría de las normas que regulan el acceso 

a la información pública plantean las siguientes excepciones: 

 Datos personales 

 Seguridad interior 

 Defensa nacional 

 Secretos industriales y comerciales 

 Peligro del sistema bancario y financiero 

 Peligro en la vida y seguridad de las personas 

 

 Todo aquello que no estuviere alcanzado por las excepciones detalladas 

precedentemente deberá ser suministrado en el tiempo y forma que la norma 

determine. 

 

Denegatoria justificada 

 Este principio se vincula estrechamente con el anterior. Pese a que las 

excepciones a brindar la información requerida sean limitadas y establecidas 

taxativamente, pueden ocurrir casos en que el sujeto requerido considere que no debe 

contestar. En tal caso, el motivo de la denegatoria deberá ser fundamentado y 
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justificado e interpretado de manera restrictiva, debiéndose estar siempre a favor del 

requirente. 

 

Amplitud de personería 

 La personería activa para acceder a la información pública debe alcanzar a la 

mayor cantidad de sujetos posible. La regla es que todo ciudadano pueda pedirle 

información al Estado. En este caso las excepciones también deben ser limitadas y 

taxativamente enumeradas. 

 

Gratuidad 

 El acceso a la información pública no debe significar un costo para quien la 

solicita. Su onerosidad puede significar una limitación en el ejercicio del derecho. Pese 

a lo antedicho, es aceptado por la mayoría de las legislaciones que, en algunos casos, 

se le pueda cobrar al requirente el pago de un costo razonable que cubra, por ejemplo, 

el valor de la impresión de documentos o del envió por correo cuando se optare por 

dicha vía. 

 

 Todas las características enunciadas precedentemente como propias de la 

transparencia pasiva, han sido receptadas por la ley nacional 27.275 de acceso a la 

información pública y a la cual se ha invitado a las provincias y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires a adherir. 

 

IV) Ley 27.275 de acceso a la información pública 

 La ley 27.275, sancionada a fines de 2016, es fruto de años de reclamo por 

parte de una sociedad que no contaba con otras herramientas más que las judiciales 

para acceder a la información pública. Su esencia tiene origen en el Pacto de San José 

de Costa Rica (Convención Americana sobre Derechos Humanos) que Argentina ratificó 

por medio de la ley 23.054 en marzo de 1984 y cuyo rango supra legal en la legislación 

nacional es reconocido en virtud del artículo 75 inciso 22 de nuestra carta magna. El 

artículo 13 de dicho tratado establece que: 

“1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión. 

Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 

informaciones y opiniones de toda índole, sin consideración de fronteras 
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ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por 

cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 

sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben 

estar expresamente fijadas por ley y ser necesarias para asegurar: a) el 

respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección 

de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 

3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 

indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de 

papel para periódicos, frecuencias radioeléctricas, o de enseres y 

aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros 

medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y 

opiniones.” 

 

 Como se puede apreciar, el acceso a la información pública es el correlato 

inexorable de otro derecho básico reconocido por nuestra constitución: la libre 

expresión. Por dicha razón hay quienes sostienen que el derecho de acceso a la 

información pública es también un derecho humano. Sin entrar en el terreno de la 

discusión ius filosófica acerca de esto último, no hay dudas acerca de que contar con la 

posibilidad de saber qué está haciendo el gobierno es uno de los ejes del sistema 

republicano consagrado en el artículo primero de la Constitución de la Nación 

Argentina. 

  

 La ley 27.275 ha incorporado los principios descriptos en el apartado 

precedente. A continuación se hace una breve descripción de las disposiciones más 

relevantes de dicha norma. 

 

 El artículo 1º de la ley, luego de definir su objeto, hace una descripción de los 

principios que la rigen. Al respecto destaca los siguientes: 

 Presunción de publicidad: toda la información en poder del Estado se presume 

pública, salvo las excepciones previstas taxativamente. 



POLÍTICAS PÚBLICAS XVII                                                                                          POLÍTICAS PÚBLICAS XVII 
 

  

 
 197 

 Transparencia y máxima divulgación: toda la información en poder del Estado 

debe ser accesible. 

 Informalidad: el procedimiento para acceder a la información debe facilitar el 

ejercicio del derecho. 

 Máximo acceso: la información debe ser suministrada de forma completa y por 

la mayor cantidad de medios disponibles. 

 Apertura: la información debe ser accesible en formatos que faciliten su 

procesamiento y permitan su reutilización. 

 Disociación: en los casos en el que parte de la información se encuadre dentro 

de las excepciones, la información no exceptuada debe igualmente ser 

publicada ocultando las partes amparadas por la excepción. 

 No discriminación: todas las personas tienen derecho a acceder a la 

información que soliciten. 

 Máxima premura: la información debe ser publicada con máxima celeridad 

para preservar su valor. 

 Gratuidad: el acceso a la información no debe ser tarifado. 

 Control: las normas que regulan el derecho de acceso a la información deben 

ser fiscalizadas de manera permanente. 

 Responsabilidad: el incumplimiento de la ley dará lugar a las sanciones que 

correspondan. 

 Alcance limitado de las excepciones: los límites al derecho de acceso a la 

información pública deben ser excepcionales, establecidos previamente y de 

manera taxativa. 
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 In dubio pro petitor: en caso de dudas en relación a la interpretación de la 

norma siempre se deberá estar en favor del derecho al acceso a la 

información. 

 Facilitación: ninguna autoridad pública puede negarse a indicar si un 

documento obra o no en su poder ni a divulgar su contenido. 

 Buena fe: para garantizar el efectivo ejercicio del acceso a la información, 

resulta esencial que los sujetos obligados interpreten la ley de acuerdo a sus 

principios y brinden los medios necesarios para promover la cultura de la 

transparencia y actúen con diligencia, profesionalidad y lealtad institucional. 

 

 Los artículos 2 al 7 fijan el régimen general de la ley. En ellos se establece que 

el derecho de acceso a la información pública comprende la posibilidad de buscar, 

acceder, solicitar, recibir, copiar, analizar, reprocesar, reutilizar y redistribuir 

libremente la información bajo custodia de los sujetos obligados (artículo 2º), es decir 

aquellos organismos del Estado obligados a suministrar la información bajo sus 

respectivas órbitas (artículo 7º)95 entre los cuales se encuentran los tres poderes del 

Estado, las empresas del Estado, las universidades nacionales, el BCRA, entre otros. 

 El artículo 4º reconoce la legitimación activa, es decir la potestad para 

peticionar, a toda persona que acredite su derecho subjetivo o interés legítimo o que 

cuente con patrocinio letrado. 

 El artículo 5º, en tanto, establece que la información debe ser suministrada en 

el estado en el que se encuentre al momento de efectuarse la solicitud, y que el acceso 

                                                             
95

 La administración pública nacional y los organismos descentralizados, comprendiendo en estos últimos a 
las instituciones de seguridad social; el Poder Legislativo y los órganos que funcionan en su ámbito; el Poder 
Judicial de la Nación; el Ministerio Público Fiscal de la Nación; el Ministerio Público de la Defensa; el Consejo 
de la Magistratura; Las empresas y sociedades del Estado y las empresas donde el Estado nacional tenga 
participación mayoritaria; los concesionarios, permisionarios y licenciatarios de servicios públicos; las 
organizaciones empresariales, partidos políticos, sindicatos, universidades y cualquier entidad privada a la 
que se le hayan otorgado fondos públicos y las instituciones cuya administración, guarda o conservación esté 
a cargo del Estado nacional; las personas jurídicas públicas no estatales en todo aquel lo que estuviese 
regulado por el derecho público, y en lo que se refiera a la información producida o relacionada con los 
fondos públicos recibidos; fideicomisos que se constituyeren con recursos del Estado nacional; el Banco 
Central de la República Argentina; y los concesionarios, explotadores, administradores y operadores de 
juegos de azar, destreza y apuesta, debidamente autorizados por autoridad competente.  
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a la información pública es gratuito en tanto no se requiera su reproducción (artículo 

6º). 

 El artículo 8º es una pieza crucial de la ley ya que establece taxativamente las 

causales por las cuales el Estado puede exceptuarse de brindar información. Al 

respecto enumera a toda aquella información cuyo secreto sea esencial para la defensa 

nacional y la seguridad interior; la que pusiere en peligro el sistema financiero; la 

información de la UIF vinculada a la investigación de lavado de activos; los secretos 

industriales; los datos personales; información protegida por el secreto profesional; la 

que puede poner en peligro la vida o la salud de las personas; entre otras. 

 El capítulo III de la ley (artículos 9º al 18) establece el procedimiento 

mediante el cual se debe solicitar y suministrar la información requerida. 

 El capítulo IV, por su lado, crea la Agencia Nacional de Acceso a la 

Información pública. En tal sentido, del artículo 19 al 29 se establecen las pautas que 

regulan dicho organismo y los mecanismos para la designación de sus autoridades, sus 

obligaciones, competencias y funciones. Asimismo, establece cómo debe 

implementarse la creación de los organismos de acceso a la información pública en los 

tres poderes que integran el gobierno nacional. 

 Los artículos 30 y 31 describen las funciones que deben cumplir los 

funcionarios responsables de acceso a la información pública. 

 El Título II de la norma (artículos 32 a 34) está dedicado a la transparencia 

activa. Gracias a dichas disposiciones se indica la manera en que los sujetos obligados 

deben “facilitar la búsqueda y el acceso a la información pública a través de su página 

oficial de la red informática, de una manera clara, estructurada y entendible para los 

interesados y procurando remover toda barrera que obstaculice o dificulte su 

reutilización por parte de terceros.”. Asimismo, se establecen las excepciones al deber 

de publicar la información pública. 

 

V) Conclusiones 

 Queda claro que el Congreso Nacional ha receptado todos los aspectos y 

particularidades que la doctrina establece como esenciales para contar con una 

legislación sobre acceso a la información acorde a los tratados suscritos por la 

República Argentina. La ley 27.275 es un cuerpo normativo completo cuyo contenido 
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prevé la totalidad de las disposiciones necesarias para asegurarle a la ciudadanía el 

completo y rápido acceso a la información requerida. 

 La invitación que dicha norma hace a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a 

las provincias para adherir a sus disposiciones es, a nuestro entender, esencial para 

que la ciudadanía pueda acceder a la totalidad de la información pública. El derecho al 

acceso a la información se vería trunco si solamente se pudiera contar con la 

información en poder del Estado nacional, sin posibilidad alguna de recibir la que esté 

en manos de las provincias y los municipios. 

 En tal sentido, consideramos que las provincias y la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires deben adherir a la ley 27.275 y adaptarla a sus realidad local, o bien, 

dictar sus propias normas de acceso a la información pública con un contenido análogo 

al nacional, tal como lo ha hecho recientemente Mendoza. 

 

VI) Texto normativo propuesto 

Artículo 1º.- Adhiérase, con las adaptaciones correspondientes para su aplicación en 

la provincia, a ley nacional 27.275 de acceso a la información pública. 

 

Artículo 2º.- Créase la Agencia Provincial de Acceso a la Información Pública. 

 

Artículo 3º.- Invítase a los municipios a adherir a la presente ley. 

 

Artículo 4º.- Autorízase al Poder Ejecutivo provincial a realizar las modificaciones e 

incorporaciones en la ley de presupuesto de gastos y recursos de la administración 

para el ejercicio fiscal vigente en los aspectos que se consideren necesarios para la 

implementación de la presente ley. 

 

Artículo 5º.- El Poder Ejecutivo provincial reglamentará la presente ley dentro de los 

noventa (90) días desde su promulgación. 

 

Artículo 6º.- Comuníquese. 
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16 

Sostenibilidad de los Sistemas de la Seguridad 

Social 

 

Resumen ejecutivo 

El presente trabajo tiene como objeto abordar la problemática de la sostenibilidad de la 

seguridad social en nuestro país. Para ello, se han sintetizado en él los aspectos más 

importantes de la seguridad social y de su sustentabilidad. Asimismo, se realiza una 

breve descripción de los factores que afectan dicha sustentabilidad. Finalmente se 

describen, a modo de ejemplo, las características de los sistemas de seguridad social 

de otros países del continente. 

 

I) Introducción 

Los sistemas de la seguridad social cumplen un rol trascendental en la 

búsqueda por mejorar las condiciones de vida de quienes se ven afectados por las 

asimetrías sociales. Por tal motivo la seguridad social tiene cada vez mayor relevancia 

en el mundo. 

Algunos países todavía están en la etapa de construcción de sus sistemas de 

seguridad social, mientras que en otros, dichos sistemas ya están estructurados. Lo 

antedicho no quita que ellos sean sometidos a procesos de adaptación y modificación 

permanente que busquen fortalecer dicha sustentabilidad.  

En el marco de las transformaciones económicas que debieron afrontar la 

mayoría de los países en la década de 1990, la seguridad social ha debido adaptarse 

para hacer frente a las contingencias a las que se ve expuesto el individuo dentro los 

diversos ámbitos en los que se encuentre. Es por ello que los procesos de reforma 

constante que experimentan los sistemas de seguridad social, tienen lugar en 

contextos económicos, demográficos, políticos, sociales y tecnológicos que varían de 

país a país. Por lo tanto, las problemáticas y las alternativas para su solución son 

particulares para cada uno de ellos. Es así como, mientras hay países que en las 

últimas décadas no han realizado cambios en sus sistemas de seguridad social, hay 

otros que por el contrario han efectuado grandes transformaciones. Dentro de este 

último grupo se encuentran, por ejemplo, Argentina, Bolivia, Colombia, Chile, El 
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Salvador, México, Perú y Uruguay. Los objetivos de las reformas implementadas en 

dichos países radicaron, principalmente, en aumentar el grado de cobertura de la 

previsión social, lograr una mayor equidad entre los beneficiarios, disminuir el déficit 

fiscal y favorecer el desarrollo del mercado de capitales.96 

 

Para que la adaptación constante de los sistemas de la seguridad social resulte 

eficiente, es necesario tener en cuenta a los factores que afectan su sostenibilidad, 

entre los que se encuentran el desempleo, la mayor expectativa de vida y el progreso 

de la medicina. A dichos factores se suman los cambios internacionales producto de la 

globalización y la migración masiva de personas. 

 

En el presente informe se realiza un análisis de todos los factores que pueden 

afectar la sostenibilidad del sistema de seguridad social de Argentina, de manera tal 

que sean tenidos en cuenta al momento de adaptar el sistema a cada contexto 

económico y social.  

 

II) Conceptualización de la Seguridad Social 

En la 89ª Conferencia de la OIT se definió a la seguridad social como un 

derecho humano fundamental y un instrumento esencial para crear cohesión y 

contribuir con la paz y la integración social. Ello es así ya que asegura el bienestar de 

los trabajadores, de sus familias y de toda la sociedad. En tal sentido, la OIT define a 

la seguridad social como “... la protección que la sociedad proporciona a sus miembros 

mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones económicas y sociales 

que de otra manera derivarían de la desaparición o de una fuerte reducción de sus 

ingresos como consecuencia de enfermedad, maternidad, accidente del trabajo o 

enfermedad profesional, desempleo, invalidez, vejez y muerte; y también la protección 

en forma de asistencia médica y de ayuda a las familias con sus hijos”97. Es así como 

dicho organismo le otorga a la seguridad social un rol trascendental en la protección 

                                                             
96

 Fuente: Poder Ejecutivo Nacional 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/prospectivaprevisionsocial.pdf 
97

 Fuente: ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO: Introducción a la Seguridad Social. Mímeo, 
Ginebra 1984 

https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/prospectivaprevisionsocial.pdf
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del trabajador, como por ejemplo, en los casos de enfermedad, invalidez y vejez; y en 

la lucha contra el desempleo. 

La Administración Nacional de Seguridad Social de Argentina (ANSES), sigue 

la línea de la OIT y define a la seguridad social como “El conjunto de regímenes y 

normas adoptadas por el Estado, que tienen como objetivo mantener el nivel de vida 

de la población y asistir a los necesitados, mediante prestaciones en dinero y servicios, 

cuando son afectados por contingencias consideradas socialmente protegibles” (ANSES, 

2010). La definición de la ANSES recepta lo dispuesto en el artículo 14 bis de la 

Constitución Nacional, el cual establece que “...el Estado otorgará los beneficios de la 

seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley 

establecerá: el seguro social obligatorio que estará a cargo de entidades nacionales o 

provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los interesados 

con participación del Estado, sin que pueda existir superposición de aportes; 

jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del 

bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna”. 

Además, la seguridad social, en virtud de los tratados internacionales 

suscriptos por la República Argentina, es entendida como un derecho humano 

fundamental98 que garantiza el bienestar inherente a la dignidad de las personas.99 Es 

así como dicho instituto constituye una de las piezas fundamentales del llamado Estado 

de Bienestar, y tiene como fin principal mejorar la redistribución y nivelar las 

desigualdades sociales. 

Siguiendo la línea argumental previamente descripta, se entiende por qué el 

sistema de la seguridad social de nuestro país brinda las siguientes prestaciones: 

 El régimen previsional de jubilaciones y pensiones  

 Cobertura de salud 

 El seguro de desempleo 

 Sistema de riesgos del trabajo 

 El régimen de asignaciones familiares 

                                                             
98

 Fuente: Declaración Universal de los Derechos Humanos: Art. 25: toda persona tiene derecho a un nivel de 
vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios 
de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.  
99

 Fuente: https://www.argentina.gob.ar/desarrollosocial/seguridadsocial  

https://www.argentina.gob.ar/desarrollosocial/seguridadsocial
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Como se puede apreciar, el Estado argentino cubre todas las ramas de la 

seguridad social incluidas en el Convenio 102 de la OIT100. Sin embargo, no siempre 

alcanza los valores establecidos en el convenio en relación a la cantidad de personas 

cubiertas y el nivel o cuantía de los beneficios. El motivo de ello radica en el modelo del 

sistema adoptado por nuestro país. 

El sistema de seguridad social argentino tiene su sustento en el denominado 

principio intergeneracional, es decir, se financia a partir de los aportes de los 

trabajadores, las contribuciones patronales y los impuestos generales. Por lo tanto, hay 

una transferencia de ingresos desde los trabajadores activos hacia los pasivos. Ello 

implica que los aportes realizados por los trabajadores en actividad, y sus 

empleadores, se destinan a financiar los beneficios previsionales de quienes ya se 

encuentran en situación de pasividad. En ese mismo sentido, los trabajadores 

venideros pagarán las jubilaciones y pensiones de quienes en la actualidad están 

activos, y así sucesivamente. Por ello, es importante mantener una alta proporción de 

trabajadores activos registrados. Este es, el principal factor que hace a la 

sustentabilidad del sistema. 

 

III) Concepto de sustentabilidad 

Se entiende por sustentable, o sostenible, a aquello que se puede mantener 

en el tiempo, es decir sin agotar sus recursos, y ser aprovechado en similares 

condiciones por las generaciones futuras. Por lo tanto, la sostenibilidad financiera de 

todo sistema de seguridad social consiste en que los ingresos (cotizaciones) sean 

capaces de cubrir los gastos (prestaciones) en el corto, medio y largo plazo. La 

sustentabilidad del sistema de seguridad social dependerá entonces del factor 

demográfico, el mercado de trabajo y la relación entre la pensión y la productividad de 

la economía.  

Por lo tanto, si la aspiración de un país es hacer eficiente su sistema de 

seguridad social, resulta necesario que éste se sostenga por sí mismo. Para ello, es 

                                                             
100

 Fuente: Convenio 102 OIT. Modalidades de seguridad social: 1) asistencia médica; 2) prestaciones 
monetarias de enfermedad; 3) prestaciones de desempleo; 4) prestaciones de vejez; 5) prestaciones en caso 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional; 6) prestaciones familiares; 7) prestaciones por 
maternidad; 8) prestaciones por invalidez; y 9) prestaciones para sobrevivientes 
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necesario entender que la sostenibilidad, como tal, no es un fin en sí mismo sino que 

contribuye a que la seguridad social siga existiendo y se mantenga a través del tiempo. 

La sustentabilidad supone la capacidad de efectuar un uso consciente y 

responsable de los recursos, utilizándolos de la manera más eficiente posible, para 

obtener el máximo de beneficios. Ello permitiría alcanzar un cierto nivel de bienestar 

social capaz de brindar a toda la población la posibilidad de acceder a una buena 

calidad de vida y tener las mismas oportunidades. Para lograrlo es necesario que 

existan condiciones políticas, económicas, sociales y culturales que permitan el 

funcionamiento del sistema de seguridad social a lo largo del tiempo, y que él se 

encuentre al alcance de todos los sectores. 

La sustentabilidad, vale aclarar, no se puede alcanzar cuando la riqueza de un 

sector se logra a costa de la pobreza del otro. La sustentabilidad debe ser global, 

regional, local e individual, y debe darse en el campo ecológico, económico, social y 

político.101  

En síntesis, el equilibrio y la sustentabilidad de los sistemas de seguridad 

social provienen de la relación directa entre los aportantes activos y aquellos que ya 

han cumplido su vida laboral amparándose en la jubilación. Sin embargo, este 

equilibrio, como lo explicaremos posteriormente, se quiebra ante factores que, como el 

aumento en la esperanza de vida de población, la deficiente administración de los 

activos y las características propias de la población de un país, no fueron debidamente 

previstos. 

 

IV) Evolución de la seguridad social en Argentina 

El sistema argentino de seguridad social es de reparto asistido, con 

financiamiento tripartito (Aportes- Contribuciones e impuestos). Cuenta con una 

cláusula de movilidad compuesta por el promedio entre el aumento de salarios y el 

aumento de la recaudación, y un sistema de capitalización colectiva como fondo de 

garantía y sustentabilidad del sistema. A efectos de comprender mejor la realidad de la 

seguridad social en Argentina, se efectúa a continuación una síntesis de la evolución 

del sistema y cuáles fueron los pasos que se han dado en esta materia desde 

comienzos del siglo XX hasta la actualidad. 

                                                             
101

 Fuente: http://www.amartya.org/ar/  

http://www.amartya.org/ar/
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En 1905 se sancionó la ley que creó un fondo de pensiones para los 

trabajadores ferroviarios y que además fijaba que todo trabajador despedido por haber 

participado en una huelga perdería su derecho a jubilarse y sus aportes. La creación de 

las primeras cajas de jubilación (en 1904 la de los empleados de la Administración 

Pública y en 1905 la de los ferroviarios) implicó que otros sectores de trabajadores 

comenzaran a reclamar sus fondos previsionales. 

Entre 1916 y 1930 la cobertura previsional se expandió a la mayoría de los 

trabajadores de los sectores públicos, bancarios y de las compañías de seguros. Hacia 

fines de los años treinta, se sumaron también los periodistas, los trabajadores de 

medios gráficos, los marinos mercantes y el personal aeronáutico civil. 

Entre 1944 y 1955 se produjo una extensión de la cobertura legal a todos los 

trabajadores. Fue durante dicho período en que se crearon las cajas previsionales de 

los empleados de comercio, los trabajadores de la industria, trabajadores rurales, los 

independientes, los profesionales y los empresarios. Por lo tanto, el derecho a la 

previsión social dejó de ser un beneficio exclusivo de algunos sectores laborales y se 

extendió prácticamente a toda la clase trabajadora. Vale agregar que en el período 

1939-1949 la cobertura real se multiplicó casi seis veces, logrando un crecimiento de la 

población afiliada al sistema de seguridad social a una tasa anual del 19,4%. 

En 1954 se sancionó la Ley 14.370. Dicha norma produjo un cambio sustancial 

en la naturaleza del régimen de la seguridad social argentino. En ella se preveía la 

redistribución primaria de ingresos como criterio de determinación del haber 

jubilatorio, dejando atrás la capitalización individual. De esta forma, el régimen pasó a 

basarse en la solidaridad intergeneracional como forma de financiamiento del sistema. 

Tal cambio implicó que los trabajadores activos pasaran a sostener a quienes se retiran 

del mercado laboral por edad o invalidez. Como así también a las familias de los 

trabajadores fallecidos. 

En 1958 se sancionó la Ley 14.499 que estableció que el haber de la jubilación 

ordinaria de un trabajador retirado sería equivalente al 82% móvil de la remuneración 

mensual asignada al cargo, oficio o función que cumplía previamente.  

En 1969, por medio de las leyes 18.037 y 18.038, se efectuó una nueva 

reforma al régimen previsional. Mediante dicha reforma, que significó una 

transformación estructural del sistema previsional, se instauró la centralización 

administrativa del sistema, el incremento de las restricciones en el acceso a los 
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beneficios y la imposición de un principio de distribución regresivo. En síntesis, ésta 

reforma produjo los siguientes cambios: 

 Unificación de las cajas previsionales en sólo tres: trabajadores autónomos, 

trabajadores del Estado y trabajadores de la industria, todas ellas controladas 

por el Estado.  

 Modificación de la edad de acceso a los beneficios: en el caso de los 

trabajadores en relación de dependencia, pasó de 55 a los 60 años. En el caso 

de los trabajadores autónomos, pasó de 62 a 65 años.  

 Incremento de la cantidad de años contributivos requeridos para el acceso a la 

jubilación. 

 Asociación de los haberes jubilatorios a la historia individual laboral de cada 

trabajador, eliminando la redistribución vertical del cálculo del beneficio102. 

 

En 1991, mediante el Decreto N° 2.284, se creó el Sistema Único de la 

Seguridad Social (SUSS) dependiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la 

Nación. A este sistema se le otorgaron las funciones y objetivos de las Cajas de 

Subsidios Familiares (CASFEC, CASPI y CASFPE), el Instituto Nacional de Previsión 

Social y el Sistema de Prestaciones para trabajadores desempleados, integrando de tal 

forma los sistemas regulatorios de las contingencias de las cargas de familia, de la 

vejez, invalidez y muerte y del desempleo.  

En el mismo año, en virtud del Decreto N° 2.741, se creó la Administración 

Nacional de la Seguridad Social (ANSES), a cuyo cargo se puso la administración del 

SUSS. Simultáneamente, se creó la Contribución Unificada de la Seguridad Social 

(C.U.S.S.). La C.U.S.S es un tributo que se aplica a la nómina salarial de todos los 

subsistemas (previsional, asignaciones familiares, desempleo, obras sociales, PAMI), 

con idéntica base imponible y alícuotas diferenciales. 

En 1993, dursnte el gobierno de Carlos Menem, se efectuó una nueva reforma 

previsional mediante la sanción de la Ley 24.241. Dicha ley creó las Administradoras de 

Fondos de Jubilaciones y Pensiones (AFJP). Las AFJP eran empresas conformadas por 

capitales privados, estatales o mixtos. Su principal objetivo consistía en gestionar los 

                                                             
102

 Las leyes jubilatorias generales fijaban, entre otras cosas, que el haber jubilatorio debía representar un 
porcentaje de entre el 70% y el 82% del salario mensual promedio de los tres años de mayores 
remuneraciones dentro de los últimos diez años de aportes. 
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fondos generados con los aportes jubilatorios realizados por los trabajadores que 

optasen ser incluidos en el régimen de capitalización individual. 

Ese mismo año, por medio del Decreto N° 507/93, se transfirió la función 

recaudadora a la ex Dirección General Impositiva, hoy AFIP. Posteriormente, se 

sancionó el Decreto N° 1.394/01, por medio del cual se creó un nuevo Sistema de 

Información y Recaudación para la Seguridad Social (SIRSS) con el objetivo de 

simplificar y unificar la registración de las relaciones laborales. Para ello se creó 

además el Instituto Nacional de los Recursos de la Seguridad Social (INARSS). Dicho 

instituto agrupó a la AFIP, el Estado nacional, la AFJP, las aseguradoras de riesgos del 

trabajo (ART) y las Obras Sociales. 

En 2002, por medio del Decreto Nº 355/02, se fusionaron el Ministerio de 

Trabajo y el Ministerio de Seguridad Social bajo el nombre de Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Formación de Recursos Humanos, quedando así la Secretaria de Seguridad 

Social dentro de la órbita de esa nueva cartera ministerial. 

En 2008, por medio de la Ley 26.425, se estatizó el sistema previsional 

poniendo fin a las AFJP. Dicha norma dispuso también la unificación del Sistema 

Integrado de Jubilaciones y Pensiones en un único régimen previsional público 

denominado Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA). Se estableció además que 

el total de los fondos administrados por las AFJP fueran traspasados al Fondo de 

Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsional Argentino. En virtud de 

ello, en el año 2008 se transfirieron a la ANSeS cerca de ochenta mil millones de pesos 

(aproximadamente veintidós mil ochocientos millones de dólares estadounidenses el 

cabio de esa época). 

También en 2008 se sancionó Ley de Movilidad (ley 26.417), que dispuso la 

actualización  de las prestaciones cada seis meses.  

Por último, en 2009, mediante el Decreto 1602, se creó la Asignación 

Universal por Hijo para la Protección Social (AUH). Dicha prestación amplió la cobertura 

del acceso a las asignaciones familiares en un sistema no contributivo que incluye a las 

personas desocupadas, los monotributistas sociales, los trabajadores informales que 

perciban un ingreso inferior al salario mínimo vital y móvil, y a los empleados del 

servicio doméstico. La AUH es financiada con dos fuentes de recursos: por un lado, con 

los ingresos de la ANSES en materia de aportes, contribuciones e impuestos; y por el 

otro, con los rendimientos anuales del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del SIPA.  
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V) Experiencia internacional en seguridad social 

 En el presente apartado se describen los sistemas de la seguridad de diversos 

países a fin de ilustrar la manera en que cada uno de ellos tomó las medidas 

necesarias para garantizar la sostenibilidad de sus sistemas de la seguridad social. 

 

Suecia103 

Características 

 Cobertura universal a la vejez. 

 Edad de retiro a los 61 años no pudiendo exceder los 67 años para aquellos cuyos 

aportes superen el mínimo garantizado, caso contrario es de 65 años para ambos 

sexos. 

 Sistema de pilares múltiples, siendo sustentada la mayor parte por los programas 

públicos de pensiones. 

 Sistema de asistencia social (subsidios por discapacidad, vejez, desempleo y 

salud) que complementa al sistema de jubilaciones y pensiones.  

 Sistema de asistencia específica para los mayores, tales como exenciones 

impositivas, transporte gratuito, etc. 

 El gasto público destinado al sistema previsional es del 9% del PIB y se espera 

alcance el 10,7% en 2050. 

 

La reforma de la Seguridad Social de Suecia comenzó en los años 90 y transformó 

el sistema de reparto. La reforma, sin llegar a eliminar el pilar de la protección social 

(pensiones públicas), creó un segundo pilar. Éste pilar consistió en la creación de 

cuentas individuales a las que cada trabajador destina de manera obligatoria 2,5 

puntos total de sus cotizaciones, que supera el 18 por ciento de su salario anual. Dicho 

dinero es acumulado en las cuentas y es invertido en planes privados de pensiones 

para los trabajadores. Desde 2001 los trabajadores de Suecia pueden elegir dónde 

invertir su cuenta individual. Gracias a ello se completa la protección pública para las 

pensiones por invalidez, por viudez, por maternidad, y las excedencias por los cuidados 

de los hijos. 

                                                             
103

 Fuente: http://www.senado.gov.ar/upload/6964.pdf  

http://www.senado.gov.ar/upload/6964.pdf
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Reino Unido 

Características 

 Modelo de pilares múltiples donde se combinan los recursos públicos y privados. 

 Edad de jubilación: 65 para hombres y 60 para mujeres 

 Sistema de asistencia social (subsidios por discapacidad, vejez, desempleo y salud) 

que complementa al sistema de jubilaciones y pensiones. 

 Financiamiento a través de impuestos y aportes (empleadores y empleador), se lo 

considera parte del primer pilar y para ser acreedor basta con tener la simple 

ciudadanía. 

 El gasto público en el sistema previsional es de 5,5% del PIB y se estima se ubicará en 

4,4% en 2050. 

España 

Características 

 La afiliación es obligatoria. 

 Es un sistema basado en tres pilares:  

a) Primer pilar: seguridad social compuesta por pensiones contributivas (aquellas 

en las que es necesario una serie de aportes previos, normalmente mediante 

cotizaciones, para el acceso a ellas), y no contributivas (no requieren aportes 

previos y están orientadas a la cobertura de necesidades básicas). 

b) Segundo pilar: constituido por los sistemas promovidos por las empresas y que 

están orientados a generar ahorro privado para la futura jubilación de sus 

empleados. 

c) Tercer pilar: previsión individual compuesto por los productos que por iniciativa 

propia contratan los individuos con su entidad financiera o compañía de 

seguros. 

 Gestión a cargo de los siguientes entes públicos: el Instituto Nacional de la Seguridad 

Social (INSS), el Instituto Social de la Marina (ISM), la Tesorería General de la 

Seguridad Social (TGSS) y la Gerencia de Informática de la Seguridad Social. 

El sistema público de pensiones se encuentra en plena reforma a fin de 

garantizar su suficiencia y sostenibilidad ante los desafíos financieros y demográficos a 

los que se enfrenta.  
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Brasil 

Características 

 Tres grandes regímenes previsionales:  

a) Régimen General, administrado por el Instituto Nacional de Seguro Social 

(INSS).  

b) Regímenes Propios de los Servidores Públicos y Militares y  

c) Previsión Complementaria.  

 Edad jubilatoria: 65 años para el hombre y 60 años para la mujer. Además se debe 

contar con un mínimo de 180 meses de trabajo. En el caso de Jubilaciones de 

Privilegio o especiales (agricultores familiares, pescadores artesanales, indígenas, 

etc.), la edad mínima para ser beneficiario se reduce en cinco años.  

 

Chile 

Características  

 Sistema de Pensiones ante las contingencias de vejez, invalidez y muerte. 

 Sistema de Salud ante las contingencias de enfermedad y el embarazo. 

 Seguro de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, ante la seguridad 

y salud en el trabajo. 

 Seguro de Cesantía, ante la contingencia de desempleo. 

En Chile las pensiones son bajas en comparación con el último salario. Ello se debe a: 

a) Aumento en la expectativa de vida; 

b) Baja significativa en la tasa de retorno real de los fondos como consecuencia 

de la caída que han experimentado en los últimos 15 años las tasas de interés 

reales en Chile y en el mundo; 

c) Aumento importante de los salarios reales que acompañaron al alto crecimiento 

del período 1985-2014, lo que hizo que el último salario esté muy por encima 

del salario promedio durante la vida laboral del trabajador, que fue la base de 

cotización en el sistema; y, 

d) Baja densidad de cotizaciones, reflejo de un mercado laboral con recurrentes 

períodos de desempleo e inactividad, sub-cotización y sueldos que incluyen 

componentes no imponibles, y que afecta principalmente a personas de 

menores ingresos y a mujeres. 
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El Salvador 

Características 

 Pensiones: 60 años de edad para los hombres y 55 años para las mujeres con al 

menos 25 años de cotización (o cualquier edad con 30 años de cotización). La 

pensión es del 30% del salario base para los tres primeros años de cotización más 

un 1,5% por cada año adicional.  

 Prestaciones para los dependientes/sobrevivientes: las prestaciones de 

sobrevivientes son del 50% de la pensión del fallecido. Si no hay hijos, se paga el 

60% de la pensión del fallecido.  

 Prestaciones de invalidez: el trabajador debe someterse a una evaluación que 

determine su discapacidad, ser menor de 60 años de edad (hombres) o 55 

(mujeres) y tener por lo menos 36 meses de cotización. La pensión de invalidez por 

incapacidad permanente es de 70% del salario medio de un trabajador y de 50% 

por invalidez parcial de 50-65%  

 

VI) Análisis de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social 

 La Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS) efectuó una breve 

síntesis de los tipos de sistema previsional. Ellos son:  

a. Sistema de reparto: se basa en el principio de solidaridad para la vejez. Este 

sistema se organiza sobre la base de un aporte obligatorio realizado por los 

trabajadores en actividad, con el que se forma un fondo para atender las 

pensiones y jubilaciones de los trabajadores retirados.104 

b. Sistema sustitutivo: se cambia el sistema de reparto por uno de capitalización 

individual. A diferencia del de reparto, se trata de un sistema de ahorro 

personal para la vejez en cuentas de retiro privadas. 

c. Sistema paralelo: los futuros afiliados deben elegir entre el sistema de reparto 

o el sistema de capitalización individual. En este modelo los dos sistemas son 

excluyentes.  

d. Sistema paralelo integrado: coexisten el sistema de reparto y el de 

capitalización.   

e. Sistema mixto: los sistemas de reparto y capitalización son complementarios. 

                                                             
104

 Grisolía, Julio Armando (2001), Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, Buenos Aires, Depalma. 
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 Respecto de las posibles reformas a los sistemas, la OISS las ha agrupado de 

la siguiente forma: 

 Reformas paramétricas en el sistema de reparto: varían o aumentan las tasas de 

cotización; la edad para adquirir la pensión; las condiciones de acceso a los 

beneficios, o bien, disminuyen los beneficios mediante la reducción de las tasas 

de reemplazo.   

1. Uruguay (2008): hubo una disminución de los requisitos en el sistema 

público.  

2. Guatemala (2010): se incrementaron los años de cotización y la edad de 

retiro.  

3. Paraguay (2010): aumentaron los años mínimos de cotización.  

4. Nicaragua (2013): aumentó la tasa de cotización patronal y se mejoraron 

los beneficios para los más vulnerables.  

5. Honduras (2014): aumentó de 58 a 65 años la edad de jubilación para los 

empleados públicos. Además, se incrementaron los años de cotizaciones.   

6. Ecuador (2015): se hizo un reajuste de los beneficios equivalente a la 

inflación del año anterior.   

7. Costa Rica (2016): se incrementó edad de 55 a 60 años para acceder a las 

pensiones con presupuesto público. 

 Reformas paramétricas en el régimen de capitalización: 

1. Colombia (2009): el régimen de ahorro individual con solidaridad introdujo 

los llamados multifondos.  

2. Perú (2016): se creó una nueva modalidad en capitalización que permite 

acceder a la totalidad de los fondos ahorrados.  

3. El Salvador (2017): mantuvo el sistema de capitalización con algunas 

modificaciones. 

  

 La OISS entiende que existe una nueva tendencia hacia el sistema público y 

los esquemas solidarios. En dicho sentido, considera que el principio de solidaridad fue 

el centro de las últimas reformas previsionales, y por tal motivo se han creado 

instrumentos y esquemas de solidaridad contributiva y no contributiva.  
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 Finalmente, la OISS menciona otras reformas que se efectúan en el marco de 

la seguridad social: la dimensión de género, el aumento de la cobertura contributiva, 

expansión de los sistemas no contributivos, entre otras.  

 Lo analizado permite concluir que existen diversos procesos de reforma. 

Asimismo, al ser un sistema complejo e integral de elementos, ideado para proteger a 

las personas afectadas por una contingencia, los cambios dependerán de las 

circunstancias políticas e históricas de cada país. Además, en base a lo analizado, 

podemos inferir que el Estado posee un rol muy importante en todos los países, con 

independencia del sistema que se adopte. En los sistemas privados, al ser obligatoria la 

afiliación, es el Estado quien debe regular y supervisar su funcionamiento. En los 

sistemas públicos, el papel del Estado en la administración puede ser total, como en 

Cuba, o parcial como en Paraguay, Honduras y Venezuela. 

  

VII) Factores que afectan la sustentabilidad 

 Precedentemente se explicó qué se entiende por sostenibilidad se los sistemas 

de seguridad social. Asimismo se explicó someramente el devenir del sistema argentino 

con el correr de los años. En el presente apartado se explicarán aquellos factores que 

afectan la sostenibilidad de los sistemas de la seguridad social105. 

 Existen distintas variables que vulneran la sustentabilidad del sistema de 

seguridad social. Entre ellas se encuentran las que a continuación se detallan. 

 Demográficas. Estas variables toman en cuenta la manera en que los sistemas de 

la seguridad social se ven afectados por los cambios que experimenta la 

población. Se trata de todo aquello que influye en la composición de la masa que 

forma parte del sistema, considerando además a la población base y las tasas de 

natalidad y mortalidad. En dicho sentido, el envejecimiento de la población es un 

desafío importante para los sistemas de seguridad social. El aumento de la 

expectativa de vida genera consecuencias en la economía y el presupuesto del 

país. Estas perspectivas se ven agravadas aún más cuando hay una crisis 

financiera y/o económica. 

                                                             
105

 Fuente: https://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0055:FIN:ES:PDF  

https://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2012:0055:FIN:ES:PDF
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 Socioeconómicas. Involucra a aquellos factores que inciden en la situación 

económica de un país y como éstas, a su vez, impactan en la sostenibilidad de la 

seguridad social. Al respecto se pueden mencionar las siguientes: 

a) Tasa de actividad, entendiendo a ésta como el índice que mide el nivel de actividad 

en el empleo de un país. Se calcula como el cociente entre la población activa y la 

población en edad de trabajar o mayor de 16 años. 

b) Tasa de desempleo, es decir el nivel de desocupación en la población 

económicamente activa. 

c) Porcentaje de aportantes (trabajadores activos).  

 Previsionales. Estas variables son producto tanto de las demográficas como de las 

políticas previsionales de un país. Entre ellas se pueden mencionar las siguientes:  

a) Cantidad de jubilados 

b) Mecanismos indexatorios que se utilizan cuando la inflación es persistente 

c) Tasa de contribución patronal e individual: porcentaje de aportes de los trabajadores 

(individual) y porcentaje de contribución de los empleadores (patronales).  

 

VIII) Conclusiones 

 En base a lo precedentemente analizado, se puede concluir que en la 

República Argentina la sustentabilidad del sistema de seguridad social se encuentra en 

crisis. Resulta evidente que cada vez es menor la base de trabajadores activos 

aportantes y mayor la masa de beneficiarios. Ello se debe, por un lado, a cuestiones 

tales del avance de la medicina que ha incrementado la expectativa de vida de las 

personas. Pero por el otro, las causales se relacionan a las políticas públicas populistas 

que favorecen a quienes nunca han realizado un aporte a los sistemas de la seguridad 

aunque se benefician con ellos. Asimismo, resulta claro que no se está creando una 

masa de trabajadores formales cuyos aportes sostengan las pensiones de quienes hoy 

se encuentran activos. 

 En tal sentido, resulta imperioso que se analicen urgentes medidas tendientes 

a revertir la falta de sustentabilidad de nuestro sistema de seguridad social. Entre 

aquellas se pueden mencionar las siguientes: 

 Aumento de la edad jubilatoria 

 Reducción de las asignaciones sociales sin contraprestación 
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 Revisión de los casos de discapacidad e invalidez y aplicación de criterios 

restrictivos para su reconocimiento 

 Incremento del control estatal en el gasto de la seguridad social 

 Mejora de las inversiones del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del SIPA 

 Incentivo para la atracción de inversiones que generen empleo genuino a 

largo plazo 

  

 La llegada a un sistema de seguridad social sustentable requerirá de un 

proceso de transformación complejo que debe ir acompañado del desarrollo de aquellas 

medidas que la garanticen. Para ello, inexorablemente, tendrá que tomarse la decisión 

política de reformular el actual sistema que, como se puede apreciar, va camino a su 

quebranto. 
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17 

Instalación de sanitarios en espacios públicos 

 

Resumen ejecutivo 

La instalación de sanitarios para el uso público es una medida que ha sido tomada en 

muchas ciudades en razón de las ventajas que ello reporta. Gracias a ellos, no 

solamente se benefician quienes requieren utilizaros, sino también los vecinos que 

padecen el uso del espacio público por parte de quienes no tienen donde realizar sus 

necesidades. 

En el presente trabajo se analizan las medidas implementadas por varios municipios y 

se propone una serie de recomendaciones de suma utilidad para la instalación de 

baños públicos en determinados puntos estratégicos de las ciudades. 

 

Introducción:  

 Quienes viven en las ciudades, especialmente en las de grandes dimensiones, 

suelen pasar mucho tiempo fuera de sus hogares. Dicha situación lleva 

inexorablemente a que en algún momento de la jornada la persona requiera un baño. 

Es común que ante tales situaciones se recurra a pedir permiso para utilizar los 

sanitarios de los bares, restaurantes, comercios, etc., pero ocurre que dichos 

establecimientos, por lo general, solamente permiten el uso de sus instalaciones a sus 

clientes. Tal situación lleva a que las personas apremiadas por la urgencia deban 

gastar dinero en consumir algún producto por el simple hecho de poder acceder a ellos 

o, peor aún, utilicen un espacio público. Asimismo, corresponde considerar a un sector 

de la población al que la falta de sanitarios públicos perjudica especialmente: los 

ancianos, las mujeres embarazadas y las personas con discapacidad. En una situación 

similar se encuentran aquellos padres y madres que circulan con bebés, y que al no 

contar con espacios para cambiarles los pañales, se ven obligados a hacerlo en la vía 

pública. 

 En base a lo anteriormente explicado, surge la conveniencia de que los 

municipios ofrezcan espacios en los cuales sus vecinos puedan realizar sus necesidades 
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de manera tal que se pueda proteger su sanidad y decoro, y cuidar de la higiene 

urbana. 

 En el presente trabajo se exponen diversos ejemplos internacionales y 

nacionales que sirven de ejemplo a aquellas poblaciones que deseen instalar sanitarios 

en espacios públicos. 

 

El presente informe se ha organizado bajo el siguiente esquema:  

I)             Experiencia internacional  

II) Experiencia local  

III) Propuesta  

IV) Conclusión  

I) Experiencia Internacional 

Municipalidad de Central Otago, Nueva Zelanda.  

   En 2009 el municipio de Central Otago diseñó un programa para la instalación 

de sanitarios públicos. El objetivo de dicha iniciativa fue proporcionar una red de baños 

públicos pensados, principalmente, para ser usados por los turistas. Gracias a dicho 

programa, ciento cincuenta sanitarios fueron instalados en centros comerciales, 

parques, áreas recreativas y otros puntos clave de la ciudad. Las autoridades de 

Central Otago optaron por un plan de financiamiento mixto. Es decir, en algunos casos 

los baños fueron construidos y están a cargo del municipio y en otros, dicha labor fue 

tercerizada y su administración corre por cuenta de actores privados bajo la figura de 

la concesión.106  

 

Municipio de Chillán, Chile.  

   En 2018, el municipio de Chillán aprobó los fondos para la construcción de 

baños de uso público en la Plaza Las Armas. Las obras licitadas, con una inversión de 

USD 110.000, serán financiadas por el propio municipio. El proyecto surgió a raíz de los 

pedidos de los vecinos que deben hacer trámites y pasar mucho tiempo fuera de sus 

hogares y sin acceso a sanitarios. La obra constará de un baño para hombres, otro 

                                                             
106

 Municipalidad de Otago, Nueva Zelanda;  
https://www.codc.govt.nz/SiteCollectionDocuments/Policies/Infrastructure/Public%20Toilet%20Policy.pdf  

https://www.codc.govt.nz/SiteCollectionDocuments/Policies/Infrastructure/Public%20Toilet%20Policy.pdf
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para damas y un sanitario familiar ideado para personas con discapacidad, que además 

cuenta con una mesa plegable para el cambio de pañales. Las tres unidades contarán 

además con el equipamiento necesario para ser utilizados por personas con 

discapacidad107. Su uso no será tarifado y su mantenimiento correrá por cuenta del 

municipio. 

 

Sydney, Australia.  

 La Ciudad de Sydney se ha comprometido a ser un espacio habitable y 

sostenible que brinde una alta calidad de vida a sus residentes y visitantes108. Por tal 

motivo, el ayuntamiento ha decidido llevar a cabo una serie de estudios orientados a 

identificar los principales problemas que deben ser abordados para cumplir el 

compromiso asumido. Los aspectos más relevantes, en relación al tema abordado en el 

presente trabajo, son los siguientes: 

 Falta de baños públicos en lugares clave de la ciudad; 

 Realización de las necesidades en los espacios abiertos dentro de los recintos 

de entretenimiento; 

 Mala calidad de las instalaciones existentes; 

 Poca disponibilidad de sanitarios de uso público 

 Deficiente higiene de las instalaciones sanitarias; 

 Escasa información sobre la ubicación de los baños públicos y sus horas de 

operación; 

 

 A raíz de dicho relevamiento, en 2014 la ciudad se propuso instalar baños 

públicos a 400 metros uno de otro (5-10 minutos a pie) dentro del centro de Sydney y 

                                                             
107

Municipio de Chillán; https://www.soychile.cl/Chillan/Sociedad/2018/01/22/512626/Concejo-Municipal-
de-Chillan-aprobo-contar-con-banos-publicos-en-la-Plaza-de-Armas.aspx  
108

 Ciudad de Sidney; https://www.cityofsydney.nsw.gov.au/explore/facilities/public-toilets  

https://www.soychile.cl/Chillan/Sociedad/2018/01/22/512626/Concejo-Municipal-de-Chillan-aprobo-contar-con-banos-publicos-en-la-Plaza-de-Armas.aspx
https://www.soychile.cl/Chillan/Sociedad/2018/01/22/512626/Concejo-Municipal-de-Chillan-aprobo-contar-con-banos-publicos-en-la-Plaza-de-Armas.aspx
https://www.cityofsydney.nsw.gov.au/explore/facilities/public-toilets
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en todos los parques y plazas de la ciudad y sus alrededores. Además de la instalación 

de los nuevos sanitarios, se refaccionaron y mejoraron los ya existentes109. Para llevar 

a cabo el programa, la ciudad tuvo en cuenta los siguientes aspectos: 

 Construcción con materiales amigables con el medio ambiente y el uso de 

energías alternativas (solar) para su operación.  

 Seguridad e higiene de las instalaciones 

 Comodidad y accesibilidad 

Para poder abarcar dichos aspectos, el diseño adoptado fue el de los baños 

públicos automatizados (APTs por sus siglas en idioma inglés). Dichos baños poseen las 

siguientes características: 

 Puertas automáticas; 

 Cacerola y / o piso autolimpiables; 

 Informe de fallas y uso; 

 Sensores de emergencia e intercomunicador de seguridad; 

 Uso unisex. 

 El uso de los baños públicos en Sidney es gratuito y su mantenimiento corre 

por cuenta del Estado local. 

 

II) Experiencia local     

Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

 A fin de 2018, la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sancionó 

una ley referida a la instalación de baños en los espacios públicos de la ciudad.110 Los 

                                                             
109

 Ciudad de Sidney; https://www.cityofsydney.nsw.gov.au/explore/facilities/public-toilets  

 

https://www.cityofsydney.nsw.gov.au/explore/facilities/public-toilets
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fundamentos de dicha iniciativa sostienen que la instalación de baños públicos no sólo 

contribuye al buen uso del espacio público, sino que además brinda una solución para 

quienes realizan manifestaciones o concurren a festivales o actos patrios en la vía 

pública. 

Por otro lado, también se sancionó una ley111 que autoriza la concesión de 

predios bajo la Autopista 25 de Mayo por un plazo de 30 años. La norma establece que 

el 10% de la superficie total afectada deberá estar destinada al mejoramiento del 

espacio público. En tal sentido se establece que quienes estén a cargo de la concesión 

deberán instalar baños públicos112.  

Gracias a estos proyectos será posible solucionar, aunque sea en parte, un 

problema que Buenos Aires arrastra desde hace años: la falta de baños públicos. 

 

Neuquén, Provincia de Neuquén 

 El concejo deliberante de la capital de la provincia de Neuquén sancionó en el 

año 2012, por medio de la ordenanza municipal N° 12472113, la instalación de baños 

públicos en puntos estratégicos de la ciudad. El fundamento de dicha ordenanza fue 

brindar una solución a las personas, especialmente ancianos y mujeres embarazadas, 

que necesitan hacer sus necesidades mientras transitan por las calles y las plazas de la 

zona céntrica de dicha ciudad. A tal fin se instalaron baños públicos en los siguientes 

lugares: Plaza Roca, Plaza Ministro González, Parque Central, Parque Norte, Plaza de 

las Banderas, Avenida Olascoaga y Avenida Democracia.114 

 Los baños públicos de la ciudad de Neuquén son de uso gratuito y su 

mantenimiento corre por cuenta de las arcas municipales.  

 

                                                                                                                                                     
110

 Al momento de la elaboración del presente informe ninguna de las leyes había sido publicada. Para 
acceder a los textos de los proyectos N° 2233-D-2017 y agregado 2958-D-2018 acceder a la página web de 
Legislatura de la Ciudad Autónoma de Bueno Aires: 
http://parlamentaria.legislatura.gov.ar/pages/download.aspx?IdDoc=156549  
111

 Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, 
 http://parlamentaria.legislatura.gov.ar/pages/download.aspx?IdDoc=159042  
112

 Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires,  
https://www.legislatura.gov.ar/_post_old.php?ver=7394  
113

 Concejo deliberante de Neuquén,  
http://www.cdnqn.gov.ar/inf_legislativa/digesto/digesto/ordenanzas/12472.htm  
114

 Diario LMN Neuquén; https://www.lmneuquen.com/habilitaron-los-banos-publicos-uso-gratuito-parque-
norte-n559521  

http://parlamentaria.legislatura.gov.ar/pages/download.aspx?IdDoc=156549
http://parlamentaria.legislatura.gov.ar/pages/download.aspx?IdDoc=159042
https://www.legislatura.gov.ar/_post_old.php?ver=7394
http://www.cdnqn.gov.ar/inf_legislativa/digesto/digesto/ordenanzas/12472.htm
https://www.lmneuquen.com/habilitaron-los-banos-publicos-uso-gratuito-parque-norte-n559521
https://www.lmneuquen.com/habilitaron-los-banos-publicos-uso-gratuito-parque-norte-n559521
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Gualeguaychú, provincia de Entre Ríos 

 En el caso de Gualeguaychú, la municipalidad115 optó por realizar un contrato 

para la construcción de sanitarios de uso público con la cooperativa de trabajo 

Tenondé. El proyecto de Gualeguaychú combina la necesidad de mejorar la higiene 

urbana y concientizar a los vecinos acerca del cuidado del medioambiente. Por dicho 

motivo el proveedor de los materiales fue la Fábrica Municipal Cooperativa (FAMUCO), 

que produce ladrillos ecológicos en base a residuos reciclados. Los primeros baños 

construidos dentro de dicho programa son los instalados en la Plaza Urquiza y en la 

Plaza San Martín.  

 

I) Propuesta 

No hay dudas acerca de los beneficios de contar con un sistema de baños 

públicos. Gracias a ello, no solamente se benefician los vecinos que pueden utilizarlos, 

sino que además se promueve el empleo local gracias al trabajo que demanda su 

construcción. Para poder implementar este tipo de políticas públicas, los municipios 

deben crear marcos legales y programas que tengan en cuenta la localización 

estratégica de dichos baños, las condiciones para su uso, su mantenimiento y su 

cuidado. 

El primer paso que los municipios deben dar para crear un marco legal para 

regular la necesidad de instalar baños públicos consistirá en estudiar las mejores 

maneras de llevar a la práctica las iniciativas. La forma en que cada municipio decida 

hacerlo dependerá de la cantidad de su población, la demanda por parte de los vecinos 

y de la cantidad de espacio público disponible. 

Los programas municipales podrán entonces ser ejecutados de diferentes 

maneras. Algunos se enfocarán en dictaminar ordenanzas y que sea el municipio el 

encargado de construir los baños, sea por cuenta propia o a instancias de cooperativas 

o actores privados. En cuanto a su mantenimiento, los municipios podrán optar por 

llevarlo a cabo por medio de sus estructuras gubernamentales o bien dejarlo en manos 

de concesionarios exclusivamente a cargo de los baños públicos o de quienes tengan 

bajo su responsabilidad el manejo y la administración temporal de ciertos espacios 

públicos como parques, áreas comerciales, paseos, etc. 

                                                             
115

 Municipalidad de Gualeguaychú, http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/4547-plaza-urquiza-contara-
con-banos-publicos-construidos-con-ladrillos-ecologicos  

http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/4547-plaza-urquiza-contara-con-banos-publicos-construidos-con-ladrillos-ecologicos
http://www.gualeguaychu.gov.ar/noticia/4547-plaza-urquiza-contara-con-banos-publicos-construidos-con-ladrillos-ecologicos
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 En todos los casos, el gobierno local deberá establecer las regulaciones de 

convivencia y uso de dichos baños, como así también fijar las medidas sanitarias, 

fiscales, laborales, etc. que deberán imperar en ellos. El municipio deberá además 

ejercer el debido control de policía y observar que los baños no sean vandalizados o 

utilizados para fines criminales. Igualmente, será indispensable establecer un sistema 

para la sanción de irregularidades e infracciones. 

En cuanto a las prestaciones de dichas instalaciones, deberá tenerse en 

especial consideración la condición de los ancianos, las mujeres embarazadas y las 

personas con discapacidad. Asimismo deberían contar con un espacio exclusivo para el 

cambio de los pañales de los bebés. 

El espacio más conveniente para la instalación de los baños será el que cada 

municipio mejor considere. No obstante ello, lo ideal sería que estuvieren presentes en 

los lugares de las ciudades que mayor flujo humano tengan, como ser plazas, parques, 

paseos, lugares de esparcimiento, áreas culturales, centros de intercambio de 

pasajeros, áreas de edificios administrativos y bancarios, zonas comerciales, etc. 

Los programas para la instalación de baños públicos pueden servir además 

para canalizar las acciones de concientización sobre temas vinculados a la salud y la 

sanidad como la correcta higiene, la prevención de enfermedades contagiosas, el sexo 

seguro, el cuidado ambiental, etc. 

 

II) Conclusión 

 La propuesta aquí presentada propicia facilitar a los vecinos el acceso a 

sanitarios públicos para realizar de manera segura e higiénica sus necesidades. Gracias 

a ello, se promueve la concurrencia a los espacios verdes y zonas de esparcimiento, de 

manera tal que la calidad de vida de las personas se vea mejorada gracias a la 

realización de actividad física y la interacción con sus conciudadanos sin que la 

ausencia de baños públicos sea una limitante.   

A fin de que la política pública aquí propuesta sea integral, se requiere además 

una información, comunicación y publicidad por parte de los municipios para que los 

ciudadanos sepan de la existencia de estos baños, como acceder a ellos y como 

cuidarlos. 
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 En conclusión, es necesario que el Estado, en este caso municipal, desarrolle 

políticas activas para asegurar que sus vecinos puedan acceder a baños públicos, 

seguros, higiénicos, accesibles, en buen estado y equipados apropiadamente. 
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La Fundación Nuevas Generaciones es una joven institución de la política argentina, 

que trabaja pensando en el mediano y largo plazo. Por ello genera programas de 

gobierno consensuados, promueve acuerdos políticos que se sostengan en el tiempo, e 

invierte en la formación de los equipos de profesionales que serán esenciales para los 

gobernantes de los próximos años. 

Nuevas Generaciones tiene su sede principal en la Ciudad de Buenos Aires y trabaja 

dentro de una concepción completamente innovadora que combina academia, 

juventud, vínculos internacionales, experiencia y voluntad transformadora. Elementos 

necesarios para desarrollar e impulsar las políticas concretas que llevarán a la 

Argentina a un mayor grado de desarrollo y bienestar social. 

La Fundación Hanns Seidel (HSS), fundada en 1967 y cercana a la Unión Social 

Cristiana de Baviera/CSU, es una fundación política alemana con sede en Múnich que 

trabaja al servicio de la democracia, la paz y el desarrollo, a través de la formación 

política en el ámbito nacional e internacional. Sus objetivos se orientan exclusiva e 

inmediatamente a la utilidad pública. Sostiene ideales sociales y cristianos, 

promoviendo una mejora de las condiciones de vida dignas, el desarrollo sustentable y 

la economía social de mercado. 

Desde hace más de 30 años, la HSS se ha comprometido con la cooperación al 

desarrollo y ejecuta actualmente cerca de 90 proyectos en más de 60 países en todo el 

mundo. 

Nuevas Generaciones y Hanns Seidel desarrollan en cooperación internacional el 

Programa de políticas Públicas, que a través de un equipo de jóvenes profesionales 

brinda asesoramiento, promueve iniciativas, responde consultas, prepara discursos y 

estudia los proyectos que los legisladores nacionales y provinciales precisan para su 

función. 

En todos los trabajos realizados dentro del Programa de Políticas Públicas se busca 

obtener una propuesta realista y viable. Asimismo se desarrollan todos los 

instrumentos necesarios para su aplicación inmediata. Se trabaja en permanente 

consulta con las cámaras empresariales, los sindicatos, y otras organizaciones de la 

sociedad civil, intercambiando información y opiniones, para lograr propuestas que 

potencien cada sector económico nacional. 

Los resultados del trabajo procuran promover el debate de cada temática entre los 

líderes políticos y de opinión, destacando el hecho de los consensos ya obtenidos, y de 

la viabilidad política de su aplicación. 

Cada semestre dichos los documentos elaborados son compilados en la presente 

publicación. 
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